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[bookmark: _Hlk39644035]Nº 14-2020
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del cuatro de mayo de dos mil veinte.
[bookmark: _Hlk39147286]Sesión ordinaria virtual con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga, Miguel Ovares Chavarría y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano.
[bookmark: _Toc39173965]ARTÍCULO I 
Documento N° 321-2020

Por unanimidad, se acuerda: Aprobar el orden del día.

[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc39173967]ARTÍCULO II
DOCUMENTO N°321-2020
Se aprueban las actas N° 12 y 13-2020 de las sesiones celebradas el 20 y 27 de abril de 2020, respectivamente. 
[bookmark: _Toc39173970]ARTÍCULO III 
DOCUMENTO N° 319-2020.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1520-DE-2020 de 29 de abril de 2020, informó:
“Con motivo del oficio SP-439-2020 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), mediante el cual consulta a la Junta que usted preside sobre el cumplimiento de algunas normas relacionadas con el Reglamento de Gobierno Corporativo, de manera respetuosa me permito reiterar lo que le señalara en fecha 31 de enero del año en curso, mediante oficio 381-DE-2020 en cuanto a que me pongo a la orden de esa Junta para elaborar el “proyecto conjunto con el Poder Judicial para el desarrollo de las actividades que se acuerdan en este convenio, delimitado el espacio de tiempo durante el cual se ejecutarán, de forma tal que, al concluir el plazo máximo previsto, hayan sido asumidas por la Junta Administradora en su totalidad”.
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A esos efectos se trascribe el oficio N° SP-439-2020 de 16 de abril de 2020, suscrito por el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, que dice:
“Como parte de las labores de supervisión y fiscalización que realiza la Superintendencia de Pensiones al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, le compete verificar el cumplimiento de la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y por la misma Superintendencia. En línea con lo indicado, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo[footnoteRef:1], establece para el Órgano de Dirección, que para su representada corresponde a la Junta Administradora, las potestades y responsabilidades. En razón de lo anterior, se realizan los siguientes requerimientos: [1:  Aprobado por el CONASSIF en la sesión celebrada el 8 de noviembre de 2016 y publicado en el Alcance 290 del Diario Oficial La Gaceta del 07 de diciembre de 2016.] 


1) Conforme lo establecido en el artículo 8 sobre responsabilidades generales del Órgano de Dirección, se le solicita informar en el proceso que se encuentra el nombramiento del Director Ejecutivo o equivalente, el Auditor Interno y el responsable de la función de cumplimiento para el Fondo.

2) Con respecto al artículo 32 relacionado con la estructura para la gestión del riesgo, se verificó que el Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobado en la sesión de la Junta Administrativa N° 1-20 celebrada el 27 de enero del 2020, establece para este tema lo siguiente:
Clausula Quinta: “…Se facilitará cada uno de los servidores destacados y sus labores, así como los activos asignados a cada uno de ellos, para la consecución de sus tareas referentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…
XVIII. Gestión integral de riesgos. Labor efectuada Profesional II, así como el Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo...”
Sin embargo, en dicho acuerdo, no se menciona el colaborador que desempeñará el cargo de director de riesgos o equivalente y tampoco se detallan las funciones y responsabilidades que deberá ejecutar para el cumplimiento de lo normado.

3) En el oficio N° 177-2020 de fecha 02 de abril, la Junta Administradora comunica la conformación de los Comités de Auditoría, de Inversiones y de Riesgos, con tres integrantes cada uno. Sin embargo, con respecto a la integración del Comité de Inversiones, el Reglamento de Gestión de Activos en su artículo 9 establece que este Comité deberá estar conformado por un mínimo de cinco miembros, salvo que el Órgano de Dirección justifique una conformación mínima de tres integrantes basado en el principio de proporcionalidad, justificación que deberá remitirse a esta Superintendencia.

Por lo anterior, se le solicita en un plazo máximo de 15 días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, un plan de acción indicando las medidas que tomará esa Junta Administradora para la atención de cada uno de los aspectos citados en este oficio, la fecha de atención y el nombre y cargo de la persona responsable de su ejecución.”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el oficio 1520-DE-2020, con el que la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remite el oficio SP-439-2020 de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 2) Hacer de conocimiento de la máster Romero Jenkins que esta Junta conoció de ese oficio de SUPEN en sesión 13-2020 del 27 de abril de 2020, artículo XIII y procederá a tener una sesión el 6 de mayo de 2020, para atender este y otros requerimientos de la entidad fiscalizadora, así como algunos aspectos administrativos pendientes. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173972]ARTÍCULO IV  
DOCUMENTO N° 305-2020.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 1365-DE-2020 de 23 de abril de 2020, comunicó:
“Para lo que corresponda, se envía el oficio N° 172-FC-2020 de fecha 2 de abril en curso, que suscribe la MBA Floribel Campos Solano y el Lic. José Andrés Lizano Vargas, por su orden, Jefa del Departamento de Financiero Contable y Jefe a, í del Proceso de Riesgos del Departamento en mención, mediante el cual remite:
 
1. Informe de Indicadores de Riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de marzo de 2020”





- 0 -
Por mayoría, se acordó: 1) Tener por conocido el oficio 1365-DE-2020, con el que la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remite el oficio 172-FC-2020, que incluye el informe del asesor externo de Riesgos presentado en el mes de marzo de 2020. 2) Indicar a la Dirección Ejecutiva que el informe presentado no corresponde al Informe de Indicadores de Riesgos y resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones correspondientes al mes de marzo de 2020. 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, se abstiene de votar por no haber podido abrir los documentos que venían adjuntos a este acuerdo. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173974][bookmark: _Hlk39643981]ARTÍCULO V  
DOCUMENTO N° 294-2020
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1463-DE-2020 del 23 de abril de 2020, comunicó:

“Para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, me permito remitir oficio N° 145-SC-2020 de fecha 16 de marzo último, suscrito por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, referente al Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 31 de marzo del 2020.”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el oficio 1463-DE-2020, con el que la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remite el oficio 145-SC-2020, referente al Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 31 de marzo del 2020. 2) Indicar a la Dirección Ejecutiva y al Departamento Financiero Contable que en el documento de Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debe revisarse los puntos de:
1. Disponibilidades (página 8)
2. Traslado de cuotas del FJPPJ a otros regímenes de pensiones del Estado (página 17)
3. Nota en cuadro (página 18)
4. Reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial (página 19)
5. Cálculo de jubilaciones y pensiones (página 20)
6. Cobro por concepto de supervisión del FJPPJ (página 26)  
3) En virtud de la normativa de SUPEN se solicita al Departamento Financiero Contable que una vez se tengan los estados financieros mensuales, trimestrales y anuales sean remitidos al Comité de Auditoría, para su valoración y posterior envío a la Junta Administradora y a la Superintendencia de Pensiones y que se ajusten los cronogramas. 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, se abstiene de votar por no haber podido abrir los documentos que venían adjuntos a este acuerdo. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173979][bookmark: _Toc12950878][bookmark: _Toc14773338]ARTÍCULO VI  
DOCUMENTO N° 320-2020.
En sesión N° 10-2020 de 30 de marzo de 2020, artículo X, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomó el acuerdo que dice: 
“En sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero del 2020, artículo XVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Se entra a conocer los borradores de los documentos denominados Propuesta del Código de Gobierno Corporativo, Perfil de Riesgos para el FJPPJ y Declaración de apetito por Riego del FJPPJ para su respectiva aprobación.
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Se acordó: 1.) Aprobar los documentos denominados “Código de Gobierno Corporativo”, “Declaración de Apetito de Riesgo” y “Perfil de Riesgo”, todos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Remitir los documentos anteriores a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión y aprobación.”
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[bookmark: _Hlk36126235]El señor Mauricio Soto Rodríguez, Director División Supervisión de Regímenes Colectivos, mediante oficio Nº SP- 356-2020 del 24 de marzo de 2020, comunicó lo siguiente:

“Se recibió su oficio N° 27-2020 del 13 de febrero de 2020, mediante el cual presenta ante esta Superintendencia el Código de Gobierno Corporativo, la Declaración del Apetito por Riesgo y el Perfil de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, documentos que fueron aprobados en la sesión N°2-2020 de la Junta Administradora, celebrada el pasado 3 de febrero y en la cual se acuerda en el numeral 2) remitir los documentos citados para revisión y aprobación de esta Superintendencia. 

Sobre lo anterior, cabe destacar que la Declaratoria del Apetito por Riesgos y el Perfil de Riesgos son documentos que por normativa deben ser aprobados por el Órgano de Dirección y revisados por esta Superintendencia. 

Con respecto al Código de Gobierno Corporativo, aún y cuando la normativa vigente no lo requiere, se considera que es una sana práctica que el fondo disponga de un documento propio que incluya los principios y normas que regulan la integración y funcionamiento de su gobierno corporativo y por lo tanto este Despacho no le corresponde emitir observaciones sobre el mismo.

Conforme lo anterior, se procedió a realizar una revisión de la Declaratoria del Apetito por Riesgos y del Perfil de Riesgos, documentos sobre los cuales se emiten algunas recomendaciones que se detallan seguidamente para que sean valoradas por su representada.

	Aspecto observado
	Recomendación

	1. La Declaración del Apetito por Riesgo hace referencia a la Metodología General de Riesgos para el cálculo de los indicadores de riesgos no financieros; sin embargo, no los incluye, solo incorpora el cálculo de los indicadores para los riesgos financieros.
	1. Se recomienda determinar todos los posibles eventos de riesgos no financieros que podrían dar lugar a riesgos inherentes, realizar la valoración respectiva de sus mitigantes y determinar el riesgo residual con el posible impacto para el Fondo.


	1. La Declaración del Apetito por Riesgo, no incorpora los riesgos asociados a cada modelo: costo amortizado y valor razonable con cambios en otro resultado integral, ni los indicadores y sus límites.
	1. Evaluar los posibles eventos de riesgos asociados a cada uno de los modelos; además, establecer los indicadores y los límites para que sean incorporados en la Declaratoria del apetito por riesgo.


	1. El capítulo 7 Deterioro de un Portafolio de la Declaración del Apetito por Riesgo, indica que no se considera para efectos del cálculo del deterioro, la porción del portafolio que se encuentra clasificada en el modelo de costo amortizado. Lo indicado contradice la Norma Internacional de Información Financiera 9, párrafo 5.5.1 (La entidad reconocerá una corrección de valor por pérdidas crediticias esperadas de los activos financieros que se valoren de acuerdo con los párrafos 4.1.2 (Un activo financiero deberá valorarse al coste amortizado) o 4.1.2A (Un activo financiero deberá valorarse al valor razonable con cambios en otro resultado global).

	1. Para efectos del cálculo del deterioro del portafolio de inversiones, incorporar la porción clasificada en el modelo de costo amortizado, conforme lo establecido por la NIIF 9.


	1. El modelo de deterioro diseñado por el
FPJ, consiste en determinar un ponderador de riesgo a partir de variables financieras, el cual se multiplica por la sumatoria del valor de mercado de todos los instrumentos emitidos por un mismo emisor, sin embargo, dicho modelo es muy global y no se ajusta a lo establecido por la NIIF 9, específicamente en el párrafo B5.5.5
“A los efectos de determinar los aumentos significativos del riesgo de crédito y reconocer una corrección de valor por pérdidas de forma colectiva, la entidad puede agrupar los instrumentos financieros basándose en las características del riesgo de crédito compartidas, con objeto de facilitar un análisis que permita la identificación oportuna de los aumentos significativos del riesgo de crédito. La entidad no debería oscurecer esta información agrupando instrumentos financieros con características de riesgo diferentes. Son ejemplos de características del riesgo de crédito compartidas, sin que la enumeración sea exhaustiva, los siguientes:
(a) el mismo tipo de instrumento;
(b) las mismas calificaciones del riesgo de crédito;
(c) la misma fecha de compra;
(d) el mismo plazo restante hasta el vencimiento;
(d) el mismo sector y emisor…”

	1. Revisar el modelo de deterioro, con la finalidad de que se apegue a lo establecido en la NIIF 9.

	1. El modelo de deterioro diseñado por el
FPJ, no establece criterios sobre el incremento significativo del riesgo para calcular el deterioro, en función de los flujos de efectivo correspondientes al plazo del vencimiento del instrumento, según los criterios del bucket2/3, y dejar de calcular el deterioro en función de 12 meses, según el bucket1, establecido por la NIIF 9.
Se recomienda valorar los criterios establecidos en los párrafos B5.5.15 al B5.5.24 de dicha norma.

	1. Incorporar en el modelo de deterioro los criterios que permitan determinar si hay un incremento significativo del riesgo crediticio, y por ende el cálculo del deterioro, se deba realizar sobre el plazo que le queda al instrumento por vencer.

	1. El Perfil de Riesgo del Fondo se determinó en función de los riesgos financieros, excluyendo los riesgos no financieros.
	1. Valorar la modificación del Perfil de Riesgo para que incorpore la valoración de los riesgos no financieros; además, considerar los riesgos propios de cada modelo: costo amortizado y valor razonable con cambios en otro resultado integral. 

	1. En Perfil de Riesgo del Fondo se establecen tres estrategias básicas de inversión (sección 5.1) y posteriormente cuatro perfiles (sección 5.2). 

Además, no quedan claros los rangos de asignación de activos para cada estrategia básica. Por ejemplo, se intuye que la estrategia conservadora va desde 70%-80% en deuda gubernamental, la moderada de 50%-60% y la agresiva de 40%-50%, por lo que no queda clara a cuál estrategia pertenecería una asignación de activos entre 60,1%-69,9% en deuda gubernamental.
	1. Hacer una correspondencia uno a uno (unívoca) entre las estrategias básicas y los perfiles de riesgo. Además, establecer los rangos en la asignación de activos de forma que se eviten discontinuidades.



Es importante señalar, que el Reglamento de Información Financiera regula la aplicación de las Normas de Información Financiera y sus interpretaciones; por lo tanto, es de adopción obligatoria la NIIF 9 en todos sus extremos.

Por lo anterior, se le solicita remitir en un plazo de 20 días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, la documentación ajustada a lo que dicta la Norma.

(…)”
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Se acordó: Tener por rendido el oficio Nº SP-356-2020 suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director División Supervisión de Regímenes Colectivos y trasladarlo al Comité de Riesgos para que se valore si aplica las observaciones de la Superintendencia de Pensiones y en caso de aplicar, se ajusten los documentos correspondientes, dentro del plazo establecido. Se declara acuerdo firme.”
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En relación con lo anterior, el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Riesgos del Departamento Financiero Contable, en oficio N° 188-FC-2020 de 30 de abril de 2020, indicó:
	
[bookmark: _Hlk39060037]“En atención al oficio N° SP-356-2020, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la SUPEN, donde emiten algunas recomendaciones con respecto al modelo de deterioro, la Declaratoria del Apetito por Riesgos y del Perfil de Riesgos, fueron atendidas por el Proceso de Riesgos y aprobadas por el Comité de Riesgos en la sesión ordinaria N°78 del 28 de abril del 2020.

 Dado lo anterior se procede a informar lo siguiente:

	Aspecto observado
	Recomendación
	Respuesta

	1. La Declaración del Apetito por Riesgo hace referencia a la Metodología General de Riesgos para el cálculo de los indicadores de riesgos no financieros; sin embargo, no los incluye, solo incorpora el cálculo de los indicadores para los riesgos financieros.
	1. Se recomienda determinar todos los posibles eventos de riesgos no financieros que podrían dar lugar a riesgos inherentes, realizar la valoración respectiva de sus mitigantes y determinar el riesgo residual con el posible impacto para el Fondo.

	En la Declaración del Apetito por Riesgo, específicamente en los incisos b) y c) del punto 5, se indican los riesgos no financieros y los riesgos especiales para el sector de pensiones que se reconocen para este efecto, por tanto, son aquellos que podrían dar lugar a riesgos inherentes. Para la evaluación de los controles y medidas de mitigación, así como para la determinación del riesgo residual y su impacto para el Fondo se utiliza la metodología general.
Para responder a este punto, se incluye la siguiente aclaración en el punto 5 del documento, después de la descripción de los riesgos reconocidos:
“Para todos los riesgos reconocidos, financieros, no financieros y riesgos especiales para el sector de pensiones, según el detalle anterior, se identificarán los posibles eventos que podrían dar lugar a riesgos inherentes, se realizará la evaluación de los controles y medidas de mitigación y se determinará el riesgo residual y su posible impacto para el Fondo, utilizando la correspondiente metodología, según el tipo de riesgo de que se trate (financiero o no financiero).” 

Además, se introduce un nuevo texto para la sección 6.2 del documento denominada “6.2 Criterio para riesgos no financieros y riesgos especiales del sector pensiones utilizando la metodología general de valoración de riesgos”.


	1. La Declaración del Apetito por Riesgo, no incorpora los riesgos asociados a cada modelo: costo amortizado y valor razonable con cambios en otro resultado integral, ni los indicadores y sus límites.
	1. Evaluar los posibles eventos de riesgos asociados a cada uno de los modelos; además, establecer los indicadores y los límites para que sean incorporados en la Declaratoria del apetito por riesgo.

	Se introduce una nueva sección al documento Declaración del Apetito por Riesgo denominada “6.5 Riesgos asociados a cada modelo: costo amortizado y valor razonable.” 

	1. El capítulo 7 Deterioro de un Portafolio de la Declaración del Apetito por Riesgo, indica que no se considera para efectos del cálculo del deterioro, la porción del portafolio que se encuentra clasificada en el modelo de costo amortizado. Lo indicado contradice la Norma Internacional de Información Financiera 9, párrafo 5.5.1 (La entidad reconocerá una corrección de valor por pérdidas crediticias esperadas de los activos financieros que se valoren de acuerdo con los párrafos 4.1.2 (Un activo financiero deberá valorarse al coste amortizado) o 4.1.2A (Un activo financiero deberá valorarse al valor razonable con cambios en otro resultado global).

	1. Para efectos del cálculo del deterioro del portafolio de inversiones, incorporar la porción clasificada en el modelo de costo amortizado, conforme lo establecido por la NIIF 9.

	Como oportunidad de mejora. Se modificó el capítulo 7 Deterioro de un Portafolio de la Declaración del Apetito por Riesgo

Se incluyó: 

“Destaca que, la actual metodología considera la porción del portafolio clasificada como costo amortizado y valor razonable con cambios en otro resultado”.

Se eliminó en los criterios de calificación lo siguiente:

“No se considera la porción del portafolio clasificada como Costo Amortizado”.

Es importante mencionar que, la metodología del cálculo del deterioro ya considera la porción del portafolio clasificada como costo amortizado. 

	1. El modelo de deterioro diseñado por el
FPJ, consiste en determinar un ponderador de riesgo a partir de variables financieras, el cual se multiplica por la sumatoria del valor de mercado de todos los instrumentos emitidos por un mismo emisor, sin embargo, dicho modelo es muy global y no se ajusta a lo establecido por la NIIF 9, específicamente en el párrafo B5.5.5
“A los efectos de determinar los aumentos significativos del riesgo de crédito y reconocer una corrección de valor por pérdidas de forma colectiva, la entidad puede agrupar los instrumentos financieros basándose en las características del riesgo de crédito compartidas, con objeto de facilitar un análisis que permita la identificación oportuna de los aumentos significativos del riesgo de crédito. La entidad no debería oscurecer esta información agrupando instrumentos financieros con características de riesgo diferentes. Son ejemplos de características del riesgo de crédito compartidas, sin que la enumeración sea exhaustiva, los siguientes:
(a) el mismo tipo de instrumento;
(b) las mismas calificaciones del riesgo de crédito;
(c) la misma fecha de compra;
(d) el mismo plazo restante hasta el vencimiento;
(d) el mismo sector y emisor…”

	1. Revisar el modelo de deterioro, con la finalidad de que se apegue a lo establecido en la NIIF 9.
	Actualmente se está revisando por parte del Proceso de Riesgos el modelo de deterioro para que se apegue de forma total a lo establecido en la NIIF 9. De ahí que, en la Sesión Ordinaria N°.77 celebrada por el Comité de Riesgos se acordó:
“Los miembros del Comité de Riesgos sugieren a la Junta Administradora pedir una ampliación de treinta días más, para atender los puntos de la SP-356-2020”. 
De hecho, se están valorando dos alternativas:

1. Adquirir por medio de la empresa Valmer un reporte con el cálculo del deterioro de forma mensual.
2. Ajustar la metodología actual.

Es importante indicar que, definida la metodología, se estará actualizando en el documento de Declaración del Apetito por Riesgo.

	1. El modelo de deterioro diseñado por el
FPJ, no establece criterios sobre el incremento significativo del riesgo para calcular el deterioro, en función de los flujos de efectivo correspondientes al plazo del vencimiento del instrumento, según los criterios del bucket2/3, y dejar de calcular el deterioro en función de 12 meses, según el bucket1, establecido por la NIIF 9.
Se recomienda valorar los criterios establecidos en los párrafos B5.5.15 al B5.5.24 de dicha norma.

	1. Incorporar en el modelo de deterioro los criterios que permitan determinar si hay un incremento significativo del riesgo crediticio, y por ende el cálculo del deterioro, se deba realizar sobre el plazo que le queda al instrumento por vencer.
	Como se mencionó en el punto anterior, actualmente se está revisando por parte del Proceso de Riesgos el modelo de deterioro.

Se establecerán criterios sobre el incremento significativo del riesgo para calcular el deterioro.

	1. El Perfil de Riesgo del Fondo se determinó en función de los riesgos financieros, excluyendo los riesgos no financieros.
	1. Valorar la modificación del Perfil de Riesgo para que incorpore la valoración de los riesgos no financieros; además, considerar los riesgos propios de cada modelo: costo amortizado y valor razonable con cambios en otro resultado integral. 
	Se modifica la sección 6. Definición del Perfil de Riesgo del FJPPJ, para introducir diferencia el perfil de riesgos para los riesgos financieros y los riesgos no financieros.  Además se incluyó una sección que incorpora el Perfil de riesgo asociados a cada modelo: costo amortizado y valor razonable.

	1. En Perfil de Riesgo del Fondo se establecen tres estrategias básicas de inversión (sección 5.1) y posteriormente cuatro perfiles (sección 5.2). 

Además, no quedan claros los rangos de asignación de activos para cada estrategia básica. Por ejemplo, se intuye que la estrategia conservadora va desde 70%-80% en deuda gubernamental, la moderada de 50%-60% y la agresiva de 40%-50%, por lo que no queda clara a cuál estrategia pertenecería una asignación de activos entre 60,1%-69,9% en deuda gubernamental.
	1. Hacer una correspondencia uno a uno (unívoca) entre las estrategias básicas y los perfiles de riesgo. Además, establecer los rangos en la asignación de activos de forma que se eviten discontinuidades.
	Se modificó la sección 6. Definición del Perfil de Riesgo del FJPPJ. Se introducen las siguientes dos aclaraciones:

“Se aclara que el perfil de riesgo moderado para el FJPPJ es tanto para riesgos financieros, como para los riesgos no financieros y riesgos especiales del sector de pensiones.”

“Por definición el portafolio moderado puede contar con un componente mayoritariamente moderado-conservador (mínimo de un 55%) y puede admitir un componente agresivo considerable, hasta un máximo 45%.” 

En el párrafo introductorio del punto 5.1 Estrategias de inversión (asignación de activos), se incluye la siguiente aclaración: 
“Estas estrategias se incluyen con carácter ilustrativo, pues de estas cuatro estrategias, se escoge la que corresponde a la definición del perfil de riesgos para el FJPPJ, que se especifica más adelante en la sección 6. Definición del Perfil de Riesgo del FJPPJ.”
Al final del punto 5.2. Resumen de perfiles, se incluye la siguiente nota aclaratoria:
“De estos cuatro perfiles se escoge uno para definir el Perfil de Riesgo del FJPPJ, de acuerdo con la siguiente sección.” 

[bookmark: _Hlk38627060]En el párrafo introductorio del punto 6, se agrega la siguiente oración: “se escoge uno de los perfiles descritos para el FJPPJ y se asocia con una de las estrategias básicas detalladas en la sección 5.1.”

Al final del punto 5.2 se incluyó un cuadro de Correspondencia entre las estrategias básicas y los perfiles de riesgo, que contiene: perfil de riesgo, estrategia y rango de asignación de activo.

Dentro de la sección 6. Definición del Perfil de Riesgo del FJPPJ se incluyó la siguiente nota: “De acuerdo con la definición de perfil de riesgo moderado para el FJPPJ, el siguiente cuadro muestra la correspondencia entre dicho perfil, la estrategia moderada y el rango de asignación de activos para el mismo.”



Conforme a los argumentos externados anteriormente, los miembros del Comité de Riesgos recomiendan a la Junta Administradora lo siguiente:

1. Aprobar los documentos actualizados de la Declaratoria del Apetito por Riesgos y del Perfil de Riesgos.
2. Hacer de conocimiento a la Superintendencia de Pensiones la respuesta a los aspectos observados y los documentos del punto 1.
Es importante indicar que, solo lo referente a la metodología y aplicación del deterioro del portafolio queda pendiente, esto debido a que actualmente se está revisando por parte del Proceso de Riesgos y el Proceso de Inversiones, el modelo de deterioro para que se apegue de forma total a lo establecido en la NIIF9.” 
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Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 188-FC-2020, del Departamento Financiero Contable, con el que remiten propuesta de respuesta para el oficio N° SP-356-2020 de la Superintendencia de Pensiones. 2) Aprobar los ajustes en la Declaratoria del Apetito por Riesgos y del Perfil de Riesgos. 3) Remitir los documentos ajustados a la Superintendencia de Pensiones. 4) Hacer del conocimiento del Comité de Riesgos que esta Junta Administradora en sesión 13-2020 del 27 de abril de 2020, solicitó a la Superintendencia de Pensiones el plazo para lo referente a la metodología y aplicación del deterioro del portafolio. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173982]ARTÍCULO VII  

DOCUMENTO N° 182, 299, 309, 316-2020.
En sesión N° 8-2020 de 16 de marzo de 2020, artículo VI, se hizo de conocimiento del licenciado Eddie Alvarado Vargas, el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, que dice:
[bookmark: _Toc27058510]El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 109-2019 celebrada el 17 de diciembre del 2019, artículo XXVII, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En correo electrónico del 3 de diciembre de 2019, el licenciado Glen González Arguedas, Abogado, remitió la siguiente consulta:

“El licenciado EDDIE ALVARADO VARGAS, CÉDULA 1-0669-0364, ES PENSIONADO DEL PODER JUDICIAL POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE.

PUEDE EL SEÑOR ALVARADO VARGAS, LITIGAR, COMO LO HIZO EN EL EXPEDIENTE 07-200251-0413-PE.

Que consecuencias existen de que un servidor judicial o ex servidor, litigue estando pensionado por enfermedad o por años de servicios o renuncie es nombrado como juez al mismo tiene que tiene compromisos privados, cuando no ha transcurrido el tiempo de un año.”
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A esos efectos el señor González Arguedas, adjunta el oficio número 5532-AP-2019, del 27 de noviembre de 2019, mediante el cual el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo 4 interino de Subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, informa que el señor Eddie Alvarado Vargas, laboró para este Poder desde 16 de noviembre de 1987 hasta el día 11 de mayo de 2004 y su condición es de Jubilado por motivo de incapacidad absoluta y permanente.
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Procede la máster Álvarez Acosta, Directora Ejecutiva interina a dar un breve resumen de la gestión, asimismo señala que: “Si la persona esta jubilada por incapacidad absoluta y permanente según la normativa no puede litigar, por lo que me parece que es delicado y debe hacerse una investigación, ya que si bien no aparece registrado en la Caja Costarricense del Seguro Social, el señor Glen González Arguedas, está alertando que labora y fue jubilado por incapacidad absoluta y permanente”.

Expresa el Integrante Montero Zúñiga: “En estos casos hemos hecho una distinción entre las personas que tienen incapacidad absoluta y permanente y que no pueden estar trabajando, reportándose en planilla como empleado trabajador y los que hacen un ejercicio liberal de su profesión. 

Me parece que a los que hacen ejercicio liberal de su profesión se les ha autorizado a eso, diferente es a los que aparecen en planilla trabajando para alguna empresa, porque las personas que se jubilan por incapacidad absoluta y permanente; en general tienen prohibición para trabajar, en el Consejo se ha interpretado que las personas y sobre todo los abogados y las abogadas se les ha entendido que pueden litigar y ejercer de forma liberal su profesión, es el caso que nos plantean aquí, siempre he tenido mis dudas si esa interpretación es amplia y si es la mejor, pero por lo menos en casos similares los hemos autorizado a ejercer liberalmente”.

Dice la Vicepresidenta, magistrada Solano: “Tenemos que valorar el caso concreto, considero que en este tendrían que estar involucradas la Dirección de Gestión Humana como la Dirección Jurídica, en principio la Dirección de Gestión Humana para que señale las condiciones en que el señor Alvarado Vargas se jubiló y cuáles fueron las condiciones en las que se le otorgó su jubilación, para que se pueda analizar el caso.”

Interviene el Integrante Montero Zúñiga: “Hay una certificación de la Dirección de Gestión Humana que indica que el señor se jubiló el 11 de mayo de 2004 y su condición es de jubilado por incapacidad absoluta y permanente, bajo esa línea el tiene prohibición para trabajar”.

Añade la Vicepresidenta, magistrada Solano: “Tendríamos que ver si se le hizo alguna excepción, en cuanto a los acuerdos del Consejo Superior, porque pudiera ser que tuviera algún tipo de incapacidad de alguna naturaleza y dependiendo del tipo de incapacidad que presentara y que motivó su jubilación por motivos de salud, si hubieran restricciones o sino en ese caso elevarlo a la Dirección Jurídica para que haga el estudio del caso concreto, esa sería la alternativa, de cara a la forma en la que se otorgó el derecho se tiene alguna limitación para trabajar y ¿en qué? ”.

Previamente a resolver la gestión presentada por el licenciado Glen González Arguedas, Abogado, se acordó: 1.) Trasladar para estudio e informe de la Dirección Jurídica, para que analice si el señor Eddie Alvarado Vargas, jubilado judicial posee prohibición para litigar, en razón que el mismo fue separado por incapacidad absoluta y permanente, conforme a los motivos que originaron que se le otorgara dicho derecho. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Alvarado Vargas.
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La máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica interina y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, en oficio N° DJ-C-93-2020 del 05 de marzo de 2020, informaron lo siguiente:

“En atención al oficio N°881-2020 del 28 de enero del 2020 de esa Secretaría, mediante el cual comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N°109-2019 del 17 de diciembre del año 2019, artículo XXVII, en que se dispuso trasladar para estudio e informe de la Dirección Jurídica, para que analice si el Lic. Eddie Alvarado Vargas, quien es jubilado judicial, posee prohibición para litigar, por cuanto el mismo fue separado por incapacidad absoluta y permanente conforme a los motivos que originaron que se le otorgara ese derecho.

Al respecto, esta unidad asesora se permite manifestar lo siguiente:

I.- Antecedentes:

A través del Dictamen Médico Legal DML-726-2004 del 5 de mayo del 2004 confeccionado por el Consejo Médico Forense, Sección A del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial, el Consejo Médico Forense considera que el funcionario judicial Eddie Alvarado Vargas, quien en ese momento era Fiscal del Poder Judicial, no se encuentra en condiciones físicas y mentales para continuar realizando sus funciones en la institución y por ende, concluye que:

“…SI está incapacitado absoluta y permanentemente para sus labores habituales dentro del Poder Judicial”.

En virtud de lo anterior, mediante el acuerdo tomado en la sesión Nº33-04 del 11 de mayo del año 2004, artículo XXIII, el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso:

“1) Separar al licenciado Eddy (sic) Alvarado Vargas, de su cargo por incapacidad absoluta y permanente para sus labores habituales dentro del Poder Judicial, a partir del 12 de mayo en curso, con derecho al pago de los extremos legales que le corresponda”.

Ese mismo día, es decir, el 11 de mayo del año 2004, el Lic. Alvarado Vargas presenta una aclaración y adición del dictamen del Consejo Médico Forense y solicita que:

“…determinen si la incapacidad absoluta y permanente diagnosticada en mi persona, cubre a cualquier otra ocupación o empleo diversa a la del Poder Judicial, esto, a fin de determinar los alcances exactos del daño en mi salud y al tratarse de una resolución propia de un ente médico, a fin de tener claro el punto y en el ámbito de mi empleabilidad labora futura” (…) Sólo para esos efectos solicito la aclaración y adición indicada. En lo demás no objeto en nada el dictamen externado por el Consejo Médico Forense”.

Una vez realizada esa petición, el Consejo Superior del Poder Judicial contesta su gestión y a través del acuerdo tomado en la sesión Nº35-04 celebrada el 18 de mayo del año 2004, artículo LXIV, dispuso:

“Comunicar al licenciado Alvarado Vargas, que los dictámenes que en este caso y situaciones similares se emitan, lo son para uso interno de este Poder de la República, conforme al artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece que "el funcionario o empleado que se imposibilitare de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, siempre que hubiera laborado para el Estado por cinco años o más, será también separado de su puesto con una jubilación permanente que se calculará de acuerdo con los años de servicio, en la forma dispuesta en el artículo 226”. Dicha incapacidad o imposibilidad permanente de forma alguna es vinculante para otros entes estatales, como el Instituto Nacional de Seguros o el Banco Popular y de Desarrollo Comunal. (…)”

Ahora bien, a través del Oficio Nº 5532-AP-2019 del 27 de noviembre del 2019, el Subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, deja constancia que el Lic. Alvarado Vargas:

“…laboró para este Poder desde 16 de noviembre de 1987 hasta el día 11 de mayo de 2004. Su condición es Jubilado por motivo de incapacidad absoluta y permanente”.
Mediante el correo electrónico enviado el 3 de diciembre del 2019, el Lic. Glen González Arguedas remitió la siguiente consulta:

“El licenciado EDDIE ALVARADO VARGAS, CÉDULA 1-0669-0364, ES PENSIONADO DEL PODER JUDICIAL POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE.

PUEDE EL SEÑOR ALVARADO VARGAS, LITIGAR, COMO LO HIZO EN EL EXPEDIENTE 07-200251-0413-PE.

Que consecuencias existen de que un servidor judicial o ex servidor, litigue estando pensionado por enfermedad o por años de servicios o renuncie  es nombrado como juez al mismo tiene que tiene compromisos privados, cuando no ha transcurrido el tiempo de un año.”

En virtud de lo anterior, en la sesión Nº109-19 del 17 de diciembre del 2019, artículo XXVII, el Consejo Superior del Poder Judicial analizó la petición del Lic. González Arguedas y dispuso:

“Trasladar para estudio e informe de la Dirección Jurídica, para que analice si el señor Eddie Alvarado Vargas, jubilado judicial posee prohibición para litigar, en razón que el mismo fue separado por incapacidad absoluta y permanente, conforme a los motivos que originaron que se le otorgara dicho derecho”.

Asimismo, en nota de 31 de enero del 2020, el licenciado Alvarado Vargas, manifestó que el órgano encargado de autorizar quién puede litigar en el país es el Colegio de Abogados y que de considerarse que fue un error haberlo jubilado, deberán anular el acto y restituirlo al puesto de trabajo en el Poder Judicial.

A través del escrito presentado ante la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia el 3 de febrero del 2020, el Lic. Alvarado Vargas hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión Nº109-19 y solicita:

“…archivar la queja o denuncia presentada y se respete mi derecho a jubilación y mi licencia en forma privada al no laborar en el ámbito interno judicial”.

A través del oficio Nº 1107-2020 del 4 de febrero del 2020, la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia remite a esta Dirección la documentación relacionada con este caso; en virtud de lo anterior, esta Dirección rinde el presente análisis jurídico de la consulta formulada por el Consejo Superior en el acuerdo tomado en la sesión Nº109-19 del 17 de diciembre del año 2019.

Finalmente, mediante el oficio presentado el 19 de febrero del 2020, el Lic. Alvarado Vargas hace referencia al oficio N°115-2020 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, destaca varios casos de jubilados, considera que existen dos regímenes totalmente diferentes de pensiones (de la Caja Costarricense de Seguro Social y del Poder Judicial), resalta las disposiciones de los artículos 404 y 405 del Código de Trabajo y concluye que la Ley Orgánica del Poder Judicial es la norma que regula sus funcionarios y: “…nunca perderá su facultad y potestad de jubilar por invalidez total permanente sin necesidad de algún grado específico de incapacidad que no sea la situación de IMPOSIBILIDAD DE LABORAR EN EL PODER JUDICIAL”. 

II.- Análisis:

Primeramente, debe señalarse que el Consejo Superior hasta el 26 de enero del 2020 atendió las actividades sustantivas de las gestiones propias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a partir del 27 de enero del 2020 inició funciones la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta Administradora).  Dicha Junta Administradora se encarga de administrar los aportes de las personas servidoras activas, jubiladas y pensionadas, así como el aporte patronal y estatal y atender todas las gestiones propias del Fondo.

Dentro del Título de los derechos y garantías sociales en nuestra Constitución Política, se ubica el artículo 50, el cual en su primer párrafo establece que:

“El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza.”

Asimismo, el artículo 56 de esta señala que:

“El trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad. El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su trabajo a la condición de simple mercancía. El estado garantiza el derecho de libre elección de trabajo.”

Dentro de este mismo Título se encuentra el artículo 73, el cual expresamente indica lo siguiente en su primer párrafo:

“Se establecen los seguros sociales en beneficio de los trabajadores manuales e intelectuales, regulados por el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine.”

Y además, el artículo final del Título en mención de nuestra Carta Magna, es decir, el numeral 74 indica que:

“Los derechos y beneficios a que este Capítulo se refiere son irrenunciables. Su enumeración no excluye otros que se deriven del principio cristiano de justicia social y que indique la ley; serán aplicables por igual a todos los factores concurrentes al proceso de producción, y reglamentados en una legislación social y de trabajo, a fin de procurar una política permanente de solidaridad nacional.”

Ahora bien, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece en su artículo 11, el derecho a la preservación de la salud y al bienestar, el cual se materializa en el hecho que:

“Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada par medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentaci6n, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, correspondientes, al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad.”

Asimismo, en su artículo 16 plasma el derecho a la seguridad social, que se traduce en el hecho que:

“Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupaci6n, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medias de subsistencia.”

Por su parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos establece en su artículo 22 que:

“Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.”

Y en el numeral 25 señala en su párrafo primero que:

“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.”

Ahora bien, basándose en los artículos constitucionales antes transcritos, así como en los tratados internacionales aplicables ratificados por nuestro país, a través del Voto Nº01147-90 emitido a las dieciséis horas del veintiuno de setiembre del año mil novecientos noventa, la Sala Constitucional declara que:
“…sí existe un derecho constitucional y fundamental a la jubilación, a favor de todo trabajador, en general; derecho que, como tal, pertenece y debe ser reconocido a todo ser humano, en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna”.

Asimismo, a través del Voto Nº13685-06 emitido a las diecisiete horas catorce minutos del trece de setiembre del año dos mil seis, la misma Sala conceptualizó la jubilación como:

“…aquella prestación económica que se deriva del régimen de seguridad social; se trata de una obligación de naturaleza social a cargo del Estado.”
E indicó en esa misma resolución, que:

“…el derecho a la pensión o jubilación, constituye un derecho público subjetivo que debe ser concedido por el Estado eficiente y oportunamente. Se trata de un derecho que se adquiere desde que se ingresa al régimen jubilatorio, cuando la persona cumple los requisitos establecidos en la Ley correspondiente. La Sala ha indicado que no es necesario haber reclamado el derecho ni mucho menos declarado el reconocimiento o comenzado a percibir el beneficio.”

Ahora bien, teniendo en cuenta que el Lic. Alvarado Vargas se jubiló en mayo del año 2004, la norma aplicable para el caso analizado en el presente criterio es el artículo 228 de la Ley N°7333, Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que indica expresamente lo siguiente:

“El funcionario o empleado que se imposibilitare de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, siempre que hubiera laborado para el Estado por cinco años o más, será también separado de su puesto con una jubilación permanente, que se calculará de acuerdo con los años de servicio, en la forma dispuesta en el artículo 226”.

Aunado a lo anterior, el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 7333, establece que:

“Al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta.

También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación”.

Por su parte, el Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones en su artículo 2 define la jubilación como:

“…el derecho del servidor judicial de percibir una asignación por vejez, por imposibilidad permanente para el desempeño de su cargo o empleo o para mejor servicio”.

Y además, indica en su artículo 21 que:

“El derecho a la jubilación es facultativo, salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo o separación para mejor servicio, una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser acogido por el Consejo Superior y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como servidor activo.”

Sobre el particular, en el Voto Nº00821-2004 emitido por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia a las diez horas quince minutos del veintinueve de setiembre del año dos mil cuatro, se conceptualiza la incapacidad temporal y la permanente de la siguiente forma:

“El artículo 223 del Código de Trabajo, reformado por el artículo 1º de la Ley Sobre Riesgos del Trabajo Nº 6727 de 9 de marzo de 1982, hace una clasificación de los efectos en la salud de los trabajadores con ocasión de un riesgo de trabajo. Primero divide entre incapacidades temporales y permanentes. Luego las permanentes las subdivide en: menor permanente, parcial permanente, total permanente, gran invalidez y, finalmente, señala como el efecto más grave la muerte del trabajador.  Ahora bien, la incapacidad temporal se produce en el caso de la enfermedad profesional, desde que la dolencia hace que la persona pierda las facultades o aptitudes que le imposibilitan desempeñar el trabajo normalmente, y durante todo el tiempo que ello ocurra. Mientras que, por incapacidad permanente se entenderá aquella que causa disminución de facultades o aptitudes para el trabajo, que consiste en una pérdida de capacidad general, orgánica o funcional, que limita el desempeño en el trabajo o lo impide totalmente, caso de gran invalidez o la muerte (artículo 223 del Código de Trabajo). En similar sentido se ha pronunciado la doctrina española, cuando dice que la incapacidad permanente puede ocurrir como consecuencia de las lesiones que, clínicamente curadas o no, “le dejen «reducciones anatómicas o funcionales graves, susceptibles de determinación objetiva y previsiblemente definitivas» en virtud de las cuales quede disminuida o anulada su capacidad para el trabajo (Ley de Seguridad Social española –LSS–, art.134.3); «la nota de permanente (...) es esencial para la clasificación de la incapacidad como tal»...” (ALONSO OLEA, M. y TORTUERO PLAZA, J.L. Op.cit., p.95). Del tal suerte que el numeral 223 citado, indica que la Incapacidad menor permanente, es la que causa una disminución de facultades o aptitudes para el trabajo, consistente en una pérdida de capacidad general, orgánica o funcional, que va del 0.5% al 50%, inclusive; la Incapacidad parcial permanente, es la que causa una disminución de facultades o aptitudes para el trabajo, consistentes en una pérdida de capacidad general, orgánica o funcional, igual o mayor al 50% pero inferior al 67%; la Incapacidad total permanente, es la que causa una disminución de facultades o aptitudes para el trabajo, consistente en una pérdida de capacidad general, orgánica o funcional, igual o superior al 67%; y la Gran invalidez ocurre cuando el trabajador ha quedado con incapacidad total permanente y además requiere de la asistencia de otra persona, para realizar los actos esenciales de la vida:  Caminar, vestirse y comer.” Lo subrayado es del original.

Una vez consignado el fundamento constitucional y legal del régimen de la jubilación en nuestro país, esta Dirección estima que se debe hacer referencia expresa a los argumentos más importantes del Lic. Alvarado Vargas a través de los múltiples escritos presentados:

En primer lugar, es totalmente irrelevante analizar si el régimen de jubilaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social y sus porcentajes de incapacidad, puede asimilarse, homologarse o aplicarse al régimen del Poder Judicial, ya que en este caso concreto no se está cuestionando el porcentaje de incapacidad del Lic. Alvarado Vargas ni tampoco se está discutiendo si se da la pérdida del 65% o más de la capacidad orgánica del trabajador, ya que el dictamen del Consejo Médico Forense es muy claro al indicar que la incapacidad del funcionario es absoluta y permanente, es decir, es del 100% y para siempre y, por ende, no acepta ninguna excepción, ningún atenuante o disminución del porcentaje ni tampoco se trata de un trastorno temporal que puede desaparecer, cesar o disminuir en el tiempo, de ahí que el dictamen médico es muy claro y no admite ninguna discusión al respecto; en todo caso, dentro de las recomendaciones finales se sugiere una nueva valoración médica acerca de la evolución de la enfermedad del Lic. Alvarado Vargas para determinar si este sigue en estado de incapacidad permanente y absoluta, o si su salud ha mejorado, y ya no tiene esa condición y a partir de este resultado, la Junta Administradora, podrá determinar la suspensión o mantenimiento del beneficio a favor del jubilado.

En segundo lugar, debe quedar muy claro que el objeto de la consulta realizada a esta Dirección así como al Consejo Superior por parte del Lic. Glen González Arguedas en relación con el Lic. Alvarado Vargas, no implica la impugnación del dictamen médico del Consejo Médico Forense ni tampoco versa sobre la discusión o fijación del porcentaje de incapacidad del funcionario, ya que este dictamen tuvo que ser impugnado en su momento oportuno y por el contrario, la consulta se centra en definir si el goce de los beneficios de la jubilación pueden seguir siendo recibidos por el Lic. Alvarado Vargas o si por el contrario, la citada Junta Administradora acuerda su suspensión, de conformidad con sus potestades discrecionales.

En tercer lugar, el Lic. Alvarado Vargas afirma que: “La ciencia médica en mi caso nunca me ha invalidado a trabajar que no sea en el Poder Judicial”, sin embargo, más adelante se verá que el supuesto del caso concreto no se enmarca dentro del párrafo primero del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es decir, del trabajo remunerado de un jubilado judicial en otra institución pública que implica la suspensión automática del beneficio de la jubilación, sino que se enmarca dentro del supuesto del párrafo segundo de la norma en mención y por ende, la instancia competente debe analizar el caso concreto y, mediante sus potestades discrecionales y una serie de parámetros objetivos, determinar si el beneficio se mantiene o si por el contrario, debe ser suspendido.

En cuarto lugar, el Lic. Alvarado Vargas indica que el Poder Judicial, mediante la respuesta a la aclaración y adición formulada, le dio licencia para litigar al indicarle que la incapacidad ubicada sólo vinculaba a lo interno de la institución; sobre el particular, vale la pena aclarar que la jubilación del Lic. Alvarado Vargas fue acordada por el Consejo Superior en mayo del año 2004 y por ende, las disposiciones relativas a la materia hacen referencia a la Ley N°7333, de ahí que el “permiso para laborar” en los términos establecidos en el párrafo tercero del actual artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial no se aplica al caso concreto y más bien, se deben aplicar las disposiciones de la Ley vigente al momento de la jubilación del funcionario, es decir, el artículo 234 de la Ley en mención, los cuales se analizarán posteriormente.

En quinto lugar y luego de analizar la información que consta en el expediente, esta Dirección estima que no existe ningún error en la información dada por el Consejo Médico Forense, por la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia o por el Colegio de Abogados de Costa Rica, ya que ninguna de las tres instancias tiene la competencia para autorizar al Lic. Alvarado Vargas a litigar estando jubilado; además, si la Junta Administradora (luego de cumplir con las disposiciones del debido proceso) determina que el beneficio de la jubilación debe ser suspendido, el Poder Judicial no tiene el deber de reinstalar al funcionario jubilado que laboró sin permiso y mucho menos tiene la obligación de plantear un proceso de lesividad, ya que no existen derechos adquiridos y tampoco existe ningún acto administrativo que deba ser anulado; además, el Lic. Alvarado Vargas indica que la separación no fue pedida por su persona sino que fue impuesta y si eventualmente ese acto es declarado nulo, debe ser restituido inmediatamente en su puesto en propiedad, con derecho a todo pago de diferencias salariales desde el primer canon de pensión hasta la fecha más sus respectivos intereses; sin embargo, esta Dirección estima que esas gestiones son totalmente improcedentes, ya que la Junta Administradora tiene la potestad de analizar la situación fáctica y jurídica del jubilado y, a tenor de lo establecido en el párrafo segundo del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (vigente al momento de su jubilación, es decir, la Ley Nº7333), acordar la suspensión del beneficio o bien, su conservación, según los parámetros de valoración y los límites de sus potestades discrecionales.

Finalmente, en sexto lugar, aunque el Lic. Alvarado Vargas hace referencia a otras personas funcionarias jubiladas, lo cierto es que la Junta Administradora tiene la obligación de analizar cada supuesto fáctico de forma independiente y de esa forma, tomar la decisión final de conformidad con la normativa vigente, de ahí que se toma nota de las referencias aportadas, sin embargo, dependerá de la Administración el mantenimiento del beneficio o su supresión, según las reglas que se consignarán más adelante.

Una vez analizados los argumentos más importantes del Lic. Alvarado Vargas, esta Dirección considera que es muy importante analizar la situación a tenor de lo establecido en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial transcrito previamente; si se analiza la norma, su primer párrafo indica expresamente que el goce del beneficio se le suspenderá al jubilado, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado y sus instituciones, sin embargo, de la información que consta en el expediente no se aprecia que luego de la jubilación, el Lic. Alvarado Vargas haya laborado o esté laborando actualmente en alguna institución pública y que por ende, haya percibido o esté percibiendo remuneración alguna, de ahí que esta primera disposición no puede ser aplicada al caso concreto; dicho en otras palabras, el primer párrafo del artículo en mención es una norma que obliga al Poder Judicial, a suspender el goce del beneficio si se logra determinar que el jubilado, aparte de este beneficio en mención, está percibiendo otro sueldo de alguna institución pública, de ahí que el margen de discrecionalidad de la Administración se suprime porque la norma impone una obligación y un deber al Poder Judicial, no una facultad.

Ahora bien, siguiendo con el análisis del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, su párrafo segundo establece que el goce del beneficio del jubilado se podrá suspender, según las circunstancias, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación; tal y como se puede apreciar, en este segundo supuesto la suspensión del beneficio no es obligatoria para el Poder Judicial sino que es facultativa y para ello, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá analizar el caso concreto del Lic. Alvarado Vargas, analizar las circunstancias del beneficio que este percibe y a través de sus potestades discrecionales, determinar en última instancia si el goce de este puede mantenerse a pesar de que el jubilado se encuentre litigando o bien, el mismo debe ser suspendido.

En virtud de que la situación del Lic. Alvarado Vargas se ubica dentro del supuesto establecido en el párrafo segundo del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (al no estar laborando en el sector público luego de su jubilación), entonces le corresponde al órgano competente (a partir del 27 de enero del 2020 es la Junta Administradora) determinar si la persona puede seguir percibiendo el beneficio de su jubilación a pesar de estar litigando o si por el contrario, ese beneficio debe ser suspendido.  Para resolver el caso en cuestión, es importante destacar el Oficio Nº DJ-AJ-4872-2017 confeccionado el 5 de diciembre del 2017 por esta Dirección, ya que en este se señalaron algunos aspectos relevantes que debe tomar en cuenta el órgano competente al momento de decidir si opta por suspender o mantener el beneficio de la jubilación al Lic. Alvarado Vargas; dentro de estos parámetros, se destacan los siguientes:

1) Vida digna: El primer parámetro a considerar es el derecho de todas las personas a vivir dignamente. A tenor de lo establecido en el artículo 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos:

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”.

Se resalta el hecho que las personas con algún tipo de enfermedad o incluso limitación física, tienen necesidades materiales, tales como medicamentos o terapias físicas, que lógicamente tienen un costo económico y en virtud de lo anterior, se destaca el artículo 28 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en el cual se reconoce:

“…el derecho de las personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por motivos de discapacidad. (…)”

Que a su vez se materializa en el derecho de las personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado y a la protección social, que por supuesto incluye el tema de los beneficios de jubilación; finalmente, a tenor de lo establecido en el artículo 33 de nuestra Constitución Política, las personas tienen derecho a ser tratadas sin discriminación y por ende, la decisión que se tome debe considerar el hecho que las personas disfruten del bienestar y de vivir en forma digna, como lo establece el artículo 50 de nuestra Carta Magna.

[bookmark: _ftnref1]2) Necesidades y gastos: También se sugiere tomar en consideración el índice de precios de los artículos de consumo para llevar una vida digna, que les permita el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes para con las personas que tengan a su cargo, tales como alimento, vivienda, transporte, pago de servicios públicos (luz, agua, teléfono y similares), acceso a la información y a los medios de comunicación, vestido,  medicinas, terapias, recreación, sostenimiento de personas a su cargo, entre otros y además, se destaca que este parámetro debe ser considerado especialmente en aquellas jubilaciones cuyo monto es bajo.

3) Nueva valoración médica: Se deja a criterio del órgano competente una nueva valoración médica del jubilado para analizar la evolución de su enfermedad, siempre y cuando se respeten sus derechos fundamentales, su dignidad y no sea sometido a tratos denigrantes o discriminatorios.

4) Límites de las potestades discrecionales de la Administración: Tal y como se explicó líneas atrás, si el Lic. Alvarado Vargas hubiera ejercido algún cargo remunerado en alguna institución pública con posterioridad a la jubilación ordenada por el Consejo Superior, debe aplicarse de inmediato la disposición”
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Mediante nota recibida en la Secretaría general el 12 de marzo de 2020, el licenciado Eddie Alvarado Vargas, remite ampliación a la audiencia conferida sesión 109-2019 artículo XXVII, asimismo, plantea incidente de nulidad absoluta parcial contra lo resuelto en el Consejo Superior en la citada sesión. 
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[bookmark: _Toc34062054]En sesión de Consejo Superior N° 18-2020 celebrada el 17 de diciembre del 2019, artículo XLII, se tomó nota de la comunicación de la licenciada Lucrecia Ruiz Rojas, secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 4-20 celebrada el 17 de febrero de 2020, artículo VI. Asimismo, se remitió a la Dirección Jurídica la nota presentada por el licenciado Eddie Alvarado Vargas, para que se incorporara en el criterio jurídico requerido en sesión N° 109-19 celebrada el 17 de diciembre de 2019, artículo XXVII. 

Se acordó: 1.) Tener por conocido el informe de la Dirección Jurídica. 2.) Indicar al licenciado Eddie Alvarado Vargas, jubilado judicial, que de conformidad con el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no podrá desempeñar ningún tipo de labor remunerativa, en razón de que su jubilación fue acordada por motivo de enfermedad.”
- 0 -
En relación con lo anterior, el licenciado Eddie Alvarado Vargas, abogado, en correo electrónico del 24 de abril de 2020, solicitó revocatoria con apelación subsidiaria contra la resolución de la Secretaria General de la Corte N°07-20 de las once horas nueve minutos del veinte de abril del dos mil veinte, en la cual se le indica que de conformidad con el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no podrá desempeñar ningún tipo de labor remunerativa, en razón de que su jubilación fue acordada por motivo de enfermedad.
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Posteriormente, en escrito de 26 de abril de 2020, el licenciado Alvarado Vargas, en su citada condición, expreso:
“Quien suscribe, el Lic. Eddie Alvarado Vargas presento, lo anterior contra dicho acuerdo, para que de manera sintética se entienda OTRA VIOLACIÓN DETECTADA.
Y A MANERA MUY CONCRETA SE EXPLICA ESTA VIOLACIÓN TOTAL AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD CONSTITUCIONAL: .
El acuerdo aquí impugnado se vale para su fundamento del dictamen jurídico del departamento de etilo del Poder Judicial, pero se aparta totalmente de este dado que desecha utilizar la norma que el Dictamen Jurídico aplico a mi caso concreto:    sea el numeral 234 de la L.O.P.J antes de su reforma en abril del 2018. 
La Junta no esta del todo equivocada al desechar este Dictamen en tanto esta norma 234 op cit, YA NO EXISTE.      Y tampoco lo puede utilizar porque este articulo sanciona a aquel que pase a desempeñar OTRO CARGO, cual no es mi caso, y por eso el Consejo Superior venia autorizando el ejercicio liberal de la profesión del jubilado por incapacidad.
Esta Junta decide separarse de este dictamen dejando sin contenido su resolución o acuerdo desde que el contenido no coincide con lo resuelto sea con el fin del acto.   Y decide aplicarme el numeral 233 de la L.O.P.J.  Sin embargo, esta norma rige a partir de Abril del 2018 y las condiciones de mi jubilación fueron dadas en Mayo del año 2004.      Cuando el articulo 233 L.O.P.J actual NO EXISTÍA.  
Pero hay algo aún más grave: que esta norma que no se me puede aplicar por inexistente al momento de mi jubilación contiene la sanción para aquel que estando declarado INVALIDO, deba requerir un permiso especial para trabajar y no lo haga.     Siendo que la Junta en su acuerdo aquí impugnado cree que se trata del supuesto de aquel que haya sido jubilado por ENFERMEDAD, y no por INVALIDEZ, con lo cual se aparta de lo dispuesto en el numeral 233, dado que el mismo es claro en regular la sanción al declarado INVALIDO.     Teniendo claro esto, resulta que en el año 2004 puede verse la normativa 227 L.O.P.J antiguo buscaba establecer solo la aptitud para el ejercicio del puesto.   La capacidad o no para ejercer el cargo, no la magnitud de la enfermedad ni grado alguno de invalidez.  EL CONSEJO MEDICO FORENSE pueden ver mi expediente y dictamen nunca se avoco a comprobar una INVALIDEZ, sino si estaba apto para el ejercicio del puesto.      Por ello mismo NO me asigna porcentaje alguno de incapacidad permanente porque NO FUE PREGUNTADO Y PORQUE NO LO PEDÍA LA LEY.
Esto es muy importante, porque no es sino hasta abril del año 2018 mismos numerales que el Poder Judicial si acude a la Comisión de Invalidez de la CCSS quien ahora si puede constatar una invalidez del funcionario.
Y la invalidez no es un termino en Costa Rica de diccionario es una situación de hecho y de derecho que exige un porcentaje concreto definido en la ley y por la misma Sala Constitucional.   Por lo que esta Junta al confundir invalidez con simple enfermedad se aparto de lo dispuesto en el artículo 233 que cito.
Véase sentencia aportada Contenciosa de Eugenia Alen Flores:   voto 75-2011-SVI de las diez horas cinco minutos del 25 de Marzo del 2011. Proceso ante el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEXTA.    “En este sentido el Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social en su artículo 10 define como incapacidad…. Y como invalido la persona hombre o mujer, que por alteración o debilitamiento de su estado físico o mental perdiera dos terceras partes o más de su capacidad de desempeño de su profesión, de su actividad habitual o en otra compatible con su capacidad residual.  Por su parte el Reglamento de Seguro de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social en su articulo 8 en lo que interesa señala como invalido al “asegurado que por alteración o debilitamiento de su estado físico o mental perdiera las dos terceras partes o más de su capacidad de desempeño de su profesión de su actividad habitual o en otra compatible con su capacidad residual y que por tal motivo no pudiera obtener una remuneración o ingreso suficiente. Como se desprende fácilmente estas disposiciones reglamentarias que se caracterizan por su especialidad en la materia devienen de la potestad de administrar el régimen de seguros que el numeral 73 Constitucional encomendó al régimen de la CCSS, en este sentido puede consultarse el voto No. 378-01 de las 14 horas con 37 minutos del 16 de Enero del 2001, de la Sala Constitucional delimitan los alcances del seguro de invalidez total y permanente a supuestos orgánicos físicos o   mentales que generaran la perdida de más de un sesenta por ciento de la capacidad de desempeño del asegurado en su profesión actividad habitual u otra compatible con su capacidad residual, según se presente en cada caso concreto ……”
Ver paginas 17 y 18 de dicho fallo.   
  Por lo visto en Costa Rica la constatación de una invalidez exige obligatoriamente determinar un porcentaje expreso de incapacidad, no es un asunto de mera interpretación ni antojadizo.   No es sino hasta luego de abril del año 2018 que la L.O.P.J permite ubicar la situación de invalidez en el funcionario judicial. Según la remisión que se hace a la Comisión Calificador de Invalidez de la CCSS a los funcionarios judiciales. Mas en la época en que se determinó mi jubilación como ya se ha indicado numerosas veces solo se constataba la incapacidad o idoneidad para el ejercicio del cargo. 
Esta a la vista que el numeral 233 op cit,   no me puede ser aplicado al nunca haber sido declarado INVALIDO.   Y porque es una norma que no existía al momento de mi jubilación.
Y esta claro que el numeral 234 tampoco me puede ser aplicado, no solo porque ya fue eliminado, sino porque regula la sanción para aquel que haya pasado A OTRO CARGO, que no es mi caso.

EL ACUERDO DE ESTA JUNTA POR ENDE ES ILEGAL. HA VIOLADO EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y SE HA BASADO EVIDENTEMENTE EN UN SUPUESTO FALSO DE INVALIDEZ QUE HA CITADO EN SU ACUERDO COMO “ENFERMEDAD” QUE ES OTRA COSA.

Debe agregarse que tampoco en mi caso se constató una enfermedad siendo que en la conclusión final DE MI DICTAMEN ANTE EL CONSEJO MEDICO FORENSE se indica:   que ha empezado a generar sintomatología neuro vegetativa y somática HA EMPEZADO, por lo que antes de que pasara a estar CON UNA GRAVE ENFERMEDAD SE me jubila apartándome de un ambiente laboral sumamente toxico.
Tan toxico es que en la ya aportada documentación SOBRE PROCESO DE RIESGO LABORAL sobre el daño que me hace de forma exclusiva este ambiente laboral se me asigna un 30% de incapacidad.  ÚNICO PORCENTAJE QUE HA SIDO TABULADO por una entidad medico legal forense para mi persona.  Nunca se me han valorado otras causalidades de daño como aspectos crónicos.
Recordando que en casos como el de la jueza CARMEN VALVERDE VALVERDE un 25% de incapacidad permanente por daño en una mano fue suficiente para que se le declarara como incapaz total y permanentemente PARA LABORAR EN EL PODER JUDICIAL en tanto no podía digitar ni escribir como jueza.     
PARA QUE SE ENTIENDA ASÍ ANTES DE LA REFORMA DE ABRIL DEL AÑO 2018
UN 25% DE INCAPACIDAD (PERSONA NO INVALIDA) podría significar 100% de incapacidad para seguir laborando en el Poder Judicial según el tipo de incapacidad que tuviera. . ello significa que puede realizar cualquier actividad fuera del poder Judicial incluyendo litigar que no sea ejercer el cargo donde se le produce el daño que le provoca su afectación.  VER SENTENCIAS APORTADAS. DE EUGENIA ALLEN FLORES.  CARLOS HUMBERTO CHACO BADILLA. 
 


DESORDEN EN LA ELECCIÓN DE NORMAS. Se ubica lo anterior en este caso. Veamos:
El acuerdo impugnado aplica el numeral 233 L.O.P.J actual pero alude a que la razón de prohibir actividades remunerativas es que mi jubilación fue dispuesta por enfermedad, y este articulo 233, sanciona a la persona que haya sido DECLARADA INVALIDA y no a aquella que haya sido diagnosticada con alguna enfermedad como motivo de egreso.
Al usar el termino indebido de enfermedad abandonan el articulo 233 y se introducen en el antiguo y derogado articulo 234 que si cita el termino enfermedad  pero sanciona la situación de aquel que ocupe OTRO CARGO que no es mi caso.  
Y además resulta que el dictamen del Consejo Médico forense que provoca mi jubilación no me ubica enfermedad sino síntomas neuro vegetativos y somáticos que pueden desembocar en un daño irreversible en mi salud. SEA QUE UBICAN SÍNTOMAS E IMPIDEN QUE SE ME FORME UNA ENFERMEDAD MUY GRAVE.    
De esta forma estamos demostrando que para poder lanzar la prohibición han mezclado en la Junta términos de un articulo 234 ya derogado y lo han usado en la aplicación de otro articulo 233 que existe hasta abril del 2018. EN UNA MESCOLANZA DE NORMAS entre derogadas y nuevas no aplicables.
Y aparándose a la vez del dictamen jurídico que usan como contenido del acto administrativo donde ese contenido entonces esta divorciado del fin sea del por tanto acuerdo emitido.
POR LO TANTO. SE DA UNA FLAGRANTE VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD CONSTITUCIONAL Y DE PROHIBICIÓN DE LA IRRETROACTIVIDAD DE LAS NORMAS.    El sitar un hecho falso.   Sea hacer pasar enfermedad por invalidez ( esta ultima requiere un porcentaje de incapacidad expreso según la ley)  y al estar aplicando normas de reciente promulgación en un caso de condiciones basadas en otra normativa, puede tener implicaciones incluso penales a la vista de la redacción del delito de prevaricato fuera de las implicaciones constitucionales y administrativas.
PREVENGO la dimensión del daño que me están haciendo al tener 16 años de litigio activo y continúo amparado en el acuerdo del Consejo Superior que aclaro los alcances de mi jubilación, Y LES SOLICITO QUE POR EL MOMENTO Y AL MENOS SUSPENDAN LOS EFECTOS DEL ACTO IMPUGNADO para evitar mayores daños en mi persona, clientela y procesos judiciales.
SE SOLICITA LA ANULACIÓN INMEDIATA Y REVOCATORIA DEL ACUERDO IMPUGNADO. Esta incidencia se presenta en tiempo al haber existido notificación vía email.”
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Por unanimidad, previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección Jurídica remita criterio jurídico respecto a la apelación presentada por el Lic. Eddie Alvarado Vargas, Jubilado Judicial. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO VIII 
DOCUMENTO N° 370-2020.
En revisión al Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: aprobar la modificación al artículo 21 de dicho reglamento para que se lea:
“Artículo 21. –  Reingreso a ejercer funciones. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee incorporarse al sector laboral, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá aportar la “hoja de criterio” emitida por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), en donde valide que su estado de salud es apto para ejercer funciones. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial o a la dependencia donde el gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación.” 

[bookmark: _Toc39173986]ARTÍCULO IX  
DOCUMENTO N° 298-2020.
En sesión  N° 21-16 celebrada el 3 de marzo del 2016, artículo XVI, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada  NOMBRE 001 , Analista en Criminología del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones del Primer Circuito Judicial de San José, doce años, nueve meses y veintiocho días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 20 de marzo de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢66,310,728.76 (sesenta y seis millones trescientos diez mil setecientos veintiocho colones con setenta y seis céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
La servidora  NOMBRE 001, en nota del 22 de abril de 2020, solicitó:
“Quien suscribe,   NOMBRE 001 , cédula NÚMERO 001, PUESTO 001, con el debido respeto acudo ante su Autoridad con la finalidad de solicitarles se autorice por esta única vez, reducción del porcentaje de deducción sobre el saldo adeudado por traslado de cuotas de tiempo servido en otras instituciones del Estado al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguientes términos:
a) Que mediante Acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial contenido en Acta Nº 021-2016 del 03 de marzo de 2016, se autorizó el traslado de las cuotas obrero patronales por el tiempo servido por mi persona en la Policía de Control de Drogas hacia el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, constatándose un saldo adeudado de sesenta y seis millones trescientos diez mil setecientos veintiocho colones con setenta y seis céntimos (66,310,728,76) y pactándose en esa oportunidad una deducción correspondiente al diez por ciento (10%) del salario en bruto en cuotas mensuales consecutivas hasta su completa cancelación.

b) Que si bien en un inicio de manera libre y voluntaria opté porque el porcentaje de deducción sobre el salario bruto fuese de un diez por ciento (10%), con el curso de los años he experimentado algunos incrementos de importancia en los egresos familiares que me han dificultado ostentar una adecuada salud financiera. Aumentos por todos conocidos en el costo de vida, políticas públicas de eliminación de pluses salariales, anulación de aumentos semestrales y más recientemente de las anualidades, así como, el surgimiento de nuevos costos en la educación de mis dos hijas y otros gastos en salud y familiares, es que he visto mermada sustancialmente la capacidad adquisitiva de mi ingreso económico.

c) De hecho, partiendo de un componente tan básico como es el contar con una vivienda adecuada para mis hijas, el mismo se vio imposibilitado hace poco más de un año, dado que dicha deducción salarial pesa negativamente sobre aquella capacidad adquisitiva, lo que hace que las entidades financieras me rechacen una y otra vez empréstitos para la compra de una casa, enfocándose principalmente en el rebajo del 10% que se me realiza del salario bruto mensual correspondiente al monto adeudado al Fondo.

d) Actualmente me encuentro en un nuevo proceso para lograr adquirir la vivienda que mi familia y yo necesitamos, y temo que la posibilidad nuevamente se vea frustrada por el rebajo que actualmente se me realiza, aunado a que no cuento con ningún otro ingreso que mi salario, tampoco con bienes que me permitan dar en garantía a acreedores para acceder a un préstamo bancario de esa categoría, lo que enerva por completo esa posibilidad.

Por todo lo anterior, es que respetuosamente solicito que el porcentaje a deducir pase del diez, al cinco por ciento (5%) del salario bruto, petición que en caso de acogerse, no significará afectación alguna, ni en la integridad ni en el equilibrio financiero del Fondo, debido a lo siguiente:
1. Se han efectuado grandes reformas al sistema de pensiones del Poder Judicial desde mi solicitud de traslado al mismo y siendo que soy una funcionaria con menos de veinte años de servicio a entidades públicas y menos de cuarenta de edad, implica que debo permanecer  en la Institución un tiempo cercano adicional a los veinte años más, de vida laboral activa, lo cual  garantiza el pago total del monto establecido a favor del Poder Judicial.

2. Desde el año 2016 obtente plaza en propiedad como Analista en Criminología en el Centro el Judicial de Intervención de las Comunicaciones, circunstancia que me ha permitidos gozar de ventajas labores, como son la estabilidad y pertenecer a un único despacho; todo esto hasta el momento  de poder accesar a un proceso de jubilación.

3. Sumando a lo anterior, no cuento con ningún registro de anotaciones disciplinarias ni proceso disciplinario incoado por alguna falta en el ejercicio de mis funciones.

Con base en el argumento, la reducción del porcentaje solicitado de un cinco por ciento no sólo permitirá que mi familia pueda ostentar una mayor solvencia económica para afrontar los gastos cada vez más elevados en una innegable coyuntura de crisis económica, sino que su eventual aprobación por el monto peticionado no riñe con la integridad ni estabilidad del Fondo, habida cuenta de que resta mucho tiempo más como servidora activa del que se tardaría completando la totalidad de las cuotas del remanente adeudado. 

Dejo como medio para atender notificaciones el correo garguellov@poder-judicial.go.cr

Les ruego se resuelva de conformidad.”
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Por unanimidad, se acordó: Comunicar a la servidora NOMBRE 001, PUESTO 001, que los porcentajes que se aplican por Reconocimiento de Tiempo Servido lo son de conformidad con la normativa que se aplicó al aprobar el reconocimiento de Tiempo Servido y que suspender este porcentaje estaría contra la normativa correspondiente, por lo que no es posible atender su gestión. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173988]ARTÍCULO X  
DOCUMENTO N° 306-2020.
[bookmark: _Toc35526619]Se entra a conocer el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 27-2020 celebrada el 24 de marzo del 2020, artículo XXIX, que literalmente dice:
“En sesión N° 10-2020 celebrada el 6 de febrero de 2020, artículo XLIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 71-19 celebrada el 13 de agosto del 2019, artículo XV, se tomó el acuerdo que en lo que interesa dice:
“Antecedentes de la gestión:
1.) En sesión N° 4-19 celebrada el 17 de enero del 2019, artículo LXI, en lo que interesa, se tuvo por rendido el oficio N° 5834-AP-2018 del 7 de enero de 2019, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y se dispuso que una vez analizado ese documento, es imperativo que esta institución cuente con su propio instructivo referente al Procedimiento para el trámite y cobro de las valoraciones médicas brindadas al Poder Judicial por parte de la Caja Costarricense de Seguro social, por lo anterior, debía la Dirección de Gestión Humana elaborar una propuesta con base en el instructivo remitido por la Caja Costarricense de Seguro Social y que una vez se contara con ese documento, debían remitirlo a este Consejo Superior para el trámite correspondiente y coordinar lo necesario con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional para divulgarlo a los empleados judiciales.
2.) Posteriormente, en la sesión N° 58-19 celebrada el 27 de junio del 2019, artículo LXXIV, se tuvo por rendido el informe número PJ-DGH-AP-2507-2019, del 6 de junio de 2019, de la Dirección de Gestión Humana y se aprobó el instructivo para el Trámite y Cobro de las valoraciones médicas brindadas al Poder Judicial por parte de la Caja Costarricense del Seguro Social, así como los siguientes protocolos: a-) Protocolo de referencia para evaluación de invalidez trastornos mentales y del comportamiento. b-) Protocolo de referencia para evaluación de invalidez enfermedades neoplásicas. (Tumorales). c-) Protocolo de referencia general para evaluación de invalidez (Excluye tumores y enfermedades mentales). Asimismo, se publicaron los citados Protocolos por medio de circular para lo cual la Secretaría General de la Corte tomó nota.
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La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de en oficio N° PJ-DGH-AP-3428-AP-2019 de 31 de julio de 2019, remitieron lo siguiente:
“El Consejo Superior en la sesión N° 58-2019, celebrada el 27 de junio del 2019, artículo LXXIV, conoció el informe PJ-DGH-AP-2507-2019, referente al instructivo del procedimiento para el trámite y cobro de las valoraciones médicas brindadas al Poder Judicial por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, resolviendo:
“Tener por rendido el informe número PJ-DGH-AP-2507-2019, del 6 de junio de 2019, de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia: 1.) Aprobar el instructivo para el Trámite y Cobro de las valoraciones médicas brindadas al Poder Judicial por parte de la Caja Costarricense del Seguro Social, así como los siguientes protocolos: a-) Protocolo de referencia para evaluación de invalidez trastornos mentales y del comportamiento. b-) Protocolo de referencia para evaluación de invalidez enfermedades neoplásicas. (Tumorales). c-) Protocolo de referencia general para evaluación de invalidez (Excluye tumores y enfermedades mentales). 2.) Publicar los citados Protocolos por medio de circular para lo cual la Secretaría General de la Corte tomará nota.”
Ahora bien, en el citado informe se le expone al órgano superior además del instructivo solicitado, el caso de las personas que solicitan un beneficio de pensión conforme al artículo 228 de la ley 9544, inciso 1.3, el cual señala: “Mayores de Edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas”, esto con la finalidad de que el Consejo Superior establecería para estos casos, si corresponde de igual forma a la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, declarar el estado indicado en la norma; sin embargo, en el acuerdo tomado no se resolvió en concreto sobre este punto.
La ausencia de regulación demanda ampliar el análisis del inciso acotado, el cual impone como condición para el otorgamiento del beneficio de pensión, que el solicitante padezca invalidez e incapacidad para ejercer labores remuneradas, condición que consecuentemente obliga a la comprobación de ese estado por medio de la intervención de un órgano profesional o técnico competente para declarar la invalidez establecida por ley, quedando a deber la norma sobre la definición de la institución competente para este fin.
En línea con lo anterior, conforme lo dispuesto en artículo 227 de la Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se establece que la incapacidad permanente para el desempeño del cargo que le sea declarada a un servidor judicial, será dictaminada por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, pero en el caso de la invalidez e incapacidad establecida en el numeral 228, que regula la solicitud de pensión por orfandad, no define la norma de forma expresa la participación de la Comisión citada, por lo cual su intervención no es evidente.
Ante la situación descrita, considera oportuno esta Dirección exponer una consideración sobre las solicitudes de pensión por orfandad y la determinación de la condición de invalidez e incapacidad, ya que la característica habitual de las solicitudes de pensión es el logro de un beneficio ante la situación de necesidad que presenta el petente. Se debe recordar además que la ley también establece como requisito, la dependencia económica entre causante y causahabiente.
Si se considera o asume que el solicitante de la pensión por orfandad presenta una situación socioeconómica por la cual podría calificar para la aprobación de un derecho de pensión y si se dispone que su condición de invalidez e incapacidad deba ser establecida por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez y que el costo de la valoración requerida deba ser cubierto por el petente, se le estaría obligando a incurrir en un gasto para el cual posiblemente no disponga de recursos. Es importante señalar que el costo de las valoraciones médicas prácticas por la Caja Costarricense del Seguro Social tiene un valor para el primer semestre 2019 de ¢75,371.25.
Ahora bien, si es de recibido por parte del Consejo Superior el criterio de la Dirección de Gestión Humana, de que el artículo 228 de la ley 9544 no invoca la participación de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez para establecer la condición de invalidez e incapacidad de las personas solicitantes de pensión por orfandad, esta Dirección se permite recomendar salvo mejor criterio, que la condición establecida por ley para los casos de marras, pueda ser declarada por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), ente rector en discapacidad y responsable de promover y fiscalizar el cumplimiento de los derechos humanos de la población con discapacidad.
La posibilidad de establecer que sea el CONAPDIS la institución que certifique para los casos de solicitud de pensión por orfandad, la condición de invalidez e incapacidad para desempeñar actividades remuneradas le significaría a la persona usuaria en el aspecto económico, un ahorro en cuanto al precio de la certificación de su discapacidad, ya que en CONAPDIS el trámite no tiene costo de acuerdo con lo informado por este Consejo. Adicionalmente, se exoneraría a la persona de realizar toda la tramitología de la documentación requerida por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez para realizar la valoración del caso, lo cual de acuerdo a la condición de discapacidad que presente el solicitante, le podría significar de gran valor, máxime si se trata de personas con impedimentos físicos para su movilidad o incluso padecimientos mayores.
A nivel administrativo, de igual forma se obtienen beneficios si se aprueba como válida la certificación de discapacidad que emite el CONAPDIS, ya que se suprime la preparación de los protocolos y demás tramites que demanda la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, ahorrando tiempo y recursos operativos importantes para el Poder Judicial.
En razón de lo expuesto, se le solicita al Consejo Superior valorar en primera instancia de acuerdo con los cambios introducidos por la ley 9544; si le corresponde a la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, establecer la condición de invalidez e incapacidad de las personas mayores de edad, que solicitan pensión por orfandad en razón de una condición de discapacidad. En caso de que el órgano superior considere que la ley no demanda la intervención de la Comisión en estos casos, se pueda valorar la recomendación de esta Dirección incorporada en el presente oficio, para que se acepte la certificación de discapacidad emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, como documento válido para el trámite de pensión por orfandad, para mayores de edad y con condición de invalidez.”
- 0 -
[…]
Una vez analizada la gestión anterior y de previo a resolver lo solicitado mediante oficio N° PJ-DGH-AP-3428-AP-2019 de 31 de julio de 2019, se acuerda: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana la siguiente información: 1.) Deberá indicar cuales son los procedimientos que utiliza “CONAPDIS” a efecto de garantizar cual es la discapacidad que posee un evaluado. 2.) Cual es normativa que faculta a “CONAPDIS” para el otorgamiento de certificaciones de discapacidad, en razón que el artículo 3 de la Ley de Creación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, estipula las funciones que posee esa entidad, no obstante, en la misma no expresa el otorgamiento de la citada competencia. 3.) Finalmente, deberá adjuntar la manifestación de CONAPDIS indicando su disponibilidad, con el fin de elaborar un acuerdo de servicio entre las dos instituciones.
La Dirección de Gestión Humana, la oficina de Administración de Personal y la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, tomarán nota para los fines correspondientes.”
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Relacionado con lo anterior, informa la Secretaría General de la Corte, que mediante oficio N° 12902-19 del 6 de diciembre de 2019, realizó atento recordatorio a la Dirección de Gestión Humana, a fin de que remitiera el informe solicitado por este Consejo. En respuesta a lo anterior, la citada Dirección en oficio N° PJ-DGH-AP-5619-AP-2019 del 2 de diciembre 2019, solicitó el plazo de un mes para remisión del informe. No obstante, vencido el plazo solicitado y revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana en el plazo de 1 mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rendir el informe solicitado en sesión N° 71-19 celebrada el 13 de agosto del 2019, artículo XV, o en su defecto, indicar el estado en que se encuentra. Se declara acuerdo firme.”
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La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Directora interina, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-1073-2020 del 3 de marzo de 2020, comunicaron:
“Para el conocimiento del Consejo Superior, se rinde el informe solicitado por el órgano superior en la sesión 71-2019, artículo XV, en cual se conoció el oficio PJ-DGH-AP-3428-2019 y sobre el mismo dispuso:
“Solicitar a la Dirección de Gestión Humana la siguiente información: 1.) Deberá indicar cuales son los procedimientos que utiliza “CONAPDIS” a efecto de garantizar cual es la discapacidad que posee un evaluado. 2.) Cual es normativa que faculta a “CONAPDIS” para el otorgamiento de certificaciones de discapacidad, en razón que el artículo 3 de la Ley de Creación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, estipula las funciones que posee esa entidad, no obstante, en la misma no expresa el otorgamiento de la citada competencia. 3.) Finalmente, deberá adjuntar la manifestación de CONAPDIS indicando su disponibilidad, con el fin de elaborar un acuerdo de servicio entre las dos instituciones.
En acatamiento del acuerdo citado, esta Dirección procedió a entablar las comunicaciones pertinentes con el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, conocido como “CONAPDIS” y así aceptado de aquí en adelante para los efectos del presente informe.

En respuesta a las consultas planteadas, se recibió el oficio DE-1178-2019, el cual se adjunta al presente informe; remitido por la licenciada Lizbeth Barrantes Arroyo, Directora Ejecutiva de CONAPDIS, documento en el cual se comunica lo siguiente:
1. Síntesis del procedimiento de CONAPDIS para certificar la discapacidad.
Proceso mediante el cual se certifica la discapacidad de una persona.
1. Información. 
Brindar información acerca del proceso de certificación, a fin de que la persona cumpla con todos los requisitos. La información que se brinde debe de estar en formatos alternativos y accesibles según las necesidades particulares de las personas con discapacidad. 
2. Recepción. 
Implica la admisión de documentos que son remitidos por las personas con discapacidad, sus familiares, representante legal o su garante para el ejercicio de la igualdad jurídica y que son requeridos para formalizar la solicitud de certificación de la discapacidad.
3. Evaluación.
Es el procedimiento que desarrollan las personas profesionales a cargo, para evaluar de manera objetiva, la “magnitud de la deficiencia, la condición de discapacidad o discapacidades, así como las restricciones en la participación”, a fin de certificar la discapacidad.
4. Acto administrativo para resolución.
Es el procedimiento administrativo, implica que a partir del análisis se procede a realizar la resolución de la solicitud, la cual puede ser negativa o positiva. En caso de que sea positiva, corresponde al certificado de la discapacidad, y que es avalado por la Dirección Ejecutiva. Es un documento público, personal e intransferible.
1. Normativa que faculta a CONAPDIS para emitir certificaciones sobre discapacidad.
La normativa que faculta a CONAPDIS para emitir la certificación de la discapacidad es el Decreto Ejecutivo N° 40727-MP-MTSS, por medio del cual se da la creación del Servicio de Certificación de la Discapacidad (SECDIS), el cual establece:

“CREACIÓN DEL SERVICIO DE CERTIFICACIÓN
DE LA DISCAPACIDAD (SECDIS)

Artículo 1°-Creación. Créase el servicio de certificación de la discapacidad (SECDIS) como una medida de carácter estatal para verificar y evaluar las condiciones subyacentes y determinantes de una o varias condiciones de discapacidad en la persona solicitante.
Artículo 2°-Ente público responsable del SECDIS. Se designa al Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS) como el ente estatal encargado del servicio de certificación de la discapacidad para que asuma las funciones técnicas y administrativas relacionadas con este servicio a favor de la persona que así lo solicite. El servicio se prestará conforme a la Clasificación internacional del Funcionamiento, la Discapacidad y la Salud de la Organización Mundial de la Salud.
Artículo 3°-Uso y aplicación SECDIS. El certificado de discapacidad extendido mediante el servicio de certificación de la discapacidad se utilizará o aplicará para acceder a los beneficios de servicios selectivos, sociales, de salud, empleo, transporte, educación u otros que estén normados, que ofrezcan las instancias del sector público en todo el país a las personas con discapacidad en particular, conforme el requerimiento de cada institución pública de constatar la condición de discapacidad de la persona beneficiaria. El certificado no podrá ser empleado para fines distintos a los establecidos mediante las leyes y los reglamentos vigentes o postreros, ni representará una oportunidad para la desaplicación singular de cualquier norma a favor de una persona con discapacidad.
Artículo 4°-Obligaciones del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad. El Consejo Nacional de Personas con Discapacidad definirá los pedimentos de personal, la estructura, los requerimientos presupuestarios, los lineamientos programáticos y la elaboración, integración y organización de los procedimientos, instrumentos y protocolos del servicio de certificación de la discapacidad. Las disciplinas y Colegios Profesionales del área de la salud estarán facultados para asesorar, orientar y cooperar en la creación del servicio de certificación de la discapacidad.
Artículo 5°-Funcionamiento del SECDIS. El Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad, según la organización interna que así determine, procederá a regular el procedimiento para la emisión de la certificación de discapacidad.
Artículo 6°-Solicitantes del SECDIS. La certificación de discapacidad podrá ser solicitada por la persona con discapacidad, por su familia o su garante para la igualdad jurídica en apego a lo dispuesto en la Ley 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad del 18 de agosto de 2016, cuando a la persona con discapacidad se le imposibilite hacerlo por sí misma. En el caso de personas menores de edad con discapacidad, la solicitud la realizará su padre, madre o persona con potestad legal para hacerlo.
Artículo 7°-De la Solicitud. Junto con la solicitud de certificación de discapacidad, las personas deberán adjuntar el certificado médico, constancia, epicrisis o documento similar, extendido por la CCSS, documento que en general las personas usuarias tienen derecho a solicitar. De no contar con el documento anterior, podrá presentar el certificado médico o dictamen que sea emitido por un médico especialista tratante de la condición de salud o deficiencia que motiva la solicitud al SECDIS.
Artículo 8°-Reconocimiento del derecho del paciente a su expediente médico. El Estado Costarricense en su conjunto reconoce el derecho de los asegurados a conocer su expediente médico y, por esto, el certificado médico en cuestión deberá ser emitido conforme a la normativa vigente al respecto, en el marco del derecho de los pacientes al acceso de su expediente médico.
Artículo 9°-Autorización de contenido presupuestario. Se autoriza al Ministerio de Hacienda para que asigne y autorice los recursos necesarios para dotar al CONAPDIS del personal técnico, profesional, de apoyo y de coordinación que se requiera.
Artículo 10.-Autorización para la dotación de recurso humano. Se autoriza a la Dirección General del Servicio Civil para disponer de los recursos necesarios que permitan realizar los procesos de reclutamiento y selección suficientes para que el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad cuente con el recurso humano idóneo para el funcionamiento eficiente del servicio de certificación de discapacidad mediante los pedimentos que la institución realice según el Régimen Estatutario. Deberá darse especial prioridad al recurso humano de las áreas de: trabajo social, psicología, medicina, terapia física, educación especial y apoyo secretarial.
Artículo 11.-Vigencia. Rige a partir de su publicación en el Diario oficial La Gaceta.
Dado en la Presidencia de la República, San José, a los treinta y un días del mes de octubre de dos mil diecisiete.”
1. Posibilidad de elaborar un acuerdo de servicio entre CONAPDIS y el Poder Judicial.
En relación con la posibilidad de alcanzar un acuerdo, para que CONAPDIS pueda emitir las certificaciones de las personas con discapacidad que solicitan la pensión por el régimen del Poder Judicial, señalan las autoridades consultadas que mediante dicho acuerdo no podría el Poder Judicial tramitar de forma directa las certificaciones de discapacidad de dichas personas, esto debido a que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto Ejecutivo N° 40727-MP-MTSS, Creación del Servicio de Certificación de la Discapacidad (SECDIS) se establece que la certificación de discapacidad podrá ser solicitada por la persona con discapacidad, por su familia o su garante para la igualdad jurídica en apego a lo dispuesto en la Ley 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad del 18 de agosto de 2016, cuando a la persona con discapacidad se le imposibilite hacerlo por sí misma. En el caso de personas menores de edad con discapacidad, la solicitud la realizará su padre, madre o persona con potestad legal para hacerlo.
Ante lo señalado por CONAPDIS, estima esta Dirección, que la posibilidad de negociar un acuerdo sería para efectos de que el Poder Judicial pueda reconocer en el proceso de otorgamiento de pensiones, la capacidad legal que tiene CONAPDIS de emitir certificaciones sobre la condición de discapacidad de los solicitantes de pensión, ya que los casos de servidores activos que solicitan la jubilación por motivos de Incapacidad Absoluta y Permanente, deben seguir siendo valorados conforme el protocolo actual por medio de la “Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social”, esto en razón de lo específico del criterio técnico de sus galenos.
Relacionado con lo anterior, el artículo 227 de la Ley 9544 “Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” señala: “El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe…”. Tal y como se plasma en esta norma, la persona objeto de valoración es el “servidor judicial”, dando lugar así a un vació legal en cuanto a las valoraciones de los solicitantes de pensión por sucesión debido razones de invalidez, para quienes la reforma no establece con claridad a que órgano le compete declarar dicha condición.
Ante la incerteza jurídica anterior, es que surge el planteamiento para que solamente las valoraciones médicas para efectos de certificar invalidez en los casos de solicitantes de pensión por sucesión, puedan ser asumidas por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, servicio que le significaría a esta población un ahorro en cuanto al costo del proceso, esto debido a la diferencia existente entre la suma fijada por la Caja Costarricense del Seguro Social de ¢75,371.25 en contra posición con CONAPDIS donde no debe el solicitante cancelar valor alguno.
Se rinde de esta forma el informe solicitado.”
- 0 -
Indica la Directora Ejecutiva Romero Jenkins: “Para lo que estime resolver el Consejo Superior y en las circunstancias actuales que ya existe la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y por tratarse de personas pensionadas, esto habría que trasladarlo a la Junta porque es la competente para resolver.” 
Se acordó: Trasladar la gestión presentada en oficio N° PJ-DGH-AP-1073-2020 del 3 de marzo de 2020, suscrita por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Directora interina, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en relación sobre la información del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, conocido como “CONAPDIS”, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo anterior, por cuanto este Consejo es incompetente para pronunciarse.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 27-2020 celebrada el 24 de marzo del 2020, artículo XXIX, en que se conoció el oficio N° PJ-DGH-AP-1073-2020 de la Dirección de Gestión Humana, con relación al Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, conocido como “CONAPDIS”. 2.) Aprobar la recomendación de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia, establecer que sea el CONAPDIS la institución que certifique para los casos de solicitud de pensión por orfandad, para mayores de edad y con condición de invalidez e incapacidad para desempeñar actividades remuneradas. 3.) Delegar a la integrante Moya Aguilar para que actualice el Reglamento General Del Régimen de Jubilaciones y Pensiones.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173990]ARTÍCULO XI  
DOCUMENTO N° 300-2020
El licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 3765-20 del 23 de abril de 2020, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 27-2020 de 24 de marzo de 2020, artículo XLVI, que dice:
“La servidora  NOMBRE 001 ,  PUESTO 001 , mediante nota del 16 de marzo de 2020, solicitó lo siguiente:
“(…)

expongo y solicito lo siguiente:

Primero:

Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, como Investigadora, en fecha 01 de julio del 2015. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Salud, con el programa de Centros de Nutrición y Atención Integral, conocidos como CEN CINAI. Ello, por un período de 09 años, 08 meses y 29 días. -

Segundo:

Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros  que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Salud, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 50 años de edad; partiendo que tenía casi 10 años laborando para el Ministerio de Salud (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido.

Se incluye captura de pantalla del desglose de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.
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Tercero:

No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 50 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, o en su defecto 62 años, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. -

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. 

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. -

Petitoria:

En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 50 años de edad.

Solicito, además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación. 
  
Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. -”
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El servidor NOMBRE 002, Investigador Judicial de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, mediante nota del 16 de marzo de 2020, gestionó lo siguiente: 
“(…)

expongo y solicito lo siguiente:

Primero:

Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, como Investigador Judicial, en fecha 02 de mayo del 2016. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, como oficial de policía de Fuerza Pública. Ello, por un período de 07 años, 01 meses y 16 días. -

Segundo:

Al ingresar al Poder Judicial, por personal de Gestión Humana, se me informó, que, si quería tener derecho a pensión, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública. Para lo cual, accedí, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 49 años de edad; partiendo que tenía más de 7 años laborando para el Ministerio de Seguridad Pública. Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto mensual porcentual de un 10%.

Tercero:

No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 49 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, o cuando tenga los 35 años de servicio público. -

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. 

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. 

Petitoria:

En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 49 años de edad.

Solicito, además, se me reintegre lo cancelado de más, hasta la fecha de hoy, para equiparar el monto de pensión con mis años de servicio fuera del Poder Judicial. Ya que no gozaré, de los beneficios que se me comunicó Gestión Humana y acepté. 

Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y, que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. -”

- 0 –

En sesión N° 21-16 celebrada el 3 de marzo de 2016, artículo XV, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la NOMBRE 001 , Investigadora de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, nueve años, dos meses y veintiocho días, laborados para el Ministerio de Salud, a partir del 29 de julio de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢14,832,133.32 (catorce millones ochocientos treinta y dos mil ciento treinta y tres colones con treinta y dos céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, además, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; remitirá solitud al  Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana.

Posteriormente, en sesión N° 3-17 celebrada el 17 de enero de 2017, artículo XXXV, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor NOMBRE 002, Investigador de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 7 años, 1 mes y 16 días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 14 de julio de 2016, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢11,698,087.47 (Once millones seiscientos noventa y ocho mil ochenta y siete colones con cuarenta y siete céntimos), que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.

Se acordó: 1.) Trasladar la gestión presentada a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo de su cargo, por ser un tema de su competencia. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora  NOMBRE 001 , así como del servidor NOMBRE 002, ambos Investigadores de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo.”

-0-
Se acordó: 1) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 27-2020 de 24 de marzo de 2020, artículo XLVI, en que se conocieron las solicitudes de los servidores judiciales  NOMBRE 001 , así como del servidor NOMBRE 002, ambos Investigadores de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pococí y Guácimo, respectivamente. 2) Acoger parcialmente la solicitud de los gestionantes en cuanto a aprobar el cese de la deducción que se realiza como obligación por el reconocimiento de tiempo servido. 3) Comunicar a los servidores judiciales que no es posible reintegrar los montos que hasta la fecha se han cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones ya que forman parte del tiempo reconocido e ingresó a las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no obstante, el tiempo servido que se encuentre cancelado será reconocido para efectos de jubilación. 4) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable para lo que a cada uno corresponda. 5) Solicitar al actuario Raúl Hernández González, valore el impacto que significaría para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones el cese de esta cuenta por cobrar. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173992]ARTÍCULO XII  
DOCUMENTO N° 304-2020
El licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 3817-20 del 24 de abril de 2020, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°39-2020 celebrada el 21 de abril de 2020, artículo XL, que dice:
“La licenciada María de los Ángeles Valerio Segura, Jubilada Judicial, mediante nota del 13 de abril de 2020, gestionó lo siguiente:

“…me permito solicitar que se analice la presente petición a la luz de la emergencia que estamos viviendo hoy día como país, con el Covid 19.

El acuerdo que respetuosamente solicito tomar al Consejo Superior para apoyar a sus trabajadores y jubilados o pensionados iría de esta manera: “Se acuerda: Rebajar del salario y o pensión de los trabajadores, jubilados y pensionados judiciales, las cuotas de ley, pensión alimentaria y embargos, no así las cuotas de créditos personal o hipotecario que cada uno tenga, en tanto se supera la pandemia del COVID 19. Cada uno deberá negociar con las entidades crediticias a fin de no caer en mora en este período y será su absoluta responsabilidad el resultado de esta negociación”.

Explicaré de seguido: En tanto el país entero se ha volcado buscando la mejor forma de ayudar a asalariados y desempleados; el Poder Judicial no se ha pronunciado absolutamente sobre la posibilidad de que solamente nos sean deducidas las retenciones legales primordiales, tanto en los funcionarios activos como en los jubilados; dejándonos en absoluta indefensión ante cooperativas, cajas de ahorro y crédito, bancos estatales y otros entes crediticios, ya que al tener cautivo el salario o ingreso de los trabajadores o jubilados, sencillamente no les interesa llegar a ningún acuerdo con los mismos, puesto que el Poder Judicial ha dado prioridad al factor económico; sin valorar que en muchas familias ese es el único ingreso que está llegando para atender todas las necesidades vitales de su núcleo familiar, por obvias razones con el resto de la población no asalariada formalmente o empresarial.

Agradezco se tome este acuerdo a la mayor brevedad, porque sé que aliviaría enormemente el bolsillo de los empleados y jubilados o pensionados judiciales y nos permitiría gestionar de mejor manera las prórrogas a créditos como el resto del país, lo que no está sucediendo actualmente, dado que el Poder Judicial no se ha pronunciado en ese sentido.”

- 0 -

Mediante circular N° 35-2020 del 9 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, que el Consejo Superior en sesión N° 18-20 celebrada el 5 de  marzo de 2020, artículo LXII, dispuso aprobar los lineamientos institucionales ante la llegada del CORONAVIRUS (COVID-19) al país.

También, en circular N° 37-2020 del 10 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, que el Consejo Superior en sesión N° 19-20, celebrada el 10 de marzo de 2020, artículo IV, conoció el oficio número PJ-DGH-SAP-86-2020 del 10 de marzo de 2020, en relación a la definición de un lineamiento temporal para que las Jefaturas pudieran conceder el teletrabajo, para las personas en riesgo, así como para las personas con sintomatología respiratoria.

Así mismo, en circular N° 44-2020 del 12 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, que el Consejo Superior en sesión N° 19-20 celebrada el 10 de marzo de 2020, artículos II y LXVII, dispuso acoger las recomendaciones emitidas en el oficio N° PJ-DGH-SSS-0193-2020 del 9 de marzo de 2020, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez y la máster Waiman Him Herrera, por su orden, Directora y Subdirectora de Gestión Humana y por la Comisión Institucional de Emergencias, respectivamente, a esos efectos, se adicionaron las disposiciones a la circular 35-2020 denominada “Lineamientos institucionales que deberían ser aplicados ante la llegada del CORONAVIRUS (COVID-19) al país.”

Luego, mediante circular N° 45-2020 del 13 de marzo de 2020 se hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, que el Consejo Superior en sesión extraordinaria N° 21-2020, celebrada el 13 de marzo de 2020, artículo XXVIII, tomando en consideración la situación de “Alerta amarilla” que se vive en el país, aprobó adicionar las disposiciones a la Circular N° 35-2020 denominada “Lineamientos institucionales que deben ser aplicadas ante la llegada del CORONAVIRUS (COVID-19) al país.”

Posteriormente, en sesión N° 46-2020 del 15 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país, que el Consejo Superior en sesión extraordinaria N° 22-2020, celebrada el 15 de marzo de 2020, artículo Único, con análisis de las medidas tomadas por el Ministerio de Salud y demás autoridades de Gobierno por el avance del COVID 19 en Costa Rica, una vez valorada la situación expuesta por las autoridades de salud, tomando en consideración la “Alerta amarilla” que se vive en el país y de conformidad con el artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, acordó, adicionar las de disposiciones a la Circular N° 35-2020 denominada “Lineamientos institucionales que deberían ser aplicados ante la llegada del CORONAVIRUS (COVID-19) al país”

En virtud a lo anterior, mediante circular N° 47-2020 del 16 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento a los despachos judiciales de país, Abogados, Abogadas y público en general, que la Corte Plena en sesión N° 12-2020, celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XII, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, dispuso suspensión de las audiencias orales tanto por parte de tribunales unipersonales y colegiados, a partir del 17 de marzo y hasta el 3 de abril de 2020, con las excepciones indicadas.

Posteriormente, mediante circular N° 49-20 del 18 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento a los despachos judiciales de país, que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 23-20 celebrada el 13 de marzo de 2020, artículo II, ante las múltiples consultas y gestiones de una gran cantidad de personas servidoras judiciales, dispuso adicionar las disposiciones a la circular N° 35-2020 denominada “Lineamientos institucionales que deberían ser aplicados ante la llegada del CORONAVIRUS (COVID-19) al país”.

En circular N° 50-2020 del 18 de marzo de 2020, hizo de conocimiento de los despachos judiciales de país, abogados, abogadas y público en general, que la Corte Plena en sesión extraordinaria virtual N° 14-2020, celebrada el 18 de marzo de 2020, artículo Único, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, se acogió la propuesta de la Comisión de Emergencias del Poder Judicial.

Seguidamente, mediante circular 52-2020 del 20 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento a los despachos judiciales de país, abogados, abogadas y público en general, que la Corte Plena en sesión extraordinaria N° 15-2020, celebrada el 20 de marzo de 2020, artículo Único, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, a propuesta de la Comisión de Emergencias del Poder Judicial, acordó – entre otros- Suspender las actividades presenciales y que no sean teletrabajables que se desarrollan en el Poder Judicial con las salvedades y condiciones que se indicarían, a partir del día lunes 23 de marzo de 2020 y hasta el día viernes 3 de abril de 2020, a fin de que las personas servidoras se mantengan en sus hogares y reducir el contagio de la enfermedad COVID-19.

Mediante circular N° 53-2020 del 22 de marzo de 2020, hizo de conocimiento de a los despachos judiciales de país, que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión extraordinaria N° 26-2020, celebrada el 22 de marzo de 2020, artículo Único, en el ejercicio de las atribuciones que le fueron conferidas en el punto K) de la circular de la Secretaría General de la Corte #52-20 del 20 de marzo del año en curso, respecto del acuerdo de Corte Plena tomado en sesión N° 15-2020 del 20 de marzo de 2020, en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19

También, en circular N° 55-2020 del 24 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento de todo el público en  general, que el Consejo Superior en sesión extraordinaria N° 25-2020, celebrada el 20 de marzo de 2020, artículo II, acordó comunicarles que debido a la situación que se presenta en el país ante la llegada del CORONAVIRUS (COVID-19) y en aras de tomar las medidas que se estimen pertinentes para minimizar el riesgo de contagio de personas servidoras judiciales y usuarias en general, se cancelaron las citas referentes a las tomas de muestras para investigación de paternidades hasta el 12 de abril de 2020.

Seguido a lo anterior, en circular N° 57-2020 del 27 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento de todos los despachos judiciales del país que conocen materia penal, que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión extraordinaria N°29-2020, celebrada el 27 de marzo de 2020, artículo único, con fundamento en las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, por el Decreto Ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, así como en las atribuciones conferidas en el punto K) de la circular de la Secretaría General de la Corte N°52-20 del 20 de marzo del año en curso (acuerdo de Corte Plena tomado en sesión N°15-2020 del 20 de marzo de 2020); acuerda comunicar las disposiciones para el adecuado funcionamiento del sistema de justicia penal durante la atención de la emergencia nacional por los riesgos de contagio del virus que ocasiona la enfermedad del Covid-19.

[bookmark: x__Hlk36317514]Finalmente, en circular N° 58-2020 del 28 de marzo de 2020, se hizo de conocimiento de los despachos judiciales de país, Abogados, Abogadas y Público General, que la Corte Plena en sesión extraordinaria virtual N° 16-2020, celebrada el 28 de marzo de 2020, artículo Único, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, acordó aclarar el acuerdo de la sesión extraordinaria número15-2020 de 20 de marzo de 2020, artículo Único, comunicado mediante Circular N° 52-2020 del 20 de marzo de 2020, en el siguiente sentido:

“Todo el sistema penal que atiende lo relativo a las personas privadas de libertad continúa en funcionamiento, razón por la cual estos procesos se atenderán sin dilación ni suspensiones o interrupciones de ninguna índole.”
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Manifiesta la Vicepresidenta magistrada Solano: “Si es una persona jubilada, lo trasladamos a la Junta Administradora del Fondo del Poder Judicial, no tendríamos competencia, es tema de la Junta.”

Analizada por este Consejo la gestión presentada por la licenciada María de los Ángeles Valerio Segura, Jubilada Judicial, se acordó: Trasladar a la Junta Administradora del Fondo del Poder Judicial, por cuanto este Consejo es incompetente para pronunciarse al respecto. Se declara acuerdo firme.”

-0-
Se acordó: Tener por conocido el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial de sesión N° 39-2020 celebrada el 21 de abril de 2020, artículo XL, y comunicar a la jubilada judicial María de los Ángeles Valerio Segura, que las jubilaciones y pensiones judiciales no se han suspendido ni han sufrido disminuciones producto de la pandemia por el COVID-19, y que no es facultad de esta Junta aprobar o no el cese de deducciones, las cuales son un acuerdo entre la persona jubilada y la entidad, por lo que esta Junta Administradora considera que no es atendible la gestión. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39173994]ARTÍCULO XIII 
DOCUMENTO N° 310-2020
El licenciado Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 3736-20 del 23 de marzo de 2020, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 30-2020 del 31 de marzo de 2020, artículo XLV, que dice:
“En sesión número 94-19 celebrada el 29 de octubre del 2019, artículo LV, en lo conducente se acordó reconocer para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada Silvia Marcela Araya Valverde, Abogada Asistente de la Sección Especializada de Asistencia Social, 4 años laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 15 de febrero de 2018, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢ 16.396.497,44 (dieciséis millones trescientos noventa y seis mil cuatrocientos noventa y siete colones con cuarenta y cuatro céntimos), que se le deduciría  de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.

Mediante correo electrónico de 26 de marzo de 2020, la máster Silvia Marcela Araya Valverde, abogada asistente de la Sección Especializada de Asistencia Social, solicitó lo siguiente: 

“En atención al oficio N° 11457-19 del 1 de noviembre de 2019, en donde se me reconocen cuatro anualidades contra el pago de más de 16 millones de colones, quisiera consultar la posibilidad de atrasar el pago de este porcentaje (10% de mi salario bruto), por el tiempo que dure la pandemia del COVID -19. Esto, por cuanto existen diversos proyectos para rebajar al sector público un impuesto solidario, aunado al hecho de que se me han recargado necesidades de la familia en ocasión de esta emergencia nacional; y por ello se da una agravación en la situación financiera de mi núcleo. 

Por ello, apelo a ustedes, no para eliminar este acuerdo, sino para darme un periodo de gracia para el rebajo, por el tiempo que estemos afrontando esta crisis, y que inmediatamente se haya superado, se pueda seguir realizando la deducción. Como ustedes entenderán, no solo se me realiza el rebajo normal, sino este 10% adicional, siendo que la decisión la tomé en un momento en que no peligraba el restante de la liquidez de mi salario y que no se me habían acumulado cargas económicas del resto de mi núcleo familiar. 
No me cabe duda de que habiendo superado los meses de esta crisis, pueda seguir con las deducciones para el fondo de pensión. 

(…)”
-0-
Se acordó: 1.) Remitir la solicitud presentada en correo electrónico del 26 de marzo de 2020, por la máster Silvia Marcela Araya Valverde, abogada asistente de la Sección Especializada de Asistencia Social, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones por ser un asunto de su competencia. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.”
-0-
Se acordó: Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 30-2020 del 31 de marzo de 2020, artículo XLV en que se resolvió la solicitud de la servidora judicial Silvia Marcela Araya Valverde, abogada asistente de la Sección Especializada de Asistencia Social. 2) Comunicar a la servidora judicial Araya Valverde, que el porcentaje de deducción que se aplica por Reconocimiento de Tiempo Servido es de conformidad con la normativa que se aplicó al aprobar el reconocimiento de tiempo servido para jubilación y que suspender este porcentaje estaría contra la normativa correspondiente, por lo que no es posible atender su gestión. Asimismo, que uno de los fundamentos de su gestión lo son los proyectos de ley que se están gestionando para rebajar al sector público un impuesto solidario, los cuales son solo propuestas que no se puede prever su resultado en la Asamblea Legislativa.
[bookmark: _Toc39173996][bookmark: _Hlk39665788]ARTÍCULO XIV   
DOCUMENTO N° 313-2020.
En sesión N° 3-2020 celebrada el 10 de febrero de 2020, artículo XIX, se aprobó la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor Helio Gerardo Cordero Forrester, a partir del 16 de febrero de 2020. 
En relación con lo anterior, el señor Helio Cordero Forrester, Jubilado Judicial, en nota de 27 de abril de 2020, solicitó: 
“Por medio de la presente les saludo, a su vez les hago de su conocimiento que el suscrito Helio Cordero Forrester, cédula de identidad 302800844, quien fuera jubilado a mediados del mes de Febrero del presente año, que las Cooperativas Coopealianza, Coopeservidores, Banco Popular, Instacredit, y Credix, Banco Promérica y el BAC,  me indican que para efectos de indemnización a la causa de Incapacidad Total y Permanente, solicitan un certificado sellado médico de tal incapacidad emitida por la Caja Costarricense del Seguro Social por medio de la Junta Médica Calificadora, u Órgano médico colegiado, en que se manifiesten claramente el porcentaje de Invalidez de la Capacidad Orgánica y funcional del Asegurado, un diagnóstico sobre los eventos que provocaron dicha incapacidad,  y que la misma no esté sujeta a revisión. 
Cada certificación deben ir en forma individual, para poder ser remitida a los despachos solicitantes.”

- 0 -
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del jubilado judicial Helio Cordero Forester. 2) Comunicar al señor Cordero Forester que de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento de Incapacidades de la Caja Costarricense del Seguro Social, cuando la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, declara a una persona incapacitada de forma absoluta y permanente para el ejercicio de sus funciones, el porcentaje de invalidez es igual o mayor al 67% y que de los documentos que remite la Comisión Calificadora de la Caja Costarricense de Seguro Social, no indica el porcentaje que se determinó para la persona valorada, sino únicamente declaran si es inválida o no inválida. Esta Junta Administradora lo que puede emitir es por medio del Departamento Financiero Contable, una constancia o certificación del acuerdo donde se aprobó su beneficio de jubilación y la condición por la que se declaró el beneficio, que en su caso es por incapacidad absoluta y permanente. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc39173999]ARTÍCULO XV  
DOCUMENTO N° 301-2020.
[bookmark: m_1911740326616578198__Toc36126381]La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 10-2020 celebrada el 30 marzo del 2020, artículo VI, tomó el cuerdo que literalmente dice:
“Las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Administración Humana, Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal, todos de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-210-2020, recibido el 20 de marzo de 2020, gestionó lo siguiente:
[bookmark: m_1911740326616578198__Hlk22720576][bookmark: m_1911740326616578198__Hlk22282632][bookmark: m_1911740326616578198__Hlk28610564]“…Para los efectos del conocimiento del Consejo Superior, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la joven NOMBRE 001, en calidad de hija del jubilado judicial fallecido Javier Hidalgo del Valle, cuyo deceso acaeció el 13 de marzo de 2019.
I.              Origen.
Esta Dirección en fecha 02 de abril de 2019, recibió la gestión de la joven NOMBRE 001, en calidad de hija, mediante la cuales solicita se le otorgue la pensión que se genera por el fallecimiento del señor Hidalgo del Valle.  
Consecuentemente, en fecha 5 de abril de 2019 se remitió el oficio N° 1434-AP-2019, dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la solicitante.
II.              Valoración socioeconómica practicada. 
Mediante informe de fecha 1 de octubre de 2019, recibido en esta Dirección el 3 de octubre de 2019, la Licda. Ana Shirlenia Briceño Castro, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, analizó las condiciones socioeconómicas la joven NOMBRE 001.
El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:
“…La joven NOMBRE 001es hija única del ex-servidor judicial fallecido don Javier Enrique Hidalgo del Valle, cuyo deceso fue el día 15 de marzo del año 2019. 
Luego del divorcio de sus padres, su progenitor le brindaba pensión alimentaria, la cual le fue suspendida a partir de su fallecimiento. Monto que utilizaba para cancelar el costo de su educación. 
Acerca de las actuales condiciones socioeconómicas de la solicitante, se indica que sus necesidades han estado satisfechas, porque ha contado con varios recursos de apoyo familiares: su madre y padrastro. No obstante, debido a la disminución de algunos ingresos y a la descontinuación de la pensión alimentaria de su padre, ha tenido que adscribirse al mercado laboral. 
Próximamente iniciará sus estudios universitarios, para lo cual va a requerir de un contenido económico específico, el cual no puede ser sufragado por su madre y padrastro. 
Por lo que la razón que generó la solicitud para el presente proceso por parte de la entrevistada es ante su necesidad de financiarse su educación superior. En caso de que no obtenga su derecho a la pensión se vería afectado su plan de estudios a nivel universitario y, por consiguiente, la calidad de vida que mantenía en vida de la persona fallecida. 
Se informa lo anterior a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, Subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, para lo correspondiente …”
                                III.              Consideraciones del caso según estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.
La joven NOMBRE 001, actualmente cuenta con 19 años, soltera, con secundaria completa, labora como recepcionista y se encuentra estudiando inglés; una vez que terminé sus estudios en dicho idioma, espera seguir con estudios universitarios.
La petente indicó que sus progenitores se mantuvieron en matrimonio hasta que ella tenía ocho años; se divorciaron debido a las infidelidades del señor Hidalgo del Valle. Según se informó, posterior al divorció su padre se trasladó a vivir con su madre la señora Daisy del Valle Chacón.
 
Karina es hija única ya que don Javier no procreó más hijos, ni estableció otra relación de pareja formal.
 
[bookmark: m_1911740326616578198__Hlk28607794]De acuerdo con lo expuesto por la joven a la profesional en Trabajo Social, posterior al divorcio, su padre le giraba pensión alimentaria por un monto de ¢50,000.00 (cincuenta mil colones con 00/100) colones hasta sus 12 años de edad, luego ascendió a la suma de ¢80,000.00 (ochenta mil colones con 00/100) finiquitado el aporte hasta su deceso. 
Se conoce que don Javier, presentó un tumor desde antes del nacimiento de NOMBRE 001. Recibió tratamiento el cual en apariencia le provoco afectaciones mayores en su cerebro, siendo que perdió la posibilidad de movilización y del habla, sufría de convulsiones y derrames, hasta su fallecimiento en marzo de 2019.  
Durante su período de enfermedad, NOMBRE 001 visitaba a su padre en la casa de su abuela paterna doña Daisy, cada quince u ocho días, así como en la casa de la abuela materna. Era su madre Xiomara Rodríguez quien la llevaba en su automóvil, pero en ocasiones no la podía trasladar. 
Explica que antes del 2015, cuando don Javier aún podía caminar, ambos realizaron viajes a la playa, a las piscinas de ANEJUD y a las fiestas del OIJ, posteriormente se vio obligado a utilizar silla de ruedas lo que limitó el compartir espacios de recreación. 
Manifiesta la entrevistada que conforme ella creció se le empezó a dificultar visitarlo. En ocasiones asistía entre semana o algún fin de semana. Prefería que su madre la llevara o que le acompañara su novio, expresando que la zona donde residía su papá, era de peligrosidad.  
La disminución de visitas de NOMBRE 001 a su papá molestó a su abuela paterna. La enfermedad de su padre se encontraba muy avanzada, por lo que se mantenía encamado y sin movilización. 
Según indica NOMBRE 001, en algunas ocasiones cuando ella lo visitaba, su abuela Daisy, en estado de enojo, no le abría la puerta o no le permitía ingresar a la casa, pese a que NOMBRE 001 le brindaba las justificaciones de sus ausencias. 
Fue su tío paterno Rigoberto quien le comunicó que el doctor dictaminó que su padre iba a fallecer en el lapso de una semana, por lo que Karina se hizo presente en la casa de su abuela Daisy en compañía de su madre y abuela materna, para asegurarse que le permitiera ingresar a la vivienda y así logró despedirse de su progenitor. Días después su tío paterno le comunicó sobre el deceso, dado que su abuela paterna no lo realizó. 
Debido a lo anterior, es que no existe vinculación actual con doña Daisy.  Sin embargo, al saber NOMBRE 001 que en Coopejudicial existía la suma de un millón de colones para cada una, le comunicó a su abuela paterna que retirara lo que a ella le correspondía. 
Por otra parte, NOMBRE 001 se enteró que su padre tenía unos ahorros en el Poder Judicial para los cuales en apariencia estaban como beneficiarias NOMBRE 001 y su abuela paterna doña Daisy, sin embargo, la joven indica que solamente los retiró su abuela, obviando lo que a NOMBRE 001 le correspondía.  
Manifiesta la solicitante que, su abuela paterna ha residido desde siempre con su hijo Rigoberto, quien cuenta con 55 años y era quien le administraba la pensión a don Javier, dado que por su enfermedad fue separado desde que la ella tenía seis años. 
NOMBRE 001 siempre ha residido en su actual vivienda, ubicada en Coronado, la cual le fue donada por su padre Javier, le acompaña su madre Xiomara Rodríguez Herrero de 46 años y su padrastro Roberto Mora Castro de 45 años, quien habita con ellas desde hace nueve años. 
Los señores Xiomara y Roberto se encuentran en matrimonio, no han procreado hijos. Ella trabajó en la recepción del Hospital Católica durante cinco años y nueve meses, siendo despedida el reciente 29 agosto 2019 y él labora en su empresa propia desde su casa, instalando a domicilio cámaras de vigilancia y alarmas.
De acuerdo con lo indicado por la joven, ella empezó a trabajar para ayudar a la familia a sufragar gastos y pagarse sus estudios de inglés.  Actualmente NOMBRE 001 se desempeña como recepcionista en una empresa de diseño de edificios.
En cuanto a la salud de la joven solicitante se conoce que padece de gastritis, por lo que cuando lo requiere debe comprar medicamentos.  
Según el cuadro de ingresos y gastos el núcleo familiar tiene un total de ingresos por un monto de ¢953,470.00 (novecientos cincuenta y tres mil cuatrocientos setenta colones con 00/100) desglosados de la siguiente manera: ¢ 550,000.00 (quinientos cincuenta mil colones con 00/100), provenientes del salario de don Roberto y ¢403,470.00 (cuatrocientos tres mil cuatrocientos setenta colones con 00/100) que provienen del salario de NOMBRE 001.  Mientras que los egresos familiares son por un monto de ¢1,330,601.00 (un millón trescientos treinta seiscientos un colón con 00/100).  Resulta importante recalcar que, de acuerdo con lo indicado por la profesional en Trabajo Social, NOMBRE 001 sufraga sus propios gastos.
Actualmente la señora Xiomara Rodríguez Herrero, madre de Karina, se encuentra desempleada, toda vez que fue despedida de su puesto como recepcionista en la Clínica Católica en agosto de 2019, razón por la cual el grupo familiar no logra satisfacer todas las necesidades y como medida compensatoria, la señora Rodríguez Herrero adquirió bisutería con el dinero que recibió de la Asociación Solidarista con la finalidad de venderla y compensar el déficit económico que presenta la familia. 
Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:
“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
Tienen derecho a pensión por orfandad:
1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante,
dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:
1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.
1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas…”
Artículo 229- 
El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 
IV.              Conclusiones.
El informe socioeconómico practicado a la joven NOMBRE 001, demuestra con claridad que existió un grado de dependencia económica entre ella y su padre, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado.
La situación económica de NOMBRE 001 se vio impactada con el fallecimiento de don Javier, toda vez que ella recibía pensión alimentaria por el monto de ¢80,000.00 colones mensuales, suma de la que hoy carece para la continuidad de su desarrollo integral.  
Si bien es cierto, NOMBRE 001 cuenta con ingresos propios, los mismos son insuficientes para hacerle frente a una carrera universitaria, lo anterior de acuerdo con los datos suministrados por la Trabajadora Social en el cuadro de ingresos y gastos, mediante los cuales se demuestra que la joven se vio obligada a incorporarse al mercado laboral, con la finalidad de apoyar económicamente a su núcleo familiar.
Conforme la información aportada por la Trabajadora Social, la joven NOMBRE 001 mantiene sus actividades académicas, por lo cual la posibilidad de recibir un beneficio de pensión le significaría mayores posibilidades de alcanzar alguna preparación profesional que le brinde mejores herramientas para su futuro. 
V.              Datos de interés para la resolución de la solicitud
[bookmark: m_1911740326616578198__Hlk28594865]La verificación de los datos de la planilla del jubilado fallecido Javier Hidalgo del Valle, establecen que devengaba un beneficio mensual en bruto de ¢525,737.99 (quinientos veinticinco mil setecientos treinta y siete colones con 99/100).
Ahora bien, conforme a la normativa actual vigente, se determina que monto máximo de pensión al que aspira la señorita NOMBRE 001 es el 80% del monto de jubilación del causante; para este caso la suma se establece en ¢420,590.39 (cuatrocientos veinte mil quinientos noventa colones con 39/100).
En caso de aprobarse el beneficio a favor de la señorita NOMBRE 001, para la consideración de la Junta Administradora del Fondo sobre la posible fecha de vigencia, se informa que la solicitud de pensión fue presentada el 02 de abril de 2019, un total de 20 días naturales posteriores al deceso don Javier Hidalgo del Valle, acaecido el 13 de marzo de 2019. 
Es importante señalar que, en el caso de la señorita NOMBRE 001, el beneficio de pensión se otorga hasta la edad de 25 años, tiempo durante el cual la gestionante deberá demostrar mediante los documentos que solicite el Departamento 
Financiero Contable, que es alumna activa de un centro de estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora del Fondo.
Adicionalmente, es menester informar al Consejo Superior que tal y como lo revela el informe de Trabajo Social, la joven NOMBRE 001 se encuentra actualmente ejerciendo actividad laboral debido a las necesidades personales y del propio núcleo familiar; sin embargo, de acuerdo con el análisis de las regulaciones de la Ley 9544, no se establece prohibición alguna por la cual se concluya que la solicitante debido al trabajo que desempeña, no califica para recibir el beneficio de la pensión.
Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.
”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana N° PJ-DGH-AP-210-2020 y del Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 19-000540-0725-TS. 2) Previo a resolver lo que corresponda, dada la edad de la gestionante, solicitar a la joven NOMBRE 001, presente ante esta Junta Administradora certificación que acredite que la Academia Ulearn, si es reconocida por el Ministerio de Educación, a efectos de contar con mayores elementos que permitan a esta Junta valorar el posible otorgamiento del beneficio de pensión, lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
La joven NOMBRE 001, en correo electrónico del 23 de abril de 2020, comunicó lo siguiente:
“Les agradezco a todos su colaboración, me encuentro muy feliz al recibir esta noticia. También quería indicarles que yo me mantengo hoy en día estudiando en la Universidad Creativa, a punto de matricular mi segundo cuatrimestre, apenas tenga el certificado oficial se los estaré envidiando por este medio. Mientras, podría entregarles mi hoja de matrícula la cual inicié en el mes de Enero de este año y también el desglose de los dos primeros cuatrimestres, les agradezco a todos por la ayuda. Me imagino que todo lo tendría que enviar por medio de correo electrónico por el problema de la pandemia, de no ser así me lo podrían comunicar, gracias! 
(…)”
- 0 -
Se acordó: 1) Tomar nota de que la gestionante actualmente estudia en la Universidad Creativa en la carrera de Diseño de Interiores. 2) Conforme los documentos presentados, aprobar el beneficio de pensión de la joven NOMBRE 001, hija del jubilado judicial fallecido Javier Hidalgo del Valle, a partir del 01 de enero de 2020, en el 80% del monto del beneficio de jubilación que recibía el señor Hidalgo del Valle. 3) En cuanto al periodo 2019, esta Junta no se pronuncia por cuanto la señorita NOMBRE 001, no presentó los documentos solicitados en acuerdo de sesión 10-2020 celebrada el 30 marzo del 2020, artículo VI. 4) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable para lo que a cada uno corresponda. 5.) Deberá la joven NOMBRE 001, presentar los documentos originales al Departamento Financiero Contable con firma digital para el trámite correspondiente. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39174001]ARTÍCULO XVI 
DOCUMENTO N° 307-2020.
Las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Leda Córdoba Montero y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Directora, Subdirectora interina, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y Jefe interino de Administración de Personal todos de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-1486-2020, del 16 de abril de 2020, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk2502170]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora NOMBRE 001, en  y, del funcionario judicial fallecido NOMBRE 002, cuyo deceso acaeció el 29 de octubre de 2018.

1. Origen.
Esta Dirección en fecha 23 de setiembre de 2019, recibió la gestión de la señora NOMBRE 001, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su compañero de hecho. 

Consecuentemente, en fecha 30 de setiembre de 2019 se remitió el oficio PJ-DGH-AP-4498-2019 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la petente.

Importante acotar, que la presentación de la solicitud de pensión de la señora NOMBRE 001, dejo en suspenso la solicitud de pensión del señor Juan Ulate García, en calidad de padre del señor NOMBRE 002, la cual  fue presentada el día 21 de noviembre 2018 y que de acuerdo con el estudio socioeconómico practicado, revelo dependencia parcial del señor Ulate García hacia su hijo, sin embargo, conforme la normativa que regula el otorgamiento de las pensiones, la solicitud del señor Juan Ulate García solo podría estudiarse en ausencia de la solicitud de la señora NOMBRE 001 y aunque esta presentara la gestión 10 meses posteriores a la solicitud de don Juan Ulate, la ley le confiere prioridad en cuanto al reclamo del beneficio.
1. Valoración socioeconómica practicada. 
Mediante informe 19-000675-721 TS de fecha 24 de enero de 2020, recibido en esta Dirección el 3 de febrero de 2020, la Licda. Rosa Fallas Bonilla, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, analizó las condiciones socioeconómicas de la señora NOMBRE 001.

El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:

“…Los hallazgos de la investigación social señalan que la Sra. NOMBRE 001 al momento del fallecimiento del Sr. NOMBRE 002, no convivían, por cuanto ella cambió de domicilio por referir haber sido víctima de violencia.  Durante la convivencia se refiere a través del relato de evaluada, que compartían los gastos, de manera tal que él sufragaba la alimentación y servicios básicos. De acuerdo con la información obtenida, se desprende que posterior a la separación y defunción, la evaluada logra solventar sus necesidades con el ingreso que percibe como jubilada.  Así mismo, el remanente económico se ampliará a partir del término del pago de préstamo adquirido., …”

1. Consideraciones del caso según estudio socioeconómico.
La señora NOMBRE 001 cuenta con 53 años al momento de la valoración socioeconómica, con estudios universitarios completos en Licenciatura en Derecho. Actualmente está jubilada por el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

En 1994 doña NOMBRE 001y don NOMBRE 002comenzaron su relación de pareja y en 1995 empezaron a convivir, para ese entonces la solicitante se encontraba embarazada del único hijo de la pareja Douglas Ulate Peraza, quien a la fecha de la valoración tiene 24 años. 

Según lo descrito por la señora NOMBRE 001, la relación con el señor NOMBRE 002 fue conflictiva, al punto de que ella era víctima de agresión, el último suceso se dio en julio de 2018, momento en el cual sufrió agresión física, motivo por el cual tuvo que irse de su casa a la casa de un familiar para poder estar segura. 

En octubre de 2018, fue comunicada del fallecimiento de don NOMBRE 002.  Recuerda doña NOMBRE 001que, durante el último periodo de convivencia la pareja distribuía los gastos de forma tal que, el fallecido pagaba los servicios básicos y la alimentación; ella se encargaba del pago de deudas y del ahorro.
La valorada vive en casa adquirida durante el tiempo de convivencia, según indicó en la entrevista, vive junto a una amiga y el hijo de su amiga ya que le daba miedo estar sola en la casa, por lo que les pidió que la acompañaran, sin cobrarles nada por la estadía, tanto la amiga como el hijo de esta trabajan en restaurantes de la zona.

En la visita se logra observar que el exterior de la vivienda se encuentra en excelente estado de conservación. En general, el inmueble presenta adecuadas condiciones para la habitabilidad. 

Según indicó doña NOMBRE 001 en la entrevista, luego del fallecimiento de don NOMBRE 002 ella es quien se encarga de la totalidad de los gastos. No recibe ayudas por parte de su hijo, ya que este vive de forma independiente y se encarga de solventar sus propias necesidades.

En mayo de 2018, la pareja adquirió un préstamo para la compra de un lote, por un monto de treinta millones de colones con una mensualidad de seiscientos mil colones, mensualidad que ella asumió, más el pago de los intereses anuales que son por un monto de un millón de colones, los cuales cancela con su aguinaldo, sin embargo, indica que desconoce la ubicación exacta del lote y no sabe si al final se concretó la compra, por lo que ignora el destino de los treinta millones.

De acuerdo con el cuadro de ingresos y gastos doña NOMBRE 001cuenta con ingresos mensuales por un monto bruto de ₡1,372,840.00 (un millón trescientos setenta y dos mil ochocientos cuarenta colones con 00/100) y un monto líquido de ₡1,055,589.00 (un millón cincuenta y cinco mil quinientos ochenta y nueve colones con 00/100) mientras que los egresos mensuales son por un monto de ₡902,464.00 (novecientos dos mil cuatrocientos sesenta y cuatro colones con 00/100).

1. Normativa atinente al caso.
 Ley Orgánica del Poder Judicial (N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:  

Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.

Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

1. Conclusiones.

· Desde el punto de vista legal, el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, le otorga a la señora NOMBRE 001 la posibilidad de solicitar el beneficio de pensión por el fallecimiento de su compañero de unión de hecho, siempre y cuando se demuestre dependencia total o parcial hacia el causante del beneficio, condición que de acuerdo con el estudio socioeconómico no se presentó.

· El objetivo principal del estudio socioeconómico es establecer si la persona solicitante cuenta o no con los recursos y condiciones adecuadas para asegurar su sobrevivencia.  Lo anterior fue confirmado por la profesional en Trabajo Social, quien, a través del peritaje realizado, logra establecer que la evaluada cuenta con un superávit mensual de ¢153,125.00 (ciento cincuenta y tres mil ciento veinticinco colones con 00/100), monto que aumentará una vez que cancele el préstamo que adquirió para la compra del lote.

· De acuerdo con el peritaje realizado se tiene que, antes de la separación de la pareja, existía un acuerdo en el plano financiero de la familia para compartir los gastos, asumiendo don NOMBRE 002el pago de la alimentación y servicios públicos, sin embargo, el estudio socioeconómico revela que posterior la separación y defunción del señor NOMBRE 002, doña NOMBRE 001ha logrado enfrentar los gastos y solventar sus necesidades con el dinero que recibe mensualmente por concepto de jubilación, sin evidenciar alguna afectación significativa en su calidad de vida.

· Un elemento que refuerza el hecho de que no existió dependencia económica de la señora NOMBRE 001 hacia su compañero, es que la solicitud de pensión presentada se registra con una posterioridad de 11 meses desde el fallecimiento de don NOMBRE 002 y de un 1 año y 3 meses desde su separación, tiempo durante el cual la señora NOMBRE 001 no le reporta a la Profesional en Trabajo Social alguna afectación en cuanto a la satisfacción de sus necesidades.

1. Datos aritméticos y personales para el establecimiento del monto de jubilación.

· Servidor fallecido: NOMBRE 002.

· Edad al momento de su deceso: 55 años, 11 meses y 1 día.

· Tiempo servido: 26 años, 11 meses y 0 días.

· Porcentaje de jubilación por años de servicio: 76.90%

· Salarios considerados para el cálculo: Últimos 240 salarios indexados (traídos a valor presente conforme el artículo 224 de la Ley 9544).


	Total 240 salarios indexados
	₡189,630,958.49

	Salario Promedio
	₡790,128.99 

	Salario Referencia, 82% del salario promedio
	₡647,905.77 

	Monto de Jubilación
	₡498,270.39 



1. Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk38459939]De acuerdo con los cálculos realizados en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con la legislación vigente, al señor NOMBRE 002 le hubiese correspondido por concepto de jubilación la suma mensual de ¢498,270.39 (cuatrocientos noventa y ocho mil doscientos setenta colones con 39/100).

· Si conforme el criterio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se establece que corresponde otorgarle el beneficio de pensión a la señora NOMBRE 001, se debe indicar que, conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña NOMBRE 001 es del 80% del monto que le correspondería de jubilación a don NOMBRE 002; para este caso equivale a ₡398,616.31 (trecientos noventa y ocho mil seiscientos dieciséis colones con 31/100) mensuales en bruto.

· Como dato de referencia ante una posible aprobación del beneficio, se informa que la señora NOMBRE 001, presentó la solicitud de pensión el día 23 de septiembre de 2019, 10 meses y 26 días naturales posteriores al fallecimiento de don NOMBRE 002, acaecido el 29 de octubre de 2018.
No omitimos manifestar que, esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.
(…)”
- 0 -
Por unanimidad, se acordó: 1.) Denegar la solicitud de pensión presentada por la señora NOMBRE 001, compañera en unión de hecho del servidor judicial fallecido NOMBRE 002, dado que del estudio socioeconómico se evidencia que no existía dependencia económica de la persona gestionante. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, reactive el estudio de pensión formulada por el señor Juan Ulate García, padre del servidor fallecido NOMBRE 002 e informe a esta Junta lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39174003]ARTÍCULO XVII 
DOCUMENTO N°  292-2020.
Las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Leda Córdoba Montero y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Directora, Subdirectora interina, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y Jefe interino de Administración de Personal todos de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-1402-2020, del 22 de abril de 2020, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora NOMBRE 001 , en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido NOMBRE 002 , cuyo deceso acaeció el 18 de octubre de 2019.

1. Origen.
Esta Dirección en fecha 13 de noviembre de 2019, recibió la gestión de la señora NOMBRE 001 , mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don NOMBRE 002.

Consecuentemente, en fecha 20 de noviembre de 2019 se remitió el oficio N° PJ-DGH-AP-5431-2019 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la petente.

1. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe de la Licda. Cintia Paola García Rojas, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora NOMBRE 001 .
 
El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:

“…La persona referida Sra. NOMBRE 001 solicita el beneficio de pensión en su calidad de cónyuge, en razón de que su esposo y jubilado judicial Sr. NOMBRE 002 , falleció el 18 de octubre del 2019.  Respecto a la relación entre el ex jubilado judicial y la actual solicitante es posible determinar que mantenía unión matrimonial y convivencia al momento del deceso, siendo el aporte de la persona fallecida el principal ingreso del grupo familiar para suplir sus necesidades personales, las de su hogar y la administración de los
bienes adquiridos durante la relación matrimonial.

No se detectan personas dependientes de la NOMBRE 001 o de su cónyuge durante la relación matrimonial; no obstante los antecedentes familiares develan que la referida ha sido dependiente de su consorte durante la relación de pareja, lo cual la ubica en situación de vulnerabilidad económica al no contar con ingresos propios que le permitan subsistir y que aunado a su condición etárea y de salud con presencia de necesidades especiales se constituye en un factor de riesgo.

Posterior al fallecimiento del jubilado judicial, la valorada ha tratado de solventar sus necesidades básicas a través de un ahorro que mantuvo su esposo en una cooperativa y el subsidio por el deceso de su cónyuge que le otorgó la Caja Costarricense de Seguro Social; el cual se constituye en un ingreso temporal. …”


1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.
La señora NOMBRE 001 , cuenta con de 66 años, según indicó durante la entrevista no concluyó sus estudios en secundaria y se encuentra dedicada a las labores domésticas no remuneradas por lo que siempre dependió de los ingresos de su esposo.  

Doña NOMBRE 001 y don NOMBRE 002 estuvieron casados durante 44 años, tiempo durante el cual procrearon un hijo y una hija Cristian Castro Salazar y Meibel Rebeca Castro Salazar.  Según se indica, la relación marital fue estable sin conflictos, destacándose a don NOMBRE 002 como el proveedor del hogar, mientras que doña NOMBRE 002 se dedicaba a las labores del hogar y cuido de sus hijos. 

De acuerdo con lo manifestado por la señora NOMBRE 001 , sus hijos se independizaron y formaron sus propios núcleos familiares sin que existiera una dependencia económica hacia don NOMBRE 002, ni tampoco existía ayuda económica de ellos para con sus progenitores.  Lo anterior fue confirmado por fuentes vecinales.

Indica doña NOMBRE 001 que su esposo siempre se encargó de los gastos como el pago de servicios públicos, alimentación, mantenimiento de la vivienda y del vehículo, además de los impuestos municipales, vestido y calzado, dinámica que se mantuvo hasta el fallecimiento de don NOMBRE 002.

Al momento del peritaje doña NOMBRE 001 conformaba un hogar unipersonal en la vivienda que habitó junto a su esposo, la cual se conserva en buen estado y se ubica en zona urbana de fácil acceso a servicios públicos.

Durante el trabajo de campo, la señora NOMBRE 001  aportó dictamen médico el cual indica que presenta diagnósticos de "Diabetes Mellitus" y "Dislipidemia Mixta", por los cuales recibe control y tratamiento médico en el Ebais de San Sebastián Colonia Kenedy. Se identifican necesidades especiales derivadas de su condición de salud, como el requerimiento de alimentación balanceada y compra de suplementos multivitamínicos que la Caja Costarricense de Seguro Social no le suministra, además utiliza anteojos, los cuales debe renovar anualmente.

[bookmark: _Hlk36666218][bookmark: _Hlk36662555]Según la información recabada por la profesional en Trabajo Social, doña NOMBRE 001 no cuenta con ingresos propios, sin embargo, tiene egresos mensuales por un monto de ¢357,334.35 (trescientos cincuenta y siete mil trescientos treinta y cuatro colones con 35/100), los cuales ha podido hacerle frente con los ¢15,000.00 (quince mil colones con 00/100) que recibe mensualmente por el alquiler de la cochera de su vivienda, además de  ¢1,000,000.00 (un millón de colones con 00/100) que le entregó una cooperativa cuyo nombre se desconoce y por el subsidio de ¢95,000.00 (noventa y cinco mil colones con 00/100) que le entregó la Caja Costarricense de Seguro Social  por el fallecimiento de su cónyuge. De estos dineros, la valorada no presentó documentación alguna.  

[bookmark: _Hlk36665927]Durante la entrevista doña NOMBRE 001 indicó que no recibe apoyo económico de ninguna institución de bienestar social; lo que fue confirmado por la Trabajadora Social a través de la consulta realizada a la Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios del Estado (SINIRUBE).

1. Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”


“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 


1. Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora NOMBRE 001 , es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor NOMBRE 002 , era este el único proveedor familiar, por lo que la señora NOMBRE 001  dependió siempre de los ingresos de su esposo, lo que a la luz de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según consulta realizada por la Trabajadora Social a través del Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios del Estado (SINIRUBE), doña NOMBRE 001 no es beneficiaria de ayudas por parte de instituciones de bienestar social.  Asimismo, según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, la doña NOMBRE 001 no cuenta con ninguna pensión estatal que le permitan tener recursos para su subsistencia.

· Conforme lo informa la Profesional encargada del estudio socioeconómico, los gastos estimados de doña Rosa ascienden a ¢357,334.35 (trescientos cincuenta y siete mil trescientos treinta y cuatro colones con 35/100), los cuales les ha hecho frente con los dineros recibidos posterior al fallecimiento de su esposo, sin embargo, estos dineros son temporales.  Relacionado con lo anterior, a pesar de que la petente tiene descendencia, sus hijos no le brindan ningún apoyo económico, situación que la sitúa en una posible condición de vulnerabilidad socio económica. 

· La avanzada edad de doña NOMBRE 001, baja escolaridad y la condición de salud que presenta, son situaciones que le dificultan al extremo su inserción al mercado laboral, lo cual representa un impedimento para obtener ingresos por cuenta propia.
	
	 
	 
	 


1. Datos de interés.

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor NOMBRE 002  era de ¢474,317.46 (cuatrocientos setenta y cuatro mil trecientos diecisiete colones con 46/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña NOMBRE 001de aprobársele la pensión es del 80% del monto que le correspondería de jubilación a don NOMBRE 002, para este caso equivale a ¢379,453.96 (trecientos setenta y nueve mil cuatrocientos cincuenta y tres colones con 96/100) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 13 de noviembre de 2019, un total de 26 días naturales posteriores al fallecimiento don Olman. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora NOMBRE 001 , se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.
(…)”
- 0 -
Por unanimidad, se acordó: 1)  Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana y aprobar el beneficio de pensión a la señora NOMBRE 001 , cónyuge sobreviviente del causante NOMBRE 002 , cuya asignación será de ¢379,453.96 (trecientos setenta y nueve mil cuatrocientos cincuenta y tres colones con noventa y seis céntimos), monto bruto mensual, lo anterior a partir del 19 de octubre de 2019, equivalente a un 80% del monto de la jubilación del jubilado judicial NOMBRE 002 , al momento de su fallecimiento. 2) Hacer este acuerdo de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc39174006]ARTÍCULO XVIII 
DOCUMENTO N° 308-2020.
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 10-2020 celebrada el 30 de marzo del 2020, artículo IX, se tuvo por conocidas las gestiones de la señora NOMBRE 001 y de conformidad con lo expuesto por la integrante Ingrid Moya Aguilar, comunicarle que el pago del beneficio de pensión se está tramitando en la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable cuyo giro se tiene previsto para la primera quincena del mes abril de 2020. Asimismo, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que se refiera a los ajustes que señala la señora NOMBRE 001, respecto al beneficio que mantenía el señor Orozco Saborío.
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de la Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en oficio N° PJ-DGH-AP-1601-2020 del 23 de abril de 2020, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Toc36126388]“En atención al oficio N° 188-2020, recibido en esta Dirección en fecha 16 de abril de 2020, en el cual se transcribe el acuerdo tomado en la sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones N° 10-2020, celebrada el 30 de marzo del año en curso, articulo IX que en lo que interesa indica: 
“…3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que se refiera a los ajustes que señala la señora NOMBRE 001, respecto al beneficio que mantenía el señor NOMBRE 002…”
Al respecto debemos señalar que, el jubilado judicial fallecido NOMBRE 002 se acogió a su derecho jubilatorio a partir del 01 de febrero de 1984, por lo que la Unidad de Jubilaciones y Pensiones realizó una revisión exhaustiva del beneficio otorgado desde esa data a la fecha de defunción de NOMBRE 002, comprobándose que los cálculos del monto de la jubilación están correctos, además de que los reajustes por costo de vida se encuentran debidamente actualizados al segundo semestre del 2019.
En virtud de lo expuesto, se establece que la gestión de la señora NOMBRE 001 no es procedente, toda vez que, a la fecha no existen reajustes pendientes de aplicar sobre el monto de jubilación del señor NOMBRE 002. Esto consecuentemente implica que, por las razones expuestas, tampoco corresponde reajuste sobre el beneficio de la pensionada. 
Ahora bien, para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se informa que en relación con el monto de pensión de la señora NOMBRE 001, la normalización de su pago se concretó a partir de la primera quincena de abril del año en curso, razón por la cual a la fecha le resta por aplicar el reajuste por concepto de incremento por costo de vida de primer semestre 2020, mismo que se tiene previsto para su aplicación en la primera quincena de mayo 2020, momento a partir del cual su monto de pensión se tendrá debidamente actualizado.
(…)”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-AP-1601-2020 del 23 de abril de 2020, suscrito por la licenciada  Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de la Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y con base en el informe rechazar lo solicitado por la señora NOMBRE 001. 2.) Hacer este acuerdo del conocimiento de la señora NOMBRE 001. Se declara este acuerdo firme.

ARTÍCULO XIX 
DOCUMENTO N° 371-2020.
	La licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, en correo electrónico remitió el seguimiento de los acuerdos pendientes:


1

2

	ACUERDOS PENDIENTES, JUNTA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL

	Cons.
	No. ACTA
	No. Artículo
	Fecha Sesión
	Texto acuerdo
	Observaciones

	1
	2
	IV
	3/2/2020
	Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° 274-DE-2020 del 22 de enero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva referente al “Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio”, correspondiente al 31 de diciembre de 2019. 2.) Tomar nota de los resultados del análisis comparativo de instrumentos al que se arribó en este informe. 3.)  Se toma nota que, en los estados de cuenta, el monto de los cupones de los títulos valores de tasa variable, que se mantiene en el Banco de Costa Rica, se presentan desactualizados, mientras que en el sistema de inversiones del Macroproceso Financiero Contable, los montos de los cupones son calculados de acuerdo con las variaciones de la tasa básica pasiva.4.)Solicitar a la Dirección Ejecutiva que se continúe con el seguimiento de las solicitudes realizadas al ente custodio para depurar las diferencias presentadas en el informe. 5.)Solicitar al puesto de bolsa del Banco Costa Rica que comunique a esta Junta Administradora cual es el plazo mínimo para poder actualizar y depurar las diferencias presentadas en el informe supracitado.6.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del BCR Custodio y del Departamento de Financiero Contable.


	Pendiente plazo para actualizar y depurar diferencias en cupones de titulos valores de tasa variable por parte de BCR Custodio.

	2
	2
	VII
	3/2/2020
	se acuerda lo siguiente:1.)En razón de que aún se encuentra el plazo perentorio de la resolución de la Sala Constitucional referente alos 18 meses para que se regule en nuestro ordenamiento jurídico el matrimonio entre personas del mismo sexo, se dispone que de previo a conocer el presente informe, se contrate asesoría legal para que estudie el caso en particular, tomando en cuenta lo emitido por la Dirección Jurídica del Poder Judicial en el criterio N° DJ-C-411-2019 del 25 de setiembre de 2019, así como el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, artículo XIX, con la finalidad de que recomiende a esta Junta Administradora lo que corresponda.2.) Asimismo, la asesoría legal que se contrate deberá emitir un criterio indicando en diferentes supuestos, cual sería la fecha exacta de rige del derecho de pensión para las posibles personas gestionantes.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señoraClare Goodman Goodchild.
	Pendiente contratación de asesor legal. Relacionado con el acuerdo del Art.XII, sesión del 17-02-2020  de la Junta Administradora de Pensiones, que indica:...2.)Informarle a la licenciada Mayra Centeno Mejía, que el beneficio de pensión de la señora Clare Goddman Goodchild, se encuentra suspendido hasta tanto se conozca el criterio jurídico solicitado en el acuerdo supracitado.

	3
	2
	X
	3/2/2020
	Se acordó:1.) Esta Junta Administradora está anuente a cancelar los montos que se adeudan a la Superintendencia de Pensiones por concepto de cobro por supervisión, sin embargo, para contar con una mayor claridad, se solicitada al citado órgano nos indique el detalle de los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes que deben aplicarse, antes de la citada modificación.2.)Asimismo, se solicita a la Superintendencia de Pensiones nos aclare si el cobro por la por supervisión se contabiliza desde el 22 de mayo de 2018, momento en que se publicó la Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” o desde el momento de la Junta Administradora del Fondo de conformó efectivamente el 27 de enero de 2020.
	Pendiente fecha inicio por supervisión por parte de Supen a la Junta Administradora.

	4
	2
	XV
	3/2/2020
	se acordó: 1.)Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que informe a esta Junta Administradora, cual fórmula fue utilizada para calcular el monto que debería cancelar el servidor Francisco Molina Di Palma, Auxiliar de Servicios Generales 4, debido a que el reconocimiento para anualidades se realizó el 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, sin embargo, en ese momento no se gestionó el trámite de reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, sino hasta el año 2019; en ese sentido, esta Junta Administradora interpreta que, en razón de que el gestionante concreta la solicitud para esos efectos en el 2019, debe aplicarse la fórmula vigente en ese año.2.)Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Francisco Molina Di Palma.
	 Relacionado con el Art.XV de la sesión 5 del 24-02-2020 de la Junta Administradora de Pensiones. Se verá en la sesión del 30-03-2020

	5
	2
	XVII
	3/2/2020
	se acuerda:1.) Solicitar al Departamento de Tecnología de la Información que ubique la página del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de forma independiente en el portal general de la página web del Poder Judicial, con la finalidad de que los interesados puedan consultar de forma más explícita la información e informes conocidos por esta Junta Administradora, así como los acuerdos adoptados en las respectivas sesiones.2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable.
	Pendiente reunión con parte técnica de TI

	6
	2
	XX
	3/2/2020
	se acordó: 1.)Autorizar la compra del equipo de computación necesario para los integrantes de esta Junta que así lo requieran, asimismo, se autoriza la compra de firmas digitales para los mismos. Se deberá coordinar lo necesario con la integrante Ingrid Moya Aguilar, tesorera de esta Junta Administradora. Los citados equipos deberán contar con los seguros correspondientes en caso de alguna eventualidad.2.)Una vez se cuente con el equipo respectivo, solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información incorporar los accesos necesarios para que cuenten con la red del Poder Judicial y los programas que se requieran.3.)Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva.
	Pendiente compra equipos, seguros y accesos de red.

	7
	2
	XXIV
	 
	se dispone: Solicitar al Departamento Financiero Contable que remita un informe indicando con cuantos jubilados y pensionados se cuenta en la actualidad, con corte a enero del presente año. Asimismo, remitan la lista de los contactos de cada una de las personas beneficiarias.
	Informe con corte al 20/04/2020, Acta No.12

	8
	3
	VIII
	10/2/2020
	Se acordó:1.) Tener por recibido el oficio N° 447-DE-2020 del 4 de febrero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2.)Aprobar la formalización de los contratos de los proveedores de servicios bursátiles, de conformidad con las indicaciones contenidas en el oficio N° 0062-FC-2020 del 31 de enero de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano y el MPM. Oslean Mora Valdez, por su orden, jefa del Departamento Financiero Contable y jefe del Proceso de Inversiones. 3.)Hacer el presente acuerdo del Comité de Inversiones, para que valoren las observaciones del integrante Mauricio Villalta Fallas. 4.) Solicitar a la jefatura del Proceso de Inversiones que valoren lo indicado por el integrante Villalta Fallas, para que realicen una nueva metodología de valoración de los puestos de bolsa.
Hacer este acuerdo de la Dirección Ejecutiva y del Departamento Financiero Contable.
	Pendiente Jefatura del Proceso de Inversiones

	9
	3
	XIV
	10/2/2020
	acuerda lo siguiente: 1.)Separarse del dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y de la recomendación emitida por la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° PJ-DGH-AP-455-2020 del 29 de enero 2020, en consecuencia, acoger el beneficio de pensión presentado por el señor Gerardo Francisco Vargas Prado, a partir del 22 de septiembre de 2018. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, a la mayor brevedad posible, remita el monto bruto del 80 % de la jubilación que percibía la señora Duarte Montoya, para que este órgano determine el porcentaje de pensión que se le entregará al señor Vargas Prado.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Gerardo Francisco Vargas Prado.
	Se verá en la sesión del 20-04-2020, acta No.12

	10
	3
	XXI
	10/2/2020
	Se acordó:1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 5 de noviembre de 2019, artículo XXII, en donde remitió el criterio jurídico N° DJ-C-488-2019 del 24 de octubre de 2019, referente a los acrecentamientos de beneficios de pensión.2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la asesoría legal que contrate esta Junta Administradora, para su respectivo estudio e informe lo que corresponda.
	Pendiente contratación de asesor legal

	11
	3
	XXVI
	10/2/2020
	Se acordó: 1.) Tomar nota del informe presentado por la integrante Ingrid Moya Aguilar, referente a la reunión establecida en la Superintendencia de Pensiones el 6 de febrero de 2020. 2.)Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que compile la información de todos los aportes de manera individual de las personas funcionarias judiciales y jubilados de previo al año 2004, con la finalidad de elaborar una base de datos individualizada de cada persona.
Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable. 
	Pendiente por parte de GH. 

	12
	4
	IV
	17/2/2020
	se acordó:Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en conjunto con el Departamento de Tecnología de la Información, implementen el mecanismo propuesto por la Dirección Ejecutiva, el cual permitiría que en línea, una vez se dé la aprobación por parte de esta Junta Administradora, se incluya al pensionado en planillas, de forma tal que su pago no dependa de ninguna aprobación manual de otra oficina.
La Dirección Ejecutiva tomará nota para los fines correspondientes.
	Pendiente por parte de GH y TI

	13
	4
	VI
	17/2/2020
	Se acordó:1.) Solicitar al Consejo Superior que remita a la Dirección Jurídica la nota presentada por el licenciado Eddie Alvarado Vargas, para que sea incorporado en el en el criterio jurídico requerido por ese órgano en sesión N° 109-19 celebrada el 17 de diciembre de 2019, artículo XXVII. 2.) Informarle al licenciado Alvarado Vargas, que para dar el trámite respectivo, se está a la espera del criterio jurídico supracitado.
	Pendientes por parte del Consejo Superior y el Director Jurídico del Poder Judicial.

	14
	4
	VIII
	17/2/2020
	se acordó:1.)Solicitar al Consejo Superior la colaboración para obtener por medio de la Unidad de Investigación Sociolaboral y Antecedentes de la Dirección de Gestión Humana, los datos más exactos de localización de las personas incluidas en la lista remitida por la máster NOMBRE 001Gutiérrez Villalobos, jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante oficio N° DTSP-013-2020 del 7 de febrero de 2020.
	Pendiente por parte Unidad de Investigación Sociolaboral y Antecedentes de la Dirección de Gestión Humana

	15
	4
	XVIII
	17/2/2020
	Se acordó:1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior N° 3-2020 celebrada el 14 de enero del 2020, artículo XLI.2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que remita a esta Junta Administradora, una lista de la normativa interina que precisa ser revisada y ajustada de conformidad con la nueva normativa aplicable.
	Pendiente por GH

	16
	4
	XXII
	17/2/2020
	Se acordó:1.)Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 107-19 celebrada el 10 de diciembre de 2019, artículo VI, en donde conocieron el oficio N° 5595-DE-2019 del 2 de diciembre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2.) Se toma nota de la recomendación emitida en el citado oficio, por lo cual esta Junta Administradora tomará las medidas pertinentes para la realización de los estudios respectivosmediante contratación de servicios complementarios de Trabajo Social.Se declara acuerdo firme. 
	Pendiente contratación de Profesional en Trabajo Social

	17
	4
	XXIII
	17/2/2020
	Se acordó: Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 107-19 celebrada el 10 de diciembre de 2019, artículo V, en donde conocieron el informe N° DJ-C-516-2019 del 6 de noviembre de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino.2.) Se toma nota de la recomendación emitida en el citado oficio, por lo cual esta Junta Administradora tomará las medidas pertinentes para la realización de los estudios respectivos, una vez contratados los servicios complementarios para esos efectos.Se declara acuerdo firme.
	Pendiente contratación de Profesional en Trabajo Social

	18
	4
	XXVIII
	17/2/2020
	se acuerda: Comisionar al integrante Villalta Fallas para que estudie varias opciones de pólizas en el mercado que cumpla con las particularidades de las decisiones que se toman en esta Junta Administradora, valorando como monto para la cotización 100 millones, 250 millones y 500 millones, para las personas integrantes que tomen los acuerdos en las sesiones de esta Junta Administradora.
	Se verá en la sesión del 20-04-2020, acta No.12

	19
	4
	XXIX
	17/2/2020
	se acuerda:Comisionar al integrante Miguel Ovares Chavarría, para que confeccione el perfil competencial y las tareas necesarias para la figura de asesor legal, asesor de riesgos, asesor de inversiones, gerente y auditor para esta Junta Administradora.
	Relacionado con Art.XXIX, sesión 5 del 24-02-2020 en donde don Miguel Ovares comunica que en el momento de requerirse, se presentará formalmente en sesión la documentación correspondiente.

	20
	5
	VII
	24/2/2020
	Por unanimidad se acuerda: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones del Departamento de Financiero Contable. 2.)Es importante contar con un inventario de necesidades en las mejoras para los sistemas atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la finalidad de mejorar la gestión en cuanto al servicio que se brinda a las personas del colectivo judicial, jubiladas y pensionadas, por lo anterior, se solicita a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable, informen a esta Junta Administradora cuales son las prioridades de mejora en los sistemas, para valorar a futuro cuales se implementaran con antelación, una vez que se tenga conformado el aparato administrativo para hacer frente a dichas erogaciones. Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
	Pendiente por parte de GH 

	21
	5
	VIIII
	24/2/2020
	Por unanimidad se acuerda:Solicitar a la Superintendencia de Pensiones se pronuncie en cuanto a la propuesta planteada por el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, en cuanto a los siguientes puntos: a.)Que la supervisión sobre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aplica en los mismos términos que al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial o que dicha Junta no esté sujeta a la supervisión y cumplimiento de normativa de SUPEN-CONASSIF. b.) Que se determine el plazo de aplicación o ajuste que se brindaría para su alineamiento a dicha normativa, en caso de que aplique.Hacer el presente acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable.
	Se verá en la sesión del 20-04-2020, acta No.12

	22
	5
	X
	24/2/2020
	Por unanimidad se acuerda:1.)Informarle a la licenciada Olga Guerrero Córdoba, subdirectora general de la Dirección de Gestión Humana, que en sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo IV, se tuvieron debidamente habilitadas e investidas de las competencias necesarias a las personas funcionarias que ostentaran las jefaturas de la Dirección Ejecutiva y de la Dirección de Gestión Humana, para que a nombre y por cuenta de esta Junta Administradora realizarán las acciones autorizatorias y decisorias necesarias y concretas para asegurar ese tipo de trámites, por lo anterior, se deben mantener todas las aprobaciones como hasta este momento se han realizado. 2.)Aunado a lo anterior, se solicita a la Dirección de Gestión Humana una inducción para los integrantes de esta Junta Administradora, con la finalidad de que adquieran los conocimientos necesarios sobre los temas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, atinentes a las funciones que se desempeñan en esa Dirección. 3.) La integrante Lucrecia Ruiz Rojas, secretaria de esta Junta Administradora, coordinará lo pertinente.
	Pendiente realizar gestión por parte de doña Lucrecia Ruiz dado la problemática de reuniones presenciales por el Covid-19

	23
	5
	XVIII
	24/2/2020
	Se acuerda por unanimidad:Solicitar a la Secretaria General de la Corte que nos informe si esta gestión fue conocida por algún órgano superior del Poder Judicial, sea Corte Plena o Consejo Superior, en razón de que extraña a esta Junta Administradora que la gestión presentada por el licenciado Galo Vicente Cobo, Abogado y Notario, es de vieja data, tomando en consideración que se contaba con criterio jurídico de fecha 18 de diciembre de 2017.
	Pendiente de la Secretaría de la Corte

	24
	5
	XXVII
	24/2/2020
	se acuerda por unanimidad: Delegar a la integrante Ingrid Moya Aguilar y al integrante Freddy Chacón Arrieta, la elaboración del Reglamento de Funcionamiento de los Comités correspondientes a este órgano.
	Se verá en la sesión del 20-04-2020, acta No.12

	25
	5
	XXX
	24/2/2020
	... elaborar un taller con todas las personas integrantesde la Junta Administradora, para afinar temas de importancia administrativamente, con la finalidad de mejorar la gestión que está realizando este órgano, en aras de brindar un servicio de calidad a las personas servidoras judiciales, jubilados y pensionados. Así mismo, informa que hay temas pendientes de acotar, como la realización del logo para la Junta Administradora, así como el acrónimo que se utilizará. Por unanimidad se acuerda:... Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Comisión de Gobierno Corporativo para que valoren las manifestaciones anteriores y procedan con lo correspondiente.
	Pendiente reunión de Comisión de Gobierno Corporativo, ya se envió los miembros de la comisión toda la normativa para su estudio.

	26
	6
	V
	2/3/2020
	Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 167-TI-2020 de 17 de febrero de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable y remitido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 740-DE-2020 del 20 de febrero de 2020, correspondiente al “Informe sobre los resultados obtenidos en el arqueo de títulos valores, en la Central de Valores (CEVAL), en el mes de diciembre de 2019”. 2.) Solicitar al “Custodia del Banco de Costa Rica” que remita lo solicitado por esta Junta Administradora en sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo IV, referente al plazo mínimo para poder actualizar y depurar las diferencias presentadas en el informe conocido en dicha sesión.
	Pendiente informe del BCR Custodio

	27
	6
	VII
	2/3/2020
	se acuerda lo siguiente: 1.) Autorizar a la Secretaría General de la Corte para que continúe con todos los procesos relativos a la documentación de la Junta Administradora del Fondo, a saber: ...  g.) Se autoriza para que los prosecretarios que asisten a las sesiones puedan firmar la documentación y posterior a esto los asistentes de prosecretarios realicen las comunicaciones, sin la necesidad de que sean firmados por la secretaria de la Junta Administradora.  h.) Aprobación de las jubilaciones en el sistema SIGA- Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo que deberán solicitar los permisos correspondientes para asignarlos a los funcionarios que se encargarán de dicha labor. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.
	La Secretaria de la Junta hasta el momento continúa aprobando todos los acuerdos por medio de SICE y la aprobación de las jubilaciones por SIGA PG.

	28
	6
	IX
	2/3/2020
	Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por Dirección de Gestión Humana en oficio número PJ-DGH-AP-0715-AP-2020, del 27 de febrero de 2020. 2.) Se informa a la citada Dirección que esta Junta Administradora en sesión número 4-2020, del 17 de febrero de 2020, artículo IV, conoció el oficio número 483-DE-2020 del 6 de febrero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, relacionado con el tiempo que demoran los trámites de otorgamiento de pensiones y en esa oportunidad se dispuso, de conformidad con el convenio de cooperación suscrito por esta Junta Administradora y el Poder Judicial, solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en conjunto con la Dirección de Tecnología de la Información, implementaran el mecanismo propuesto en ese momento por la Dirección Ejecutiva.
	Pendiente el mecanismo por parte de GH y TI

	29
	6
	XXI
	2/3/2020
	Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la Secretaría General de la Corte en oficio número 2207-2019 del 4 de marzo de 2019, mediante el cual comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión número 19-2019 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo XIX. 2.) Solicitar al Departamento Financiero Contable remita un informe de los montos exactos de las retenciones de Impuesto sobre la renta, pago de premios e intereses moratorios por inversión en títulos valores de dineros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se deben reclamar al Ministerio de Hacienda. 3.) Asignar el presente caso para estudio de la asesoría legal contratada por esta Junta Administradora, con la finalidad de que recomiende lo que corresponda en el eventual litigio para recuperar las sumas retenidas por el Ministerio de Hacienda.
	Pendiente contratación asesor legal

	30
	6
	XXII
	2/3/2020
	Se acordó: 1.) Tener por presentado el dictamen N° 20-247-160-TS del 27 de febrero de 2020 suscrito por el licenciado Thelmo Flores León, Trabajador del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en el que remite estudio social de la pensionada Marcela Muñoz Benavides. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar la presente gestión a la asesoría legal contratada por esta Junta Administradora para estudio e informe, con el fin de que indique los alcances que tiene este órgano en cuanto a suspender una pensión otorgada previo a la reforma N° 9544 al título IX del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
 El Departamento de Trabajo Social y Psicología tomará nota para lo que corresponda.
	Pendiente contratación asesor legal

	31
	7
	III
	9/3/2020
	Se acordó: 1.) Tener por conocido el informe de la Trabajadora Social de la Zona Atlántica. 2.) Publicar en La Gaceta y en un diario de circulación nacional, por tres veces, el listado de las personas pensionadas judiciales que a la fecha no han podido ser localizadas por no contar con información suficiente, para que, con plazo al 30 de abril de 2020, se apersonen a actualizar sus datos personales ante el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o la Administración Regional más cercana a su domicilio, por lo que en caso contrario se podrá suspender el beneficio de conformidad con lo establecido en el artículo 230 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 9544). 3.) Solicitar al Departamento de Proveeduría la colaboración para el cumplimiento de la publicación. 4.) Solicitar al Departamento Financiero Contable que remita un listado de las personas pensionadas judiciales mayores de 25 años, que en su condición sean hijos de exfuncionarios judiciales o jubilados fallecidos, que incluya nombre, identificación y condición.  Se declara acuerdo firme.
	 Pendiente publicación listado de las personas pensionadas judiciales mayores de 25 años...

	32
	7
	V
	9/3/2020
	Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° 884-DE-2020 del 27 de febrero de 2020, mediante el cual la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial, remite el oficio N° 95-SC-2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, donde remite informe de los auditores externos de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial al 31 de diciembre de 2019, efectuados por el Despacho Carvajal & Colegiados, en cumplimiento de la cláusula quinta del contrato 077118 “Contratación para la auditoría externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2) En cuanto a las recomendaciones que se enuncian en la Carta de Gerencia CG1-2019, solicitar al Departamento Financiero Contable su implementación.
	Se verá en la sesión del 20-04-2020, acta No.12

	33
	7
	VII
	9/3/2020
	Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación suscrita por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante correo electrónico del 3 de marzo de 2020, en el que remite el informe contable del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con corte al 31 de enero de 2020. 2) Solicitar la respectiva publicación de la información en la página Web del FJPPJ y el envío por correo electrónico a las personas jubiladas y pensionadas por parte del Departamento Financiero Contable. 
	Pendiente publicación del Informe contable del FPPJ  en la web y envío por correo a los jubilados.

	34
	7
	IX
	9/3/2020
	Se acordó:Tomar nota de acuerdo adoptado por el Consejo Superior, en sesión N° 11-2020 del 11 de febrero de 2020, artículo XXV, mediante el cual hace de conocimiento de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el informe N° DJ-C-43-2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, relacionado con el Consejo Nacional de Rectores (CONARE), en que se determina que es un ente o persona jurídica pública, en la que sus funcionarios desarrollan gestión pública, por lo que el tiempo servido sí es susceptible de ser reconocido para efectos de anualidades. 2) De conformidad con el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y esta Junta Administradora, solicitar a la Dirección Jurídica que amplíe el criterio para determinar si el tiempo servido en el CONARE es reconocible para efectos de jubilación. 
	Pendiente que la  Dirección Jurídica  amplíe el criterio

	35
	7
	XI
	9/3/2020
	Se acordó: 1.) Aprobar el documento denominado “Reglamento para el Otorgamiento de Créditos a Instituciones Bancarias del Estado, Cooperativas, Cajas de Ahorros, Asociaciones y Sindicatos de Personas Servidoras Judiciales y de la Población Jubilada y Pensionada y al Poder Judicial con Recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2.)Remitir el presente documento a los Comités de Inversiones y Riesgos para su valoración. 
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior. 
ARTÍCULO XX 
DOCUMENTO N° 372-2020.
Se acordó: Solicitar al licenciado Raúl Hernández González, Asesor externo de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que elabore la hoja de ruta para el nuevo estudio actuarial del 2020 y que considere las observaciones que ha hecho la Superintendencia de Pensiones sobre los estudios anteriores, y la viabilidad de crear un fondo especial para el pago del seguro de salud de los pensionados y jubilados. 
ARTÍCULO XXI 
DOCUMENTO N° 373-2020

El máster Carlos Montero Zúñiga, en su condición de Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, manifestó: “considera importante solicitar a Raúl Hernández González, Asesor externo del Fondo, que realice una estimación actuarial para la liquidación del fondo, ya que la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que cuando una persona traslada cuotas a la Caja Costarricense del Seguro Social, traslada solo la parte proporcional que le corresponde a la CCSS y el resto se acredita en el ROP de cada persona trabajadora, lo cual significa que de los quinientos sesenta mil millones que tenemos hoy, no es que estén disponibles en su totalidad para trasladarlos al IVM, ya que una parte va al IVM y la otra parte va al ROP, lo que a mi parecer no es negocio para IVM o la SUPEN.”
Por su parte, indica don Arnoldo, “que los jubilados no tenemos ROP.”
Asimismo, dice don Carlos, “efectivamente, además de que se distribuyen los más de quinientos sesenta mil millones de colones, porque una parte se va al IVM y la otra para el ROP de cada persona servidora judicial, en el caso de las personas la jubiladas y pensionadas, el Ministerio de Hacienda tendrá que seguir pagando la jubilación o la pensión que en este caso asciende aproximadamente a los siete mil quinientos millones de colones mensuales de planilla, más aguinaldo, a mí me parece que es importante que don Raúl nos ayude con el cálculo de una liquidación actuarial de nuestro fondo.
Las personas jubiladas y pensionadas no tendrían problemas, porque alguien les tendrá que seguir pagando la jubilación o la pensión ya sea el Ministerio de Hacienda o el IVM, pero, creo que será Hacienda ya que nuestro fondo tiene respaldo estatal.”
Del mismo modo, el máster Villalta Fallas indica “yo le solicitaría al mismo actuario que considere dentro del estudio lo que generará el ahorro del 14,36% de aporte patronal.
Don Carlos manifiesta: tiene razón Mauricio, aunque hoy el patrono paga 14%, pero creo que a la CCSS se paga el 5,5%, entonces lo que se ahorra es un 8% o 9%, que no es nada comparado con la planilla mensual de personas jubiladas y pensionadas. 
Se acordó: Solicitar al máster  Raúl Hernández González, Asesor externo actuarial de la Junta Administradora de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que en el plazo de 10 días hábiles realice una proyección de la liquidación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, previendo varios escenarios a saber: a.) Cuál sería el escenario si a partir de ahora se pasa del 14,36% al 5,5% y cuáles serían las medidas a tomar para restablecer el equilibrio. b.) Cual sería el escenario ampliando la edad y disminuyendo el monto de los beneficios y cuáles serían las medidas a tomar para restablecer el equilibrio.
ARTÍCULO XXII 
DOCUMENTO N° 374-2020.
En sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo IV, se tuvo por recibido el oficio N° 274-DE-2020 del 22 de enero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva referente al “Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio”, correspondiente al 31 de diciembre de 2019. Asimismo, se tomó nota de los resultados del análisis comparativo de instrumentos al que se arribó en ese informe. Se tomó nota que, en los estados de cuenta, el monto de los cupones de los títulos valores de tasa variable, que se mantiene en el Banco de Costa Rica, se presentan desactualizados, mientras que en el sistema de inversiones del Macroproceso Financiero Contable, los montos de los cupones son calculados de acuerdo con las variaciones de la tasa básica pasiva. En ese momento, se solicitó a la Dirección Ejecutiva que continuara con el seguimiento de las solicitudes realizadas al ente custodio para depurar las diferencias presentadas en el informe. Finalmente, se solicitó al puesto de bolsa del Banco Costa Rica que comunicara a esta Junta Administradora cual es el plazo mínimo para poder actualizar y depurar las diferencias presentadas en el informe supracitado. 
Posteriormente, en sesión N° 6-2020 de 2 de marzo de 2020, artículo V, se tuvo por rendido el oficio N° 167-TI-2020 de 17 de febrero de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable y remitido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 740-DE-2020 del 20 de febrero de 2020, correspondiente al “Informe sobre los resultados obtenidos en el arqueo de títulos valores, en la Central de Valores (CEVAL), en el mes de diciembre de 2019”, a esos efectos, se solicitó al “Custodia del Banco de Costa Rica” que remita lo solicitado por esta Junta Administradora en sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo IV, referente al plazo mínimo para poder actualizar y depurar las diferencias presentadas en el informe conocido en dicha sesión.
Se acordó: Reiterar a los encargados del puesto de bolsa del BCR que remitan lo solicitado por esta Junta Administradora en sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo IV, referente al plazo mínimo para poder actualizar y depurar las diferencias presentadas en el informe conocido en dicha sesión.
-o0o-
A las 12:20... horas terminó la sesión.
1
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           San José, 2 de abril de 2020 
 
Licenciado 
Wilbert Kidd Alvarado 
Sub-Director Ejecutivo   
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial 
S.            D. 
 


Asunto: Análisis del informe mensual 
marzo 2020 para pago, elaborado por el 
Asesor Externo de Riesgos. 


 
Estimado señor: 
 


Para su conocimiento y fines consiguientes para el pago, se realizó el análisis del 
informe mensual, elaborado por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. Ronald 
Chaves Marín, correspondiente a datos del mes de marzo de 2020, según lo 
dispuesto en el Contrato N.º 013118, "Contrato para el servicio de un Asesor 
Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial", cláusula segunda, punto J.  


 
Inciso Contrato Cumplimiento 


1. Informe mensual: 


Realizar un Informe mensual, acerca del comportamiento de los mercados financieros y 
bursátiles, tanto nacionales como extranjeros, y su efecto sobre las carteras administradas. 


1. Comportamiento de los mercados 
financieros y bursátiles, tanto nacionales 
como extranjeros y las carteras 
administradas. 


MERCADO FINANCIERO LOCAL Y 
COYUNTURA NACIONAL  
 
Tasas de interés 
 
La Tasa Básica que había bajado el 20 de febrero 
a 4,95%, nuevamente bajó el 15 y 19 de marzo 
para ubicarse en 4.35%. La TBP reflejó en 
febrero y marzo los movimientos a la baja de la 
TPM. Se espera una tendencia hacia la baja en 
tasas de interés, lo que relejará también la 
tendencia mundial en esa dirección. 
 
Tipo de cambio 
 
El tipo de cambio promedio Monex presenta una 
leve disminución de ¢0,77 cerrando el mes de 
febrero en ¢571.317. En ventanilla el tipo de 
cambio de compra oscila entre ¢565 y ¢564 y el 
de venta entre ¢578 y ¢579, lo que refleja poco 
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Inciso Contrato Cumplimiento 


cambio respecto al mes anterior. El tipo de 
cambio promedio Monex presenta una leve 
disminución de ¢0.77, cerrando el mes en 
¢571.31. 
 
El colón se ha mantenido fluctuando alrededor de 
una tendencia horizontal en los últimos tres o 
cuatro meses. Al 25 de febrero de 2020 el tipo de 
cambio fue similar al registrado al término de 
2019, pero presentó una variación interanual de -
6,3%, pues a la fuerte depreciación de fines del 
2018 le siguió una recuperación del valor del 
colón en la primera mitad de 2019. 
 
Inflación 
 
La inflación, medida con la variación interanual 
del IPC, cierra febrero en 1.79%, por debajo del 
rango meta del BCCR (3%+-1 p.p.). Este 
resultado refleja, por una parte, el 
comportamiento de los determinantes 
macroeconómicos de la inflación y, por otra, el 
menor impacto de la inflación importada, debido 
a la apreciación del colón y a la baja en el precio 
de algunas materias primas importadas. 
 
La inflación está contenida. La combinación de 
presiones desinflacionarias (holgura en la 
capacidad de producción, alta tasa de desempleo 
y baja en el precio de algunas materias primas 
importadas), mantuvo la inflación general y 
subyacente en diciembre y enero por debajo del 
rango meta (2% a 4%) del Banco Central. 
 
 
Actividad económica y sector externo  
 
El crecimiento de la producción del país en enero 
2019, medido con el Índice Mensual de Actividad 
Económica (IMAE), fue 2,5% en términos 
interanuales, superior en 0,8 p.p. al del mismo 
mes del año previo. Por su parte, la variación 
trimestral anualizada de la serie ajustada por 
estacionalidad fue de 1,9%. Así, en enero se 
moderó el vigor del repunte económico 
observado desde mayo del 2019. 
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Inciso Contrato Cumplimiento 


La mayoría de las actividades económicas 
muestran en enero variaciones interanuales 
positivas y superiores a las de hace un año, con 
excepción de la construcción. 
 
MERCADO FINANCIERO INTERNACIONAL Y 
COYUNTURA GLOBAL 
 
Los acontecimientos mundiales afectan directa e 
indirectamente la economía nacional, impactan 
en los principales macroprecios y por ende, el 
mercado financiero nacional y a sus 
participantes. 
 
Economía Internacional 
 
El pánico mundial provocado por el brote de 
neumonía provocado por el virus SARS-CoV-2 
(coronavirus) aumentó la incertidumbre sobre la 
recuperación del crecimiento mundial, redujo los 
precios de las materias primas, especialmente 
del petróleo, y aumentó la volatilidad en los 
mercados financieros. 
 
La actualización de los indicadores económicos 
para el cierre del 2019 confirmó una clara 
desaceleración en algunas naciones avanzadas: 
en Estados Unidos de América el crecimiento 
pasó de 2,9% en 2018 a 2,3% un año después, 
en la zona del euro de 1,9% a 1,2% y, en Japón, 
si bien su tasa fue mayor (0,7% contra 0,3% en el 
2018) la desaceleración a lo largo del año fue 
notoria, con una significativa contracción de la 
actividad económica en el cuarto trimestre. 
 
En la desaceleración del crecimiento incidió la 
incertidumbre que generó el conflicto comercial 
entre Estados Unidos y China y el proceso de 
salida del Reino Unido de la Unión Europea; 
además, en la economía japonesa afectó el 
aumento en el impuesto al valor agregado (2 
puntos porcentuales (p.p.)) y el paso del tifón 
Hagibis. 


 
A criterio de este Macroproceso, se considera 
que cumple con lo requerido. 
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Conclusión 
 
Revisado el Informe de Riesgos emitido por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. 
Ronald Chaves Marín, con corte al mes de marzo de 2020, se indica que éste 
contempla los ítems del contrato N.º 013118, por lo que se recibe a satisfacción el 
informe remitido con la Factura N.º 00100001010000000137. Es importante indicar 
que el Acta de Pago ya fue generada por el Proceso de Riesgos con el número Acta 
2020-AD-002110 y se encuentra en estado pendiente de aprobación por parte de la 
Dirección Ejecutiva. 
 
Atentamente;  
 
 


MBA. José Andrés Lizano Vargas 
Jefe Proceso de Riesgos 


MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa Macroproceso Financiero Contable 


 
JALV   
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NFORME MENSUAL DEL MIEMBRO EXTERNO  


DEL COMITÉ DE RIESGOS DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL 


PODER JUDICIAL 


FEBRERO 2020 


 


I. RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO NACIONAL 
 


 
• Política monetaria: el BCCR continua con una política monetaria expansiva y 


realizó una disminución adicional en la TPM, que se estaría reflejando en todas 


las tasas locales con un rezago. 


• La Tasa Básica que había bajado el 20 de febrero a 4,95%, nuevamente bajó el 


15 y 19 de marzo para ubicarse en 4.35%. La TBP reflejó en febrero y marzo los 


movimientos a la baja de la TPM. Se espera una tendencia hacia la baja en tasas 


de interés, lo que relejará también la tendencia mundial en esa dirección. 


•  La inflación, medida con la variación interanual del IPC, cierra febrero en 1.79%, 


por debajo del rango meta del BCCR (3%+-1 p.p.). Este resultado refleja, por una 


parte, el comportamiento de los determinantes macroeconómicos de la inflación 


y, por otra, el menor impacto de la inflación importada, debido a la apreciación del 


colón y a la baja en el precio de algunas materias primas importadas. 


• Déficit fiscal. El comportamiento de los ingresos y gastos del Gobierno reflejó en 


2019 el impacto de las medidas contempladas en la Ley 9635, en especial, la 


recaudación tributaria. No obstante, el aumento en los gastos de capital y la 


atención de compromisos no recurrentes, aumentaron el déficit primario con 


respecto al de 2018. Este resultado, aunado a la mayor carga de intereses, ya 


prevista, ubicó el déficit financiero en 7,0% del PIB (5,8% en 2018). 


• El indicador del IMAE a enero de 2020 mostró un crecimiento interanual de 


2.48%. Con excepción de la construcción, electricidad y agua que decrecieron, el 


resto de las actividades económicas muestran tasas de crecimiento positivas y la 


mayoría superiores a las de hace un año. 
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• Se espera que el crecimiento económico de CR no alcance el 2%, debido a los 


efectos del COVID-19 durante el I semestre del 2020. 


•  El tipo de cambio promedio Monex presenta una leve disminución de ¢0,77 


cerrando el mes de febrero en ¢571.317. En ventanilla el tipo de cambio de 


compra oscila entre ¢565 y ¢564 y el de venta entre ¢578 y ¢579, lo que refleja 


poco cambio respecto al mes anterior. El tipo de cambio promedio Monex 


presenta una leve disminución de ¢0.77, cerrando el mes en ¢571.31. 


 


Actividad económica. El crecimiento de la producción del país en enero 2019, 


medido con el Índice Mensual de Actividad Económica (IMAE), fue 2,5% en términos 


interanuales, superior en 0,8 p.p. al del mismo mes del año previo. Por su parte, la 


variación trimestral anualizada de la serie ajustada por estacionalidad fue de 1,9%. 


Así, en enero se moderó el vigor del repunte económico observado desde mayo del 


2019.1 


 


La mayoría de las actividades económicas muestran en enero variaciones 


interanuales positivas y superiores a las de hace un año, con excepción de la 


construcción, cuya producción decrece: 


 


 
1 Estas cifras son a enero de 2020, cuando aún no se había manifestado el impacto económico del Covid-19. 
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Según actividad económica destacó lo siguiente: 


La actividad agropecuaria incrementó su producción (1,7%) por sexto mes 


sucesivo, luego de un periodo prolongado de decrecimiento2 Para el mes en 


comentario, destacó la mayor producción de algunos cafetales que se encontraban 


en periodo de renovación, así como al efecto bienal propio de este cultivo3. Además, 


influyó la normalización de las condiciones climatológicas, lo cual incidió 


positivamente en la producción de banano (principalmente destinado al mercado 


externo), hortalizas, raíces, tubérculos y arroz. 


 


La actividad comercial creció 1,2% debido a mayores ventas de vehículos, 


alimentos, medicamentos y productos de cuido personal. Con este resultado continua 


la recuperación de esta actividad que inició en agosto del 2019 (Gráfico 4). 


 


La manufactura registró un crecimiento de 3,0%, superior en 1,1 p.p. al de enero de 


2019, debido a la mayor producción de implementos médicos y productos alimenticios 


por parte de las empresas ubicadas en los regímenes especiales. Cabe destacar que 


el crecimiento medio de la manufactura de los tres meses a enero supera el 


crecimiento medio de los dos años previos. 


 


Los servicios crecieron 3,7% debido a: 


a) El incremento en las actividades de enseñanza y salud (5,7%), principalmente por 


una mayor producción del sector público en estos servicios. 


b) Los servicios profesionales, administrativos y de apoyo a empresas que crecieron 


4,8%, esencialmente por el buen desempeño de las empresas ubicadas en regímenes 


especiales dedicadas a la prestación de servicios de consultoría en gestión y de 


apoyo a empresas. 


c) Los servicios de comunicación e información (6,2%), por la mayor demanda de 


desarrollos tecnológicos y de servicios de telefonía celular e internet. 


Finalmente, la industria de la construcción disminuyó 11,3% en enero 2020 (catorce 


meses de contracción), principalmente por la menor edificación con destino público (-


23,5%) como resultado de las disminuciones presupuestarias y de lentos procesos de 


ejecución. Por su parte, la construcción con destino privado, si bien decreció 5,3%, lo 


hace a menor ritmo que el registrado en el 2019 (-10,3%). 


 


Los resultados de las encuestas de confianza del consumidor y expectativas 


empresariales publicadas en lo que transcurre del primer trimestre de 2020 validan la 


mejora en la percepción de los agentes económicos registrada en el cuarto trimestre 


 
2 Entre junio de 2018 y julio de 2019 la actividad agropecuaria presentó un proceso de desaceleración, hasta 


registrar caídas en la producción por diez meses consecutivos, con un punto mínimo de -1.1% en abril de 2019. 
3 El efecto bienal corresponde a patrones de rendimiento de las plantas de café. Los años con mayores rendimientos 


a menudo son seguidos por años con rendimientos inferiores y viceversa. 
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de 2019, y aunque se mantienen en niveles de pesimismo relativo, sugieren que ese 


pesimismo ha disminuido. 


 


Sector fiscal.  Mejora el desempeño financiero del Gobierno Central. El resultado 


primario y financiero en enero de 2020 refleja una mejora de 0,3 p.p. con respecto a 


lo observado un año atrás, a pesar de que a inicios de 2019 se recibieron recursos 


extraordinarios por la amnistía tributaria. Particularmente, el déficit financiero se 


redujo de un 0,7% del PIB en enero de 2019 a un 0,4% este año, mientras que el 


balance primario alcanzó un déficit de 0,19% del PIB (0,45% un año antes). La mejora 


en el resultado primario puso de manifiesto el efecto de menores transferencias 


(corrientes y de capital). 


 


En este primer mes del año, el Gobierno Central se financió principalmente con el uso 


de fondos depositados en el BCCR (en especial de moneda extranjera por USD 183 


millones4) y la colocación de títulos de deuda interna, sobre todo, en el sistema 


financiero. 


 


Transmisión de la política monetaria en proceso. Dado el espacio para aplicar 


medidas monetarias en apoyo a la reactivación económica, desde finales de marzo 


de 2019 el Banco Central ha bajado su Tasa de Política Monetaria en ocho ocasiones, 


que a la fecha acumulan 300 puntos base y, de manera complementaria a partir de 


junio disminuyó el requerimiento de encaje mínimo legal (y de reserva de liquidez) 


para operaciones en colones. 


 


Estas acciones se han trasladado de manera gradual y aún incompleta a las tasas de 


interés del sistema financiero. Entre marzo de 2019 y febrero último (al día 19) las 


tasas de interés pasivas negociadas pasaron de 7,6% a 5,8%, mientras que las 


activas aumentaron ligeramente de 13,4% a 13,7%, pero esto se debió a que en ese 


periodo la estructura de colocación del crédito cambió en favor de actividades con 


tasas de interés más altas (consumo y tarjetas de crédito).  


 


En adición, parte de los recursos liberados por la reducción en la tasa de encaje se 


mantiene depositada en el Banco Central. 


 


Agregados monetarios.  Los agregados monetarios evolucionan de manera 


consecuente con la meta de inflación y el crecimiento económico, mientras continúa 


el repunte en el crédito al sector privado. En efecto, en enero del año en curso, la 


 
4 En el último trimestre de 2019 el Gobierno recibió USD 350 millones del crédito de apoyo presupuestario por 


parte del Banco Interamericano de Desarrollo y colocó títulos en plazas internacionales por USD 1.500 


millones. Al término de 2019 parte de estos recursos se mantenían depositados en el BCCR. 
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liquidez total y la riqueza financiera total crecieron a tasas interanuales de 6,4% y 


7,5% (3,0% y 7,6% un año antes), en ese orden. 


 


Inflación. La inflación está contenida. La combinación de presiones desinflacionarias 


(holgura en la capacidad de producción, alta tasa de desempleo5y baja en el precio 


de algunas materias primas importadas), mantuvo la inflación general y subyacente 


en diciembre y enero por debajo del rango meta (2% a 4%) del Banco Central (Gráfico 


3). 


 
Por su parte, las expectativas de inflación a un año plazo se han mantenido en el 


punto medio (3%) de ese rango meta, lo que sugiere que el público otorga credibilidad 


al compromiso del Banco Central con una inflación baja y estable. 


 


Para los próximos meses el Banco Central no anticipa cambios en los determinantes 


macroeconómicos de la inflación, y aunque hay elementos de naturaleza transitoria, 


el balance de riesgos indica que la inflación tenderá a ubicarse por debajo del punto 


medio del rango meta. 


 


Tipo de cambio. El colón se ha mantenido fluctuando alrededor de una tendencia 


horizontal en los últimos tres o cuatro meses. Al 25 de febrero de 2020 el tipo de 


cambio fue similar al registrado al término de 2019, pero presentó una variación 


interanual de -6,3%, pues a la fuerte depreciación de fines del 2018 le siguió una 


recuperación del valor del colón en la primera mitad de 2019 (Gráfico 4). 


 
5 Mayores a la tasa en que se estabilizaría la inflación. 
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Reservas internacionales netas.  En lo que respecta a las reservas internacionales 


netas del Banco Central, su saldo fue de USD 8.107,4 millones el 25 de febrero último, 


con una reducción en el mes de enero que refleja el efecto del pago anticipado del 


crédito concedido al BCCR por el Fondo Latinoamericano de Reservas (USD 630,0 


millones). Ese saldo equivale a 12,4% del PIB anual estimado para el 2020 y permitiría 


atender 6,8 meses de importaciones de bienes del régimen definitivo, pero el Banco 


Central tiene vigente un programa de compra de reservas para fortalecer aún más 


esa posición. 


 


En síntesis, la información disponible a la fecha señala que el proceso de 


recuperación de la actividad económica continúa, apoyado en parte por una política 


monetaria expansiva, y en un contexto de inflación contenida. Existe, sin embargo, 


una incertidumbre creciente sobre el desempeño macroeconómico mundial ante los 


riesgos que introduce el brote del coronavirus.  
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II. RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO INTERNACIONAL 


 


 


El pánico mundial provocado por el brote de neumonía provocado por el virus SARS-


CoV-2 (coronavirus) aumentó la incertidumbre sobre la recuperación del crecimiento 


mundial, redujo los precios de las materias primas, especialmente del petróleo, y 


aumentó la volatilidad en los mercados financieros. 


 


La actualización de los indicadores económicos para el cierre del 2019 confirmó una 


clara desaceleración en algunas naciones avanzadas: en Estados Unidos de América 


el crecimiento pasó de 2,9% en 2018 a 2,3% un año después, en la zona del euro de 


1,9% a 1,2% y, en Japón, si bien su tasa fue mayor (0,7% contra 0,3% en el 2018) la 
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desaceleración a lo largo del año fue notoria, con una significativa contracción de la 


actividad económica en el cuarto trimestre. 


 


En la desaceleración del crecimiento incidió la incertidumbre que generó el conflicto 


comercial entre Estados Unidos y China y el proceso de salida del Reino Unido de la 


Unión Europea; además, en la economía japonesa afectó el aumento en el impuesto 


al valor agregado (2 puntos porcentuales (p.p.)) y el paso del tifón Hagibis. 


 


Por otra parte, la frágil recuperación de la actividad económica mundial proyectada 


por organismos financieros internacionales para el 2020 y 2021 es amenazada, ahora, 


por la incertidumbre sobre las implicaciones del brote de coronavirus en China y su 


propagación al resto del mundo. Para China, su crecimiento económico fue rebajado 


por agencias calificadoras de riesgo. Por ejemplo, según Moody´s, este país crecería 


5,2% en el 2020 (5,8% estimación previa), aunque estima que el impacto sería de 


corta duración, y se propagaría hacia el resto de la región Asia-Pacífico, ya 


caracterizada por la desaceleración. 


 


El temor a la ya declarada pandemia del coronavirus se manifiesta en un aumento en 


la volatilidad de los mercados financieros y en menores precios de materias primas. 


En específico, en lo que transcurre de febrero el precio de contado del barril de 


petróleo WTI se ubicó incluso por debajo de los USD 50,0, con una reducción media 


en torno a 11,4% con respecto al mes previo. Las cotizaciones a futuro lo ubican 


alrededor de USD 50,0 en lo que resta de 2020 (Gráfico 1). 


 
 


Para Costa Rica, este comportamiento tiene un impacto positivo sobre los términos 


de intercambio y negativo sobre la inflación, con lo que estimularía el ingreso personal 


disponible. 


 


Aunque aún es prematuro evaluar los impactos macroeconómicos de este riesgo 


sobre Costa Rica, éstos podrían asociarse con un eventual atraso en los canales de 
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suministro6 una afectación en el crecimiento económico de los principales socios 


comerciales del país (y por ende una menor demanda sobre nuestra oferta 


exportable), y un impacto negativo sobre el influjo de turistas al país. 


 
6 En 2019, China representó un 1,2% de las exportaciones de bienes y servicios, pero un 11,6% de las 


importaciones de bienes y servicios. 
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III. TEMAS ESPECIALES 


 


Mediante correo electrónico de fecha 20 de marzo se remitió documento elaborado 


por el suscrito denominado “Situación actual Coronavirus o Covid-19 y 


perspectivas”, como parte de los temas especiales. 


 


2.  Medidas del BCCR y Conasiff ante el Covid-19 


 


El 16 de marzo de 2020 el BCCR y Conassif anunciaron medidas de política monetaria 


y financiera para mitigar impacto económico del covid-19 


 


La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica (BCCR), el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia General de 


Entidades Financieras (Sugef) acordaron el lunes 16 de marzo de 2020 medidas de 


política monetaria y financiera para mitigar el impacto económico en el país del 


coronavirus y la enfermedad asociada (el covid-19). 


 


Medidas de política monetaria 


La Junta Directiva del Banco Central, en la sesión 5921-2020, redujo la Tasa de 


Política Monetaria (TPM) en 100 puntos base, para ubicarla en 1,25% anual, a partir 


del 17 de marzo del 2020. Además, acordó reducir la tasa de interés bruta de los 


depósitos a un día plazo (DON) a 0,01% anual a partir del 17 de marzo del 2020, y 


las de la Facilidad Permanente de Crédito y la Facilidad Permanente de Depósito del 


Mercado Integrado de Liquidez a 2,00% y 0,01%, respectivamente. La decisión se 


sustentó en el análisis de la trayectoria prevista para la inflación y sus determinantes, 


los riesgos en ese pronóstico, y el rezago con el que tienen efecto las medidas de 


política monetaria. 


 


La propagación internacional del covid-19 ha impactado y podría impactar, por 


diversos canales, la actividad económica mundial. Así, la disrupción de cadenas de 


valor por las medidas de contención ha afectado la producción de bienes y servicios 


en muchos países. Además, la pérdida de ingresos asociada a esas disrupciones, y 


la incertidumbre sobre el impacto del virus, podrían afectar la demanda privada; es 


decir, el consumo y la inversión. La demanda agregada global también se podría ver 


afectada por la alta volatilidad en los mercados financieros internacionales, 


particularmente en la última semana. Así, los organismos financieros internacionales 


están revisando a la baja sus proyecciones de crecimiento para la economía global 


en el 2020. 


 


Por otra parte, en semanas recientes han caído significativamente los precios del 


petróleo, producto de una guerra de precios entre algunos exportadores importantes 


de crudo y de la menor demanda esperada como consecuencia del coronavirus. El 
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precio del West Texas Intermediate, referente relevante para Costa Rica, ha caído 


cerca de 36% en lo que transcurre de este mes. 


 


Ante estos acontecimientos, los bancos centrales de varias economías avanzadas, 


han reducido sus tasas de política monetaria, y muy significativamente en el caso de 


los Estados Unidos. 


 


La economía costarricense, que tiene un alto grado de integración comercial y 


financiera con la economía internacional, está expuesta a esos efectos económicos 


globales del coronavirus. En particular, en los meses siguientes la economía 


costarricense podría verse afectada por atrasos logísticos en la obtención de insumos, 


una menor demanda exterior de nuestros bienes y servicios, una caída en el turismo, 


y los efectos directos e indirectos que las medidas de contención puedan tener sobre 


la demanda interna. 


 


En este entorno, se acentúan los riesgos a la baja sobre el crecimiento económico 


y sobre la inflación, con respecto a lo contemplado en el Programa Macroeconómico 


2020-2021. En particular, los modelos de pronóstico del Banco Central sugieren que 


la inflación se mantendría por debajo del punto medio del rango meta en los siguientes 


dos años. Las expectativas inflacionarias de los agentes económicos están también 


contenidas. 


 


Desde marzo del 2019, el Banco Central ha venido implementando una política 


monetaria expansiva, y ha generado condiciones de amplia liquidez en el sistema 


financiero, con el fin de apoyar la actividad económica en un contexto de baja inflación 


proyectada. La reducción adicional acordada hoy en la TPM, unida a las acciones 


adoptadas también hoy por Conassif y Sugef, permiten crear condiciones crediticias 


más favorables para enfrentar el impacto económico del coronavirus”. 


 


Medidas adoptadas por el Conassif y la Sugef 


El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), ante el reto 


del coronavirus ha tomado las medidas necesarias, desde un punto de vista 


prudencial, con el objetivo de mejorar las condiciones de acceso al crédito, abordar 


oportuna y prudentemente los posibles problemas de atención de deudas, mitigar el 


efecto económico, reducir los impactos sobre el desempleo y velar por la estabilidad 


financiera. 


 


El Consejo aprobó ampliar al 30 de junio de 2021, la medida que permite renegociar 


hasta dos veces en un periodo de 24 meses las condiciones pactadas de los créditos, 


sin que estos sean considerados una operación especial, y por tanto, sin que dichos 


ajustes tengan efectos negativos sobre la calificación de riesgo de los deudores en el 


Centro de Información Crediticia (CIC).  La medida anterior se amplió para abarcar 
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los créditos de más de 100 millones de colones, por cuanto, anteriormente aplicaba 


solo a las deudas menores a dicho monto. 


 


Adicionalmente, los créditos de 100 millones de colones o menos que a la fecha han 


tenido dos readecuaciones dentro de los últimos 24 meses, podrán readecuar su 


operación por una vez más durante el periodo que finaliza el 30 de junio de 2021, sin 


calificar como operación especial. 


Por su parte, la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef) ajustó el 


mínimo de acumulación de estimaciones contracíclicas para ubicarlo en un 0%, con 


lo cual las entidades financieras podrán trasladar a créditos, los recursos que 


dedicarían a dichas estimaciones. 


 


De acuerdo con el comunicado, el Banco Central, el Conassif y las Superintendencias 


continuarán vigilantes de los impactos sobre la economía nacional derivados del 


covid-19, con el objetivo de tomar oportunamente cualquier medida adicional que 


eventualmente se requiera para mitigar sus efectos y mantener la estabilidad del 


sistema financiero costarricense. 


 
Comentario:  


En opinión del suscrito, esto constituye una señal más de disminución de tasas, tanto 


activas como pasivas, en línea con lo que está pasando en los mercados 


internacionales, lo que afectaría la reinversión de recursos y posiblemente una 


reducción en el tipo de cambio.   


 


En el caso de los bancos, es posible un aumento en la morosidad dadas las 


restricciones que se viven en materia de restricción de flujos.  Adicionalmente, es 


posible un efecto negativo en las exportaciones y definitivo en el sector de servicios, 


principalmente turismo.   


 


Por otra parte, es muy posible una disminución en el crecimiento mundial, lo que nos 


afecta directamente por el nivel tan alto de dependencia que tiene el país. A nivel 


interno, es negativo para la recuperación esperada y para las ya tan deterioradas 


cifras de empleo. 
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X
Ronald Chaves Marín 


Asesor Externo y Miembro Externo Comité de R...
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ANEXO 
 
II. INDICADORES DE LA ECONOMÍA NACIONAL 
 
1. Tasas de interés. El aumento de tasas de interés, por un lado, disminuye el valor del 
portafolio a tasa fija y, por otro lado, aumenta el rendimiento de los instrumentos denominados 
a tasa fluctuante; una disminución de tasas, tiene el efecto contrario.  Por su parte, las 
expectativas sobre esta variable (al alza o a la baja) tienen impacto sobre el comportamiento 
de la inflación y del tipo de cambio, pudiendo provocar efectos adversos sobre el portafolio, 
según sea su dirección. 
 


2. Inflación. Esta variable es clave para alcanzar las metas del BCCR de mantener la 
estabilidad interna (precios).  Un aumento en la inflación provoca incrementos en la tasa de 
interés local y en el tipo de cambio, entre otros.  Las expectativas sobre la inflación también 
tienen efecto sobre el comportamiento de estas variables. 
 
3. Finanzas públicas. Sin lugar a dudas, el déficit fiscal representa el principal desequilibrio 


macroeconómico del país y que requiere de medidas urgentes para el logro de la lograr la 


estabilidad económica. Este desequilibrio tiene impacto directo sobre las principales variables 


macroeconómicas y financieras.  En el caso de las carteras administradas, su 


comportamiento incide directamente sobre su rendimiento y sobre el impacto de variables 


clave como las tasas de interés, la inflación y el tipo cambio. 


 


4. Actividad económica y sector externo. La evolución de la actividad económica aporta 


datos importantes para las expectativas sobre las principales variables macroeconómicas y 


financieras y constituye un aspecto clave para la definición de tasas de interés por parte del 


BCCR y el sector financiero. 


 


5. Tipo de cambio y reservas internacionales netas (RIN)..  Los movimientos del tipo de 
cambio afectan directamente el valor de la cartera denominada en dólares, de tal forma que 
un incremento tiene consecuencias favorables sobre la valoración de este segmento; por el 
contrario, una baja en el tipo de cambio, tiene el efecto contrario.  El tipo de cambio también 
impacta directamente la inflación y las tasas de interés, lo que incide sobre el valor de las 
carteras en colones.   
 
Por su parte, la RIN resumen la situación del país con respecto al resto del mundo. Cuando 
existen turbulencias en el mercado cambiario, el Banco Central utiliza sus reservas 
internacionales netas (RIN) para evitar alza del dólar, transacciones que aumentan las RIN 
con las compras de divisas y disminuyen con las ventas. El impacto monetario de estas 
operaciones cambiarias (la compra de divisas expande la oferta monetaria y la venta la 
disminuye) afecta directamente la inflación y, por ende, el comportamiento de las tasas de 
interés. 
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II. INDICADORES DE LA ECONOMÍA INTERNACIONAL 


Evolución de los mercados financieros internacionales y coyuntura global. Los 
acontecimientos mundiales afectan directa e indirectamente la economía nacional, impactan 


en los principales macroprecios y, por ende, el mercado financiero nacional y a sus 
participantes.  
 
Tasas de interés internacionales. Los movimientos de las tasas de interés a nivel 


internacional impactan directamente las tasas locales y las expectativas sobre su futuro 


comportamiento; por tanto, tienen un efecto directo sobre las carteras administradas. 


 
Comportamiento de los mercados internacionales. Es importante dar seguimiento a los 


principales indicadores de los mercados internacionales por su impacto sobre la economía y 


mercados financieros nacionales y por su relevancia en la creación de expectativas sobre el 


comportamiento futuros de las principales variables macroeconómicas y financieras.   


 


Tasas de crecimiento internacional. La evolución de la economía internacional, de las 


principales zonas de influencia y en particular, la de nuestros principales socios comerciales, 


constituyen factores clave para la evolución de nuestra economía, de nuestro sector externo, 


de nuestra actividad económica y de la evolución de nuestras principales variables 


macroeconómicas y financieras. 


 


Precios de las materias primas (commodities). Los precios de las materias primas, 


principalmente el petróleo, tienen impacto directo sobre la inflación local y por ende, sobre las 


tasas de interés y el tipo de cambio. 


 


Riesgos geopolíticos. Pueden impactar directamente sobre el comportamiento a nivel 


mundial y regional. 
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           San José, 16 de marzo de 2020 
 
MBA. 


Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial 


S.            D. 
 


Asunto: Informe de los Estados 


Financieros del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones al 31-03-
2020. 


 
Estimada señora: 
 


Adjunto se remite el informe trimestral de los estados financieros del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones al 31 de marzo 2020, dicho documento se presenta en 


dos formatos, el primero de ellos comprende como tal el Estado Financiero y se 


encuentra elaborado en formato Excel, el segundo comprende las Políticas 


Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y está hecho 


en formato PDF. 


El estado financiero se encuentra conformado por los siguientes balances: 


1. Balance de Comprobación. 


2. Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios 
3. Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios 


 


El documento de Políticas Contables del Fondo comprende aquellas reseñas 
históricas, aspectos generales, ciclos contables sobre aportes, inversiones, cuentas 
por cobrar, cuentas por pagar, reconocimiento de tiempo servido, préstamos, 


activos intangibles, cuentas de orden y otras condiciones. 
 
Por otra parte, se indica que dicho informe fue remitido a la Superintendencia de 


Pensiones mediante correo electrónico, y se envió para su publicación en la página 


oficial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  
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Atentamente;  
 
 


 
 
 


Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 
Jefe Subproceso de Contabilidad 


MBA. María A. Herrera Charraun  
Jefa Proceso Presupuestario Contable 


 


 
 


Licda. Floribel Campos Solano 


Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable 
 
YFC 
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Políticas contables del Fondo de Jubilaciones 


  
• Reseña histórica 


El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fue creado el 9 de junio de 1939, fecha en 


que el presidente de la República de ese entonces, León Cortés Castro, aprobó el proyecto de Ley 
para crear el Régimen de Pensiones del Colectivo Judicial, presentado por el diputado del Congreso 
de la República, Teodoro Picado. Esto conllevó a la modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
(No. 8 de 1937) para incluir el Título: “De las jubilaciones y pensiones judiciales”.  La ley fue 


promulgada el 7 de julio de 1939 mediante el “Reglamento de la Ley de Jubilaciones y Pensiones” 
 
Antes de la Ley 9544 el artículo 81 en su inciso 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, indicaba lo 
correspondiente al Consejo Superior:  
 


“[…] Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las 
políticas de inversión de ese Fondo, establecidas por la Corte.” 


 
Ya que la Ley 9544 en su capítulo IV en su artículo 239 referente a la Administración del Fondo indica: 


 
“[…] Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica 
y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones 
que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.” 
 


Además, en acuerdo del Consejo Superior en la sesión N ° 53-18 del 19 de noviembre de 2018, en 
el artículo XXI se acuerda: 


 
“[…] 2.)  El Consejo Superior del Poder Judicial tendrá la competencia y responsabilidad de 
implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la 
competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 
Judicial…” 
 


Según Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, 
artículo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial, la cual asumirá funciones a partir del 3 de febrero de 2020. 
 
En el artículo 241 de la Ley 9544 indica que “La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa 
y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de 
Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), 
respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora 
estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley 
Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los 
ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” 
 


 
• Aspectos Generales 


 
A partir del 2007, considerando las recomendaciones de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) 


y las observaciones del Despacho Carvajal & Colegiados, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones decidió 


adoptar con algunos ajustes el Manual de Cuentas para los Regímenes de Pensiones de Capitalización 
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Colectiva de la SUPEN. La adaptación de esta normativa genera una operativa diferente, por cuanto 


establece dos cuentas independientes para el control de los recursos disponibles en la atención de 


las jubilaciones y pensiones actuales y futuras, a saber: 


 
Provisión Para Pensiones en Curso de Pago: Pasivo actuarialmente necesario para atender los 
beneficios con los jubilados y pensionados actuales, para un período determinado o en su defecto lo 
constituye el total de los recursos acumulados, generados de las actividades del Fondo para el pago 
de estos beneficios, cuando estos son insuficientes para cubrir el pasivo actuarial. 
 
Según lo dispuesto por la Superintendencia de Pensiones mediante oficio SP 236-2010 con fecha del 
16 de febrero de 2010, a partir de marzo de 2010 se registraran en esta cuenta, todas aquellas 
liquidaciones de sumas canceladas de más a jubilados y pensionados, sin embargo, este rubro no 
representa un incremento efectivo, hasta que las sumas en mención sean recuperadas en el tiempo, 
y en caso de no lograrse la recuperación del monto, previa autorización de la Dirección Ejecutiva se 
procederá con la respectiva reversión.  
 
Con el fin de reflejar la cancelación parcial de la Provisión Para Pensiones en Curso de Pago, el 
importe proveniente de la cancelación mensual de la jubilación, así como el aguinaldo afectarán a la 
sub-cuenta Pago Plan de Beneficios de dicha Provisión. 


 


 
Reserva en Formación: Constituye los recursos destinados para el pago de las prestaciones 
futuras, una vez cubierto el déficit actuarial de la Provisión Para Pensión en Curso de Pago. Para tales 
efectos, las reservas en formación se conformarán por:  


 


• Aporte de los Trabajadores  
• Aporte del Patrono 
• Aporte del Estado 
• Aporte del Jubilado y Pensionado 
• Rendimientos acumulados 


 
Asimismo, el Manual de Cuentas de Capitalización Colectiva definía en forma independiente, cuentas 
en el activo, en los ingresos y los gastos que permitían el registro de la adquisición de instrumentos 
financieros con recursos provenientes de la Provisión Para Pensiones en Curso de Pago y de las 
Reservas en Formación, no obstante, en atención al oficio SP-A-161-2012 emitido por la SUPEN el 23 
de julio de 2012, mediante el cual se informa que a partir de enero de 2013 se modifica el “Manual 


de cuentas para los regímenes de pensiones de capitalización colectiva”, con autorización de la 
Dirección Ejecutiva según oficio 1669-DE-2013, del 25 de febrero de 2013, se procede a la adaptación 
del manual de cuentas para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones en la contabilidad de enero de 
2013. 
 


En el Informe Actuarial elaborado por el Instituto de Investigaciones en Ciencias Económicas de la 
Universidad de Costa Rica al 31 de diciembre de 2015,  se determina la existencia de un déficit 
actuarial bajo el sistema de grupo abierto, es decir, considerando la existencia de una generación 
futura como reemplazo de la generación actual, por lo tanto, todos los recursos acumulados al cierre 


del 2006, más los aportes obrero – patronales y los rendimientos por la inversión de recursos, se han 
destinado a partir del 2007, a las cuentas respectivas de la Provisión Para Pensiones en Curso de 
Pago, hasta tanto se presente un nuevo estudio actuarial que determine un superávit actuarial y 
permita crear la cuenta Reservas en Formación.  
 


La Asamblea Legislativa aprueba la Ley 9544 denominada “Reforma de Régimen de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial contenido en la Ley N° 7333 Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de 
mayo de 1993, y sus reformas”, publicada en el Diario Oficial la Gaceta N° 89 del 22 de mayo de 
2018, por lo cual rige a partir de dicha fecha. 
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En virtud de lo anterior, el “Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial (FPPJP)”, se encuentra en proceso de elaboración del respectivo reglamento de la Ley 


citada.   
 
 
Además, el último estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fue realizado por Proveedor 
Integral de Precios Centroamérica S.A. (PIPCA), con corte al 31 de diciembre de 2018. El cual fue 
presentado al Consejo Superior el 04 de setiembre 2019, por lo que el proyecto ya fue concluido.  


 
Dentro de las conclusiones se menciona lo siguiente:  
 


“[…]Es claro que la reforma ha sido muy positiva para sanear las finanzas del Fondo. La comparación 
entre este estudio, realizado tanto bajo el supuesto de población cerrada como el de población 
abierta, muestra una diferencia marcada en el Superativit/Déficit, aunque en ambos estudios se 
realizan valuaciones de distintas leyes, el del 2015 evalúa la Ley 7333 y este estudio con la nueva 


Ley 9544. Sin embargo, se evidencia la mejora que existe entre las dos leyes, en cuanto a los 
resultados de un escenario base propuesto en cada estudio. En el modelo de 2015, se presenta un 
monto de déficit de 6.37 billones (millones de millones), lo cual comparado con 0.62 de billones que 
arrojó el estudio del 2019 bajo población cerrada nos da un cambio de 5.75 MM, mientras que con 
población abierta da un cambio de 5.66 MM”. 
 


Mediante oficio N° SP-A-210-2019 del 9 de setiembre de 2019, la Superintendencia de Pensiones 
(SUPEN), instaura para su aplicación a partir de la información contable emitida a partir de enero del 


2020, una nueva estructura y descriptivo de cuentas, cuyo objetivo primordial es una codificación 
ordenada de las cuentas homogéneas, que facilitarán la elaboración y el envío de la información 
financiera atendiendo lo requerido por este ente. 
 
Cabe destacar, que en forma general se indica que las cuentas contables cambiaron en código y 
algunas cuentas se especializaron para que la información sea más explícita, para citar el caso más 
significativo lo atinente a inversiones y sus cuentas relacionadas. 
 


La Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 


De conformidad con lo establecido en el artículo N° 239, Capítulo IV de la Ley N° 9544, se crea una 
Junta Administrativa del Fondo, como órgano del Poder Judicial que contará con independencia 
completa funcional, técnica y administrativa, en dicho artículo se regula las funciones de la citada 


Junta.   
  


El artículo N° 240 de la Ley en mención, regula como se conforma la Junta Administrativa, siendo 
que, será  “[…]  por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así 
como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos.”  
  


La Junta Administrativa, según el artículo N° 239, se financiará con “[…] una comisión por gastos 
administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.”  
 


Al respecto de la conformación de la Junta Administrativa, el transitorio I de la Ley, indica:  


“[…]  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá estar 
integrada en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta ley. 
En tanto se Integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará 
ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 
7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas.” 
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En acuerdo del Consejo Superior en la sesión N ° 53-18 del 19 de noviembre de 2018, en el artículo 
XXI se acuerda: 


 
“[…] 2.)  El Consejo Superior del Poder Judicial tendrá la competencia y responsabilidad de implementar 
los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta 
Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial…” 


 


Según Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, 
artículo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial, la cual asumirá funciones a partir del 3 de febrero de 2020. 
 
 
Con acuerdo del Consejo Superior en sesión N° 06-2020 celebrada el 23 de enero de 2020 en el 
artículo LXXVIII hacen de conocimiento el “Convenio específico de cooperación 
interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. En el cual se 
acuerda:  
 


Se acordó: 1.) Aprobar la suscripción del “Convenio específico de cooperación interinstitucional 
y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2.) Con respecto a la cláusula décimo segunda, en 
dónde se establece que, “para el desarrollo del presente convenio el Poder Judicial ha designado 
como punto focal de comunicación a la Secretaría General de la Corte y como responsable de 
seguimiento, control y fiscalización del cumplimiento del presente convenio al Consejo Superior 
en pleno”, este Consejo, tendrá apoyo por parte de la Comisión de Traspaso del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, creada en sesión Nº 39-18 celebrada el 10 de mayo 
del 2018, artículo II, conformada por las Direcciones Ejecutiva, Jurídica, de Gestión Humana, 
Tecnología de la Información y el Departamento Financiero Contable, quien se encargará de 
remitir informes de rendición de cuentas periódicos a este Consejo, con el fin de poder dar el 
respectivo seguimiento, control y fiscalización a la Junta Administradora. 


 
 


• Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios 
 


El estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios tiene como finalidad determinar 


el total de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al cierre de cada período, respecto a 
los ingresos por contribuciones obrero-patronales, los ingresos generados de la inversión de los 
recursos y otros ingresos diversos con respecto a los gastos. Además, comprende el traslado del 
saldo del patrimonio registrado al 31 de diciembre de 2006 al pasivo denominado “Provisión para 
Pensiones en Curso de Pago”, de conformidad con la nueva estructura definida en el manual de 


cuentas para los Regímenes de Pensiones de Capitalización Colectiva de la SUPEN, el cual fue 
adaptado por el Poder Judicial, a partir de 2007.  
 


A partir de enero de 2013, con la adaptación del nuevo manual de cuentas emitido por la SUPEN, no 


se considera dentro del estado en mención la salida de recursos derivados del pago de la planilla, en 
virtud de que éstos corresponden a la sub-cuenta de pasivo “Pago plan de beneficios”, la cual 
disminuye contablemente a la cuenta de “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, ya que 
pertenece al Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios. 


 


Como parte de los cambios se registran los aportes en las cuentas de patrimonio creadas para tal 
efecto según el concepto de cada contribución, siendo que en el mismo mes de registro se procede 
con el traslado contable de dichos recursos a la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”. 
 
No obstante, el aporte correspondiente a la “Contribución Especial” de los jubilados y pensionados 
de conformidad con lo establecido en el artículo según el art 236 bis de Ley 9544, se mantiene 
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registrado contablemente en la cuenta patrimonial respectiva y no se traslada a la “Provisión para 
Pensiones en Curso de Pago”, en tanto se resuelvan los recursos de amparo interpuestos ante la Sala 


Constitucional al respecto.   
 
Según lo indicado anteriormente, acerca de los cambios solicitados por la Supen este estado mostrará 
la información de las inversiones englobada en lo esbozado por las Normas Internacionales de 
Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9), considerando el modelo de negocios en los 
que se gestionan los activos financieros, los flujos de efectivo, las políticas y procedimientos de 
inversión y gestión de riesgo, dichos modelos se basan en la intención de tenencia:   
 


• Al valor razonable con cambios en otros resultados integral: el activo financiero se mantiene 


dentro de un modelo cuyo objetivo se logra obteniendo flujos contractuales y vendiendo 
activos financieros, las condiciones contractuales dan lugar a fechas especificas que son 
únicamente pagos del principal e intereses sobre el importe del principal pendiente. 


 


• Al Costo amortizado: en este modelo el activo financiero se conserva considerando el objetivo 
de mantener los activos para obtener los flujos de efectivo contractuales y que las 
condiciones contractuales dan lugar, en fechas específicas a flujos que son únicamente pagos 
de principal e intereses sobre el importe del principal pendiente. 


 
• Al Valor razonable con cambios en resultados: Se consignan en este modelo cuando no se 


pudieran aplicar las condiciones de los dos modelos citados anteriormente.  
 
• Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios  
 


Sustituye el Balance de Situación y muestra la situación financiera del Fondo de Jubilaciones al cierre 


de cada período. En él se resume el saldo de los activos propiedad de este Fondo, así como el saldo 


de las obligaciones adquiridas (pasivos), entre las cuales destaca la creación de la Provisión para 


Pensiones en Curso de Pago, la cual sustituye al patrimonio, de acuerdo a la nueva nomenclatura del 


Manual de Cuentas para los Regímenes de Pensiones de Capitalización Colectiva de la SUPEN.  


Este estado también muestra modificaciones en las cuentas de Inversiones, ya que se dividen por 


modelo (Al valor Razonable con cambios en otros resultados Integrales, Al valor Razonable con 


cambios en resultados y al Costo Amortizado), considerando lo solicitado por la SUPEN y lo indicado 


por las Normas Internacionales de Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9) 


 


• Políticas Contables 


 
En las políticas contables se consignan las bases de medición empleadas en la preparación de los 
estados financieros, así como los principios, reglas y prácticas contables específicas, establecidas por 
la entidad en la preparación de sus estados financieros. 
 


• Generales 


• El ciclo económico comprende del 1º de enero al 31 de diciembre de cada año, con cierres 
mensuales. 


 


• Los registros contables se presentan en colones, moneda de curso legal en Costa Rica. 
 


• Conforme el criterio emitido por el Despacho Carvajal & Colegiados, en lo que corresponde a la 
valuación de activos monetarios en moneda extranjera, se debe utilizar el tipo de cambio para 
la compra del colón con respecto al dólar estadounidense. 


 


• Los pasivos monetarios en moneda extranjera se deben re-expresar, utilizando el tipo de cambio 
de venta del colón con respecto al dólar estadounidense, este índice se constituye en la unidad 
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de referencia para el registro contable y liquidación de esas transacciones. Igual principio 
prevalece en el pago de los servicios facturados en dólares, según criterio emitido por la Asesoría 


Legal de la Dirección Ejecutiva, mediante oficio 920-DE/AL-05, del 24 de junio de 2005. 
 


• Por otra parte, los gastos y los ingresos se registran al tipo de cambio del día de la transacción. 
Lo anterior con base al criterio emitido por la Dirección General de Tributación Directa en el 
documento DGT-26-06, del 10 de noviembre de 2006 y con base a la Norma Internacional de 


Contabilidad No. 21 “Efectos de las variaciones en los tipos de cambio de la moneda 
extranjera”. 


 


• Según se informó a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 110-SC-2010, del 1° de marzo de 
2010, a partir de junio 2008 el tipo de cambio utilizado para la conversión de las inversiones en 
dólares, es el de referencia del Banco Central de Costa Rica para el Sector Público no bancario, 
esto de conformidad con el artículo 89 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica 
“Transacciones del Sector Público no Bancario” el cual literalmente indica: 


 


“Las instituciones del sector público no bancario efectuarán, sus transacciones de compra y 
venta de divisas por medio del Banco Central de Costa Rica o de los bancos comerciales del 
Estado, en los que este delegue la realización de tales transacciones. En todo caso, estas 
transacciones se realizarán a los tipos de cambio del día, fijados por el Banco Central para 
sus operaciones”.      


 


Mediante oficio 2326-DE-2010, del 9 de marzo de 2010, emitido por la Dirección Ejecutiva, se 
avala el procedimiento para el registro contable, tanto de los pasivos como de la conversión de 
las inversiones en moneda extranjera del FJP, anteriormente expuestos.  


 
• A partir de mayo de 2012, la valoración de los movimientos de las cuentas bancarias en dólares, 


se utiliza el tipo de cambio de compra del colón con respecto al dólar estadounidense para el 
sector público no bancario según lo informado a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 2085-TI-
2009 del 18 de agosto del 2009, que en los intereses cita: 


 


“[…] se considera conveniente para el registro contable de las inversiones de dicho Fondo y 
de los movimientos de las cuentas bancarias en dólares el tipo de cambio (TC) para el sector 
público no bancario (SPNB).”  


 


Dicho indicador se aplica tanto a la valoración de los intereses ganados sobre los saldos de las 
cuentas corrientes en dólares, así como a la revaloración de los saldos de las citadas cuentas 
bancarias.  


 


A partir de marzo 2015, el registro contable de la valoración de las inversiones en dólares y 
cuentas relacionadas, así como de los saldos bancarios en dólares, en los casos en que el último 
día del mes corresponda a un día no hábil, utilizará el tipo de cambio de compra del colón con 
respecto al dólar estadounidense para el sector público no bancario del último día hábil del cierre 


de cada mes. 
 


• Para el registro contable de las transacciones económicas se empleó la “base acumulativa”, 
utilizando la partida doble. 


 


• Como medida de control interno, se considera la adecuada segregación de funciones contables, 
estableciendo rutinas de revisión y verificación de la información contenida en los estados 
financieros, de manera tal que permita obtener mayor confiabilidad y razonabilidad de la 
situación real del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, a una fecha determinada. 


  
 
 


• Específicas 


Disponibilidades: 
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• Los registros de transacciones se contabilizan con una copia del estado de cuenta bancario. 


Conforme las recomendaciones emitidas por el Despacho Carvajal & Colegiados, respecto a las 
transacciones bancarias no identificadas y acreditadas en las diferentes cuentas corrientes del 
Fondo, se registran transitoriamente en la cuenta denominada “Sumas en tránsito por aclarar”, 
en tanto se gestiona, ante las instancias e instituciones internas y externas que correspondan, 


las aclaraciones respectivas a efecto de determinar el origen y concepto de estos recursos.  
 


• Las cuentas bancarias y recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones son inembargables, 
según lo establecido en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 170 del 
Código Procesal Contencioso Administrativo.  


 
 


• Con el fin dar cumplimiento a la normativa contable de mantener el registro de documentos 
actualizado de forma oportuna, cada área responsable debe asociar y aprobar semanalmente 


en el Sistema Contable los documentos bancarios que le correspondan, quedando pendientes 
únicamente aquellos documentos que se tramiten el último día de mes para ser procesados en 
los primeros días del mes siguiente, tratando de evitar así los saldos negativos y diferencias. 


 


 


Inversiones: 


 


• El registro de las inversiones se realiza en la fecha de liquidación de la transacción y no en la 
fecha de negociación. 


 


• El registro de inversiones es al costo de adquisición y no a su valor facial, es decir: 
 


Valor facial + Primas - Descuentos 
 


• Las sub-cuentas de Primas y Descuentos muestran el importe amortizado y no el monto 
pendiente de amortizar. 


 


• A partir de mayo de 2009, el registro de la amortización de las primas y descuentos se realiza 
mediante el método de interés efectivo y no por línea recta como se venía efectuando, lo que 
podría generar eventualmente una prima positiva o un descuento negativo, que se cargará o 
acreditará en la cuenta analítica correspondiente, según lo establece el “Manual de Cuentas para 
los Regímenes de Pensiones de Capitalización Colectiva” y o indicado por la Superintendencia 
de Pensiones (SUPEN) mediante oficio SP-001 del 4 de enero de 2010. El procedimiento para la 
aplicación de la metodología de interés efectivo fue ratificado por este Macroproceso mediante 
oficio 1386-TI-2011/0244-SC-2011, del 5 de agosto de 2011, dirigido a la Sección de Auditoria 
Financiera.  


  


• La cuenta de Ingreso por Intereses se afecta por la amortización de la prima, comisiones y 
descuentos, así como los intereses por la inversión. 


 


• El registro de intereses se ejecuta al día siguiente de la compra y por consiguiente se registra 
también el día de vencimiento del período de pago para los intereses, tal como lo señala el 
Manual de Información, capítulo de inversiones, emitido por SUPEN. 
 


• También, forma parte de las inversiones, las sub-cuentas de Plusvalía o Minusvalía no realizada 
por valoración y la estimación por riesgo de crédito y deterioro.  


 
• A partir de la contabilidad del mes octubre 2017, se da inicio al registro contable del sector 


“Títulos de Participación de Fondos de Inversión Cerrados” (Fondos Inmobiliarios). 
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• A partir de la contabilidad del mes noviembre 2017, se da inicio al registro contable del sector 
“En Valores Emitidos por Bancos Privados”. 
 


• A partir de la contabilidad del marzo 2019, se da inicio al registro contable de operaciones de 
reportos, las mismas consisten en una negociación de compra-venta, en  la que el comprador a 
hoy aporta el efectivo para la compra de un activo financiero y se compromete a venderlo en el 
plazo pactado, recibiendo un rendimiento por la operación, se debe destacar que se denominan 


tripartitos porque los títulos valores en estas negociaciones son depositados en un fideicomiso 
administrado por la Bolsa Nacional de Valores, la cual se encarga de administrar todo lo referente 
a dicho título.  


 


• A partir de la contabilidad del mes agosto 2019, se da inicio al registro contable del sector 
“Títulos de Participación de Fondos de Inversión Abiertos”. Los cuales son fondos de liquidez, y 
su rendimiento se da por el aumento en el valor de la participación que se tenga. 


 


• El Despacho Carvajal y Colegiados, en el informe de auditoría externa carta de gerencia CG1-
2016, en la página 15, punto tercero denominado “Proceso de Tesorería” menciona: 


 
“De acuerdo con la normativa vigente de la SUPEN, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial está obligado a valorar a precios de mercado su portafolio de inversiones y debe registrar el 
resultado de esa valoración”. 
 


Adicionalmente se debe considerar lo dispuesto por la Contraloría General de la República en el 


informe DFOE-EC-IF-03-2013, que en lo que interesa señala: 
 


“[…] Sobre este particular, esta Contraloría General también es del criterio de que el FJPPJ debe 
sujetarse a las disposiciones que sobre el particular apruebe el CONASSIF, salvo en lo que 
se refiere  a  las políticas  de  inversión,  las  cuales,  por ley,  es  una  facultad  que  ostenta  la 
Corte  Plena,  posición  que  igualmente  es  compartida  por  la  Procuraduría  General  de  la 
República,  en su Dictamen  No. 078-2002 del 21 de marzo del 2002 […] ”. (Subrayado no pertenece 


al original) 


 


En relación con la carga del archivo de inversiones por medio de la VES, a partir de la carga de enero 
2015, se remitió de forma oficial la información de inversiones a la SUPEN utilizando la VES, ya que 
anteriormente se remitía por correo electrónico. Sin embargo, en lo que respecta a la información de 
los saldos contables se remiten mensualmente por correo electrónico, en el formato establecido por 


SUPEN, debido a la imposibilidad de usar la VES, como se informó por parte de la Dirección Ejecutiva 
a la SUPEN con oficio N° 2651-DE-2015. 
 
No obstante, con oficio N° 293-SC-2018 de fecha 26 de julio de 2018, se indicó a la Dirección 


Ejecutiva, que en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N°. 03-18, articulo XX, 


celebrada el 16 de enero del 2018, el cual cita “elabore una propuesta del procedimiento 


correspondiente para que la Superintendencia de Pensiones “SUPEN” supervise y fiscalice el fondo 


de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial”; este Macroproceso se encuentra trabajando en los 


ajustes en normativa y operativos necesarios para efectuar la valoración de los instrumentos a precios 


de mercado, en apego a la normativa dictada por el CONASSIF, lo cual fue comunicado a la SUPEN 


con oficio N° 3547-DE-2018.  


Lo anterior, con el fin de realizar las pruebas necesarias para remitir por medio de la VES el archivo 


de saldos contables.  


El Comité de Inversiones del FJPPJ, en sesión N°. 072-CI-FC-2019 del 22 de julio del 2019, analiza 
lo referente al comunicado del oficio N° SP-498-2019 del 30 de mayo de 2019 de la Superintendencia 


de Pensiones (SUPEN) , donde señalan los cambios a realizar por el proyecto de reforma al “Manual 
de Información de Capitalización Individual”, el “Manual de Información de Capitalización Colectiva” 
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y un nuevo “Manual de Información Relativo a Saldos Contables e Inversiones”, elaborado como 
consecuencia de la implantación del modelo de supervisión basado en riesgos del CONASSIF y la 


entrada en vigencia del “Reglamento de Información Financiera” y el “Reglamento de Gestión de 
Activos”, cuya fecha de aplicación es a partir del 1 de enero de 2020;  del análisis efectuado en dicha 
sesión se desprende el siguiente acuerdo:  
 


 
“Se acuerda:   
 


✓ Registrar contablemente el resultado de la valoración del portafolio a precios de mercado, una 


vez concluida la separación de la cartera por modelo de negocio y entrada en vigor del 


Reglamento de Información Financiera”. 


 
• En relación con la venta de instrumentos financieros, la ganancia o pérdida se contabiliza en la 


cuenta de ingresos o gastos por negociación de instrumentos financieros y se determina 


comparando la diferencia entre el valor de venta y el valor en libros, donde el valor en libros es 
la sumatoria del costo de adquisición más el acumulado de las sub-cuentas de descuento o 
primas amortizadas, conforme con el “Instructivo para registrar el efecto de la valoración a 
precios de mercado”. 


 


• A partir de junio de 2006, el registro de los intereses ganados de los títulos en la modalidad 
“cero cupón”, se efectúa considerándose esos rendimientos como descuentos ganados, de tal 
forma que una vez registrada la inversión a su valor facial, el reconocimiento de los intereses 
mensuales, se presenta como un Ingreso por descuento en inversiones. Anteriormente se 


reconocían como intereses ganados.     
 


• De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 87-11 del 1° de 
noviembre del 2011, artículo LXIII el Poder Judicial atenderá las disposiciones del Banco de 
Costa Rica de comunicar antes del mediodía las transacciones vía SINPE por sumas iguales o 
mayores a ¢1.000.000.000.000 y/o $2.000.000,00, en el entendido que si lo realiza luego de la 
hora mencionada debido a circunstancias especiales, y dicha institución no logra efectuar la 
transferencia de los recursos, esta le reconocerá al Fondo de Jubilaciones y Pensiones las sumas 


dejadas de percibir por concepto de gastos o pérdidas que se causen. Adicionalmente el BCR 
comercial mediante correo electrónico del 24 de abril de 2019 indica lo siguiente: “[…] en la 
plataforma de  BCR comercial se realizan en  la opción de transferencias interbancarias  y no 
por la opción de Sinpe en Línea,  adicional para las transferencia a la cuenta reserva mantiene 
diferentes horarios para recibir fondos adjunto detalle:”   
 


 


 


• El Consejo Superior en sesión 27-16 celebrada el 17 de marzo de 2016, artículo LXXXV, se 
aprobó el informe de la Dirección Ejecutiva sobre la “Propuesta de Modificación al Capítulo VIII 
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de las Inversiones” del reglamento al Título IX de la ley Orgánica del Poder Judicial de las 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde se aprobaron los cambios en cuanto a la 


integración, invitados y dinámica de reuniones de los Comités de Inversiones y Riesgos.  
 


 


• En acuerdo de Corte Plena, sesión N° 16-15, del 27 de abril de 2015, articulo IX, literalmente 
dice: 


 
“En sesión N° 31-12 celebrada el 3 de setiembre del 2012, artículo XXV, se aprobó la “Política 
de Riesgo para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial […]”. 


 
En sesión 5-15 celebrada el 9 de febrero de 2015, artículo XVI, la Corte Plena aprobó la 
propuesta de modificación de la Política de Inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, dentro de la cual se incorporó la figura del canje de títulos valores. 
 
• Mediante acuerdo del Consejo Superior N° 50-17, celebrada el 23-05-2017, se ratifica lo 


dispuesto por la Corte Plena, en la sesión N° 9-17 celebrada el 24 de abril del año 2017, 
artículo XXX, el cual aprueba la actualización de la Política de Inversión1 del FJPPJ, entre las 
principales variaciones se encuentran las siguientes: 


 


• El Perfil de Inversionista establecido para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial es “Profesional-Conservador”. 
 


• Las inversiones se realizarán y se contabilizaran en los modelos expresados en la Normas 
Internacionales de Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9), los cuales se 
basan en la intención de tenencia:   


 
o Al valor razonable con cambios en otros resultados integral: el activo financiero se 


mantiene dentro de un modelo cuyo objetivo se logra obteniendo flujos contractuales 
y vendiendo activos financieros, las condiciones contractuales dan lugar a fechas 
específicas que son únicamente pagos del principal e intereses sobre el importe del 
principal pendiente. 


 


o Al Costo amortizado: en este modelo el activo financiero se conserva considerando 
el objetivo de mantener los activos para obtener los flujos de efectivo contractuales 
y que las condiciones contractuales dan lugar, en fechas específicas a flujos que son 
únicamente pagos de principal e intereses sobre el importe del principal pendiente. 


 
o Al Valor razonable con cambios en resultados: Se consignan en este modelo cuando 


no se pudieran aplicar las condiciones de los dos modelos citados anteriormente.  
 


 


• Las Normas Internacionales de Información Financiera Instrumentos Financieros (Niff 9), han 


cambiado la conceptualización en la forma de reconocer el deterioro, dado que 


anteriormente, la premisa fue la pérdida incurrida, mientras que el nuevo enfoque es la 


pérdida esperada. La norma exterioriza que todos los instrumentos financieros se  exponen 


al riesgo de deterioro, para la Niff 9 solo hay un único modelo de deterioro sin importar la 


forma de valoración del instrumento financiero, se basa en dos grandes aspectos: las 


pérdidas esperadas de los próximos 12 meses y las esperadas durante toda la vida del activo, 


las condiciones para discriminar dependen del aumento del riesgo de crédito, se aclara, que 


la SUPEN estableció códigos contables para el deterioro del modelo “Al valor razonable con 


cambios en otros resultados integral”. 


 
1 Mediante el siguiente enlace puede conocer más sobre las políticas de Inversión aprobadas las cuales se encuentran publicadas  en la 
pag web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. ENLACE 



http://intranet/fjp/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=177&Itemid=323
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• Aspectos de Aplicación General: 
 


1. Los plazos de las inversiones responderán a las necesidades de rentabilidad, liquidez, 
diversificación, calce de plazos, condiciones de mercado y oportunidad. El análisis de 


plazos responderá a normas prudenciales de riesgo aceptadas en los mercados 
costarricenses. 
 


2. Con el objetivo de desconcentrar la moneda de inversión, un porcentaje de la cartera 
de inversiones del fondo de jubilaciones y pensiones se podrá invertir en una moneda 
extranjera fuerte, preferiblemente dólar estadounidense o euros. 
 


3. Las transacciones bursátiles en el ámbito nacional que realice el Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se realizarán con base en los contratos 
establecidos con los diferentes Intermediarios Bursátiles y Custodios de Valores. 
 


4. Los títulos valores deben ser de oferta pública en Costa Rica y estar inscritos en el 
Registro Nacional de Valores e Intermediarios exceptuando: a) instrumentos emitidos 


por el Banco Central; b) la banca estatal y pública supervisados por la SUGEF; c) los 
negociados en forma directa con el Ministerio de Hacienda o Banco Central y d) las 
inversiones realizadas a través de ventanilla a menos de un año plazo (365 días), los 
que sí podrán ser objeto de inversión sin estar registrados en el RNVI. 


 


5. Las operaciones que se realicen para la compra y venta podrán realizarse conforme 
a los medios de pago autorizados por la Bolsa Nacional de Valores o el Emisor que 
con el cual se transe la inversión (sea al contado o a plazo). 


 


• Tipos de Valores Autorizados: 
 


1. Valores representativos de deuda emitidos en serie. Exceptuar:  
 


o Instrumentos emitidos por el Banco Central y Ministerio de Hacienda. 
o La banca estatal y pública supervisada por la SUGEF. 
o Bancos creados por leyes especiales supervisados por la SUGEF. 
o Los negociados en forma directa (ventanilla) con emisores autorizados, 


aunque no sean emitidos en serie.  
 


2. Valores de participación en fondos de inversión “Financieros” con garantía estatal, 
independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI, con 
la condición de que los portafolios de dichos fondos estén conformados en al menos 
un ¾ partes por instrumentos del sector público costarricense. 
 


3. Valores de participación en fondos de inversión “No Financieros” (Inmobiliarios), 
independientemente del grupo de interés económico al que pertenece la SAFI. 


 


4. Títulos de deuda del sector privado con calificación de grado de inversión igual a AAA 
a nivel local. 


 


5. Valores individuales de deuda emitido por las entidades financieras supervisadas por 
la Superintendencia General de Entidades Financieras (CDP). 


 


6. Valores o instrumentos de inversión estructurados producto de procesos de 
titularización de obra pública, fideicomisos, vehículos de propósito especial y/o 
similares. 
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7. Operaciones de recompras o reportos con valores estatales negociados a través de 
Puestos de Bolsa con respaldo Estatal, realizados bajo las regulaciones establecidas 
por las bolsas de valores autorizadas por la Superintendencia General de Valores. 
 


• Tipos de transacciones autorizadas: 
 


1. Compra de instrumentos por medio de ventanilla (electrónica, física y/o emisiones 
privadas). 
 


2. Compra de instrumentos por medio de subasta (mercado primario) y/o a través de 
los mercados secundarios de negociación. 
 


3. Venta de instrumentos. 
 


4. Canje de operaciones. 
 


5. Subastas inversas. 
 


6. Operaciones de reporto. 
 


7. Inversión en Fideicomisos de Titularización y/o Construcción de Obra Pública. 
 


8. Adquisición de participaciones en fondos de inversión “Financieros”. 
 


9. Adquisición de participaciones de fondos de inversión “No Financieros”. 
 


 
• Transacciones NO autorizadas: 


 
Los gestores de dicho (s) portafolio (s) NO podrán efectuar las siguientes operaciones, salvo 
autorización expresa del Comité de Inversiones y/o máxima autoridad jerárquica 


administradora del FJPPJ: 
 


1. Compra/venta de acciones de cualquier tipo y/o emisor. 
 


2. Venta de instrumentos financieros con pérdidas de capital, salvo que haya sido 
expresamente autorizado por el Comité de Inversiones y/o máxima autoridad 
jerárquica administradora del FJPPJ. 
 


3. Bonos u obligaciones convertibles en acciones comunes o preferentes. 
 


4. Operaciones de reporto con garantía de instrumentos acá vedados. 
 


5. Operaciones con derivados cambiarios. 
 


6. Operaciones en mercados internacionales. 
 


7. Todas aquellas que no hayan sido expresamente autorizado por el Comité de 


Inversiones y/o máxima autoridad jerárquica administradora del FJPPJ. 
 


 


 Aportes por cobrar  
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Corresponde a los aportes pendientes de cobrar por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, del Estado 
(1.41%), del Poder Judicial en su condición de Patrono (14.36%) y aporte obrero (13%).  


 
 


Aporte obrero: 


Corresponde al aporte aplicado a las planillas quincenales de los servidores activos, jubilados y 
pensionados, conforme lo establece el artículo N° 236 de la Ley N° 9544 “Reforma de Régimen de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder 
Judicial, del 5 de mayo de 1993, y sus reformas”  (a partir de mayo 2018 corresponde a un 13%), 
monto que se registra inicialmente en cuentas patrimoniales y en el mismo mes se traslada a la 
cuenta “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”. 


  
Adicionalmente, según el artículo N° 236 bis de Ley 9544, se establece la “Contribución Especial, 
Solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, la cual cita en lo que interesa:  
 


“[…] Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y 


los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma 


especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:  


a) Sobre el exceso del tope establecido en el artículo 225 y hasta por el veinticinco por 


ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal 
exceso. 


b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, 


contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso. 


c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, 


contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso. 


d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, 
contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso. 


e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento 


(55%).”   


 
 


Este monto, se mantiene registrado contablemente en la cuenta patrimonial respectiva y no se 
traslada a la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, en tanto se resuelvan los recursos de 
amparo interpuestos ante la Sala Constitucional al respecto.   
 


Por otra parte, con la entrada en vigencia de ley N° 9544, en cuanto a los aportes de las personas 
funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones, el transitorio II de dicha Normativa cita: 
 


“TRANSITORIO II- Las personas funcionarías del Tribunal Supremo de Elecciones a los que 
hacía referencia el artículo 242 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de 
mayo de 1993, y sus reformas, que hayan cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial de previo a la entrada en vigencia de esta ley, la presente reforma no les será 
aplicada en su perjuicio y en todo momento se les deberá respetar sus derechos adquiridos 
de buena fe. No obstante, quedan facultados para solicitar, en los términos dispuestos en los 
artículos 226 y 234 de esta ley, la devolución de las cotizaciones obreras, estatales y 
patronales realizadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de que 
puedan trasladarse al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la 
Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), si así lo desean.” 
 


 
Aporte estatal: 


 
Según la directriz del Ministerio de Hacienda, emanada mediante el oficio DGPN-SD-0242-2019 del 
12 de abril de 2019, el porcentaje del aporte estatal cambia a 1.41%, a partir de enero del 2020. 


 
Aporte patronal: 
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A partir del 01 de octubre de 2016, se efectúa el aumento del aporte patronal para un ajuste total 
del 14.36%, generándose un incremento del 0.61% en comparación al 13.75% que se venía 


cancelando hasta el 30 de setiembre del 2016, de conformidad con el  acuerdo de Corte Plena, sesión 
N° 30-16 celebrada el 3 de octubre de 2016 lo anterior en base al estudio “Incremento proporcional 
del aporte patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones” realizado por la Auditoria Judicial N° 972-
62-SAFJP-2016 del 26 de setiembre de 2016, dicho aumento al aporte patronal encuentra su 
fundamento en la errónea interpretación al inciso 2, artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
el cual indica lo siguiente: 


 


“2.- El monto establecido como aporte del Estado para el Régimen de Invalidez, Vejez y 


Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, y el que determine el Poder Judicial 


como patrono. Estos porcentajes se ajustarán proporcionalmente, conforme a los 


incrementos que la Corte acuerde junto con el aporte de los trabajadores.” 


 
A partir del mes noviembre 2017, se realiza el cambio en el procedimiento de registro de los aportes 
por cobrar, debido a la implementación del Sistema Contable.  


 


Aporte estimación sobre salario escolar:  


 
Se registra la contribución obrera (13%), el aporte del estado (1.41%) y el aporte patronal (14.36%) 
del salario escolar pendiente de cobrar, siendo que, a partir de la segunda quincena de enero 2015, 
el cálculo de dichos rubros se basa en el reporte confeccionado por el equipo técnico del Sistema 
Contable y Dirección de Tecnología de la Información, según lo informado mediante correo 
electrónico del lunes 27/11/2017 de la Licda. ELR. 
 
Por otra parte, según Decreto Ejecutivo N° 39202-MTSS-H en su artículo 2, publicado en la Gaceta 
N° 170 del martes 01 de setiembre del 2015, aprobado por Corte Plena en sesión 41-15 del 16 de 
noviembre de 2015, artículo XIV, se dispone a ajustar el salario escolar en forma paulatina, hasta 
llegar a un 8.33% para el período 2018. 
 


Aporte por reconocimiento de tiempo servido:  


 


Se registran los aportes por cobrar que se originen del reconocimiento de tiempo servido fuera del 
Poder Judicial de aquellos funcionarios que ingresan a laborar a la Institución provenientes de otras 
Entidades del Estado.  
 


Sumas canceladas de más:  


 
Se registran las deudas como resultado del fallecimiento de beneficiarios del Fondo, cálculos 


incorrectos, así como el total de sumas a recuperar derivados de los estudios por sumas giradas de 
más a jubilados y pensionados que se encontraban laborando para otra institución del Estado 
mientras recibían el beneficio de este Fondo de conformidad con lo establecido en el artículo N° 233 
de la Ley 9544, o cuando se han girado sumas de más a sus beneficiarios, cuando estos hayan 
alcanzado la mayoría de edad, salvo que sean inválidos o que no hubieren terminado sus estudios 
para una profesión u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad 
de veinticinco años conforme lo estipulado en el artículo 228 de dicha Ley, y otros ajustes en el monto 
de la jubilación o pensión. 


 


Hasta febrero de 2010 todas estas transacciones se registraban en la cuenta complementaria de 
cuentas por cobrar denominada “Estimación de Riesgo de Crédito y Deterioro”, sin embargo, a partir 
de marzo 2010, en atención a la recomendación efectuada por la Superintendencia de Pensiones 
mediante oficio SP-236 del 16 de febrero 2010, y según se indicó en el oficio 244-SC-2010 del 4 de 
mayo 2010 emitido por este Macroproceso y remitido a la Dirección Ejecutiva, se procedió con la 
reclasificación del saldo al 28 de febrero 2010 de la cuenta denominada “Estimación de Riesgo de 
Crédito y Deterioro”  a la cuenta 241.00.00 “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”. 
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A partir de enero de 2013, si el registro de la reversión del aporte obrero corresponde a una deuda 


por pagos en demasía del mismo mes se procede con la reversión de la cuenta de patrimonio 
respectiva, no obstante, si obedece a una suma cancelada de más en periodos anteriores se registrará 
en la cuenta de “Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, dado que los recursos son 
contablemente trasladados de las cuentas patrimoniales a dicha cuenta mensualmente.    
 
En caso de no recuperación, con previa autorización de la Dirección Ejecutiva, se procederá con la 
reversión contable. 
 


Según lo indicado por la Dirección Ejecutiva mediante oficio 9781-DE/CA-06, del 28 de noviembre del 
2006, “(…) el registro de las deudas que son remitidas a la Procuraduría General de la República, 
debe ser eliminado por ese Departamento…” 


 


 


Cuando un servidor (a) o jubilado (a) judicial fallecido presente deudas por RTSFPJ, de conformidad 


con lo establecido en el “Reglamento para el reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, 
en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” 
en su Capítulo V, artículo 17, los beneficiarios deberán seguir cancelando el saldo para obtener los 
beneficios de la pensión.  


 
En caso de servidor (a) o jubilado (a) judicial fallezca y presente alguna deuda pendiente con el Poder 
Judicial (incluyendo el Fondo de Jubilaciones y Pensiones), el Macroproceso Financiero Contable 
aplicará los procedimientos técnicos establecidos por medio de las liquidaciones del Fondo de Socorro 
Mutuo, siendo que, se procederá con la invitación a los beneficiarios a cancelar voluntariamente las 
sumas adeudadas.  
 


Aunado a lo anterior, de existir anuencia o negativa por parte de los beneficiarios, a cancelar las 
sumas pendientes, el Subproceso Contable, lo informará a la Dirección Ejecutiva, mediante el oficio 


de remisión de la respectiva liquidación del Fondo de Socorro Mutuo. 
 


De no existir gestión por parte de algún beneficiario para el eventual giro del beneficio del Fondo de 
Socorro Mutuo, durante un tiempo prudencial de 15 días hábiles, este Macroproceso a través del 
Subproceso de Ingresos, dará respuesta al comunicado de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de 


la Dirección de Gestión Humana, informando lo pertinente a la Sección de Administrativo de la 
Dirección Ejecutiva, para lo que a bien tenga resolver. 
 


Respecto al oficio citado, la Dirección Ejecutiva con oficio 7803-DE/CA-2013, del 5 de setiembre de 
2013, informó aviso de recibo de lo comunicado por parte del Macroproceso Financiero Contable. 


 
 


Otros aportes por cobrar a Entidades Deductoras: 


 
Corresponde a cuentas por cobrar a las entidades deductoras por conceptos diversos entre los cuales 
los más relevantes son producto de la anulación de pagos por concepto de asignaciones por exclusión 
de beneficiarios del Fondo (fallecimiento, mayoría de edad, matrimonio o cuando el beneficiario se 
encuentra laborando para otra Institución del Estado mientras recibía el beneficio de su jubilación 
por parte de este Fondo), diferencias en la aplicación de ajustes en los montos de las jubilaciones y 
pensiones que corresponden a deducciones en planilla que ya han sido giradas a dichas Entidades, 
cuando el Fondo se entera del suceso. 
 
En virtud de la imposibilidad de recuperar los montos girados de más a Caprede, Anejud y 
Coopejudicial, a partir de setiembre de 2007 se incorporan dichas deudas dentro de la obligación del 
jubilado o pensionado. 
 


En caso de existir cuentas por cobrar al Ministerio de Hacienda, con fundamento en la resolución N° 
DGT-20-2006 del 28 de agosto del 2006 publicado en el Diario Oficial la Gaceta No 179 del 19 de 
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setiembre del 2006 y considerando lo establecido en los artículos 45 y 46 del Código de Normas y 
procedimientos Tributarios N° 4755, este Macroproceso una vez revisados los casos de sumas 


pagadas de más por concepto de impuesto de renta, procede a realizar la rectificación procedente.  
 


 


Obligaciones por liquidar   


Las transferencias emitidas a favor de terceros y que no hayan sido retirados en el plazo de los tres 
meses siguientes a la fecha de su emisión, serán anulados registrándose un pasivo que se mantendrá 
durante un año desde la fecha de su pago, en espera de su reposición. Una vez cumplido ese plazo, 


se registrará el importe del pasivo como un ingreso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
considerando el criterio emitido por la Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva en su oficio 339-DE/AL-
07, donde indica que las sumas que le adeuda el Fondo de Jubilaciones y Pensiones a los jubilados y 
pensionados fallecidos, o a sus beneficiarios, prescriben el término previsto en el artículo 607 del 
Código de Trabajo.    
 
Las deudas provenientes de liquidaciones cuyo saldo sea a favor de los beneficiarios se registrarán 
como pasivo hasta cumplir un año de haberse determinado esta obligación. Posteriormente, se 
registran como un ingreso considerando el criterio emitido por la Asesoría Legal de la Dirección 


Ejecutiva, del cual se hizo referencia en el párrafo anterior. 
 
Se implementa, el control de las sumas trasladadas al ingreso por los conceptos aludidos 
anteriormente, mismo que significará “control administrativo histórico” permanente, el cual tiene 


como objetivo realizar un control cruzado entre los Subprocesos de Contabilidad y Egresos de este 
Macroproceso, para los controles internos pertinentes. 
 
Pasado un año y trasladado el monto al ingreso, según el procedimiento mencionado en el párrafo 
anterior, y si se recibiera diligencia por parte de un Notario Público o bien Resolución Judicial del 
Juzgado correspondiente para el pago de las sumas a favor de los beneficiarios, se deberá realizar la 
reversión contable afectando la cuenta “Recursos Recibidos en Reservas en Formación”, en vez de la 
cuenta “Ajustes de Periodos Anteriores”, según lo acordado en reunión del 16 de noviembre 2017 
entre las Jefaturas del Macro Proceso Financiero Contable y el equipo técnico del Sistema Contable. 
 
Traslados de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otros 
regímenes de pensiones del Estado: 
 


 
A partir de la publicación de la Ley N° 9544 “Reforma de Régimen de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de mayo de 1993, 
y sus reformas” en el capítulo II Artículo 234 se indica que las personas que hayan laborado en el 
Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de 


jubilación o pensión podrán tener derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas. 
 
El cálculo de las cuotas aportadas por los exservidores serán trasladas mediante una liquidación 
actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del 


régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. Considerando lo citado en el 
artículo: 


“[…] si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se 


trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de 


pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el 


Poder Judicial.” 
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Aporte Patronal (*) Aporte Obrero Total Periodos 


10% 5% 15% Hasta dic de 1966 


15% 5% 20% Desde 1-1-67 hasta 31-12-80 


17.50% 5% 22.50% Desde 1-1-81 hasta 31-12-93 


14% 7% 21% Desde 1-1-94 hasta 15-7-96 


12% 9% 21% Desde 16-7-96 hasta 31-12-2009 


12.16% 9% 21.16% Desde 1-1-2010 hasta 31-12-2012 


12.66% 9% 21.66% Desde 1-1-2013 hasta 31-01-2013 


12.81% 9.50% 22.31% Desde 1-2-2013 hasta 30-6-2013 


13.47% 10% 23.47% Desde 1-7-2013 hasta 31-12-2013 


14.12% 10.50% 24.62% Desde 1-1-2014 hasta 30-6-2014 


14.77% 11% 25.77% Desde 1-7-2014 hasta 31-12-2014 


14.94% 11% 25.94% Desde 1-1-2015 hasta 31-8-2016 


15.60% 11% 26.60% Desde 1-9-2016 hasta 21-5-2018 


15.60% 13% 28.60% Desde 22-5-2018  


(*) Incluye el aporte del Poder Judicial en si condición de patrono y su condición de estado  


 
 


 
El traslado de cuotas es un evento en el cual la Institución no cuenta con los elementos 
necesarios para confirmar la ocurrencia de solicitud, ni está bajo su control la frecuencia del 
trámite de los otros regímenes de pensiones, aunado a lo anterior, el Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial no realiza provisiones individuales pues no cuenta con los insumos 
necesarios para este fin y resulta impracticable para este Fondo la recopilación de los datos, por 
lo anterior y en base a la Norma Internacional de Contabilidad 8 conocida por “Políticas 
Contables, Cambios en las Estimaciones Contables y Errores”, en el apartado 50 denominado 
“Impracticabilidad de la aplicación y de la reexpresión retroactivas”, se menciona lo siguiente: 
 


“En algunas circunstancias, cuando se desea conseguir la comparabilidad con el periodo 
corriente, el ajuste de la información comparativa de uno o más periodos anteriores es 
impracticable. Por ejemplo, los datos podrían no haberse obtenido, en el periodo o 
periodos anteriores, de forma que permitan la aplicación retroactiva de una nueva 
política contable (incluyendo, para el propósito de los párrafos 51 a 53, su aplicación 
prospectiva a periodos anteriores), o la reexpresión retroactiva para corregir un error de un 
periodo anterior, como consecuencia de lo cual la reconstrucción de la información 
es impracticable.” 


 
A nivel de revelación de los Estados Financieros, el monto total de los traslados de cuotas 
efectuados se puede identificar en la nota 22 denominada “Provisión para Pensiones en Curso 
de Pago”, dicha nota muestra el monto total trasladado a otros Regímenes de Pensiones, el 
detalle del mismo estará en custodia del Subproceso de Contabilidad, mediante el auxiliar 
contable respectivo, de conformidad con la Ley N.° 8968 Protección de la Persona frente al 
tratamiento de sus datos personales, según el artículo 1 que tiene como objetivo: 
 


“… garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o 


domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la 


autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos 


de la personalidad, así como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento 


automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.” 
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Es importante mencionar que el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial menciona: 
 


“[…] Los funcionarios y empleados que hubieran retirado sus cuotas e ingresen de nuevo 
al Poder Judicial, tendrán derecho a que se les compute el tiempo anteriormente servido, 
si ellos o la entidad pública respectiva reintegran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el 
monto de las cuotas que hubieran recibido. El Consejo podrá dar facilidades para el 
reintegro de esas sumas.” 


  
      


Reconocimiento del tiempo servido fuera del Poder Judicial: 
 


• El reconocimiento del tiempo servido fuera del Poder Judicial se hará conforme lo establecido 
en el artículo 226 de la Ley 9544. 


 


• En atención a lo recomendado por la Auditoria Judicial mediante oficio 1003-131-AF-2011 del 


10 de agosto del 2011, a partir de junio del 2012 se dio apertura a cuentas de orden en las 
cuales se registran los saldos de las cuentas por cobrar por concepto de reconocimiento de 
tiempo servido de servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.  


 


Lo anterior, en virtud de que no existe una certeza razonable sobre la recuperación de dichos 


saldos, y según lo que establece la NIC 37 “Provisiones, Pasivos y Activos Contingentes” en 
cuanto al tratamiento contable para aquellos activos surgidos a raíz de sucesos pasados, cuya 
existencia depende de la ocurrencia, de uno o varios eventos inciertos en el futuro, que no estén 
bajo el control de la entidad, que en lo que interesa indica: 


 


“Los activos contingentes no son objeto de reconocimiento en los estados financieros, 
puesto que ello podría significar el reconocimiento de un ingreso que quizá no sea nunca 
objeto de realización”. 


 


 


Con respecto a lo anterior, con el fin de tener un mayor control sobre las cuentas cobrar por el 
concepto citado en el Subproceso de Ingresos se estableció como medida establecer una mejora 
de control interno vía sistema de Gestión Humana, con el objetivo de que si el ex servidor 


reingresa a laborar al Poder Judicial se reactive la deuda, para lo cual el Subproceso de Ingresos 
confeccionó un auxiliar para efectos de registro.  
 
En Minuta 302-SC-2017 de fecha 26 de julio de 2017, se acordó en lo referente a la 
recomendación del punto 4.5 del informe de Auditoria Interna N° 634-32-SAFJP-2017, definir 


como política contable “reversar y trasladar a un Auxiliar de “Cuentas de Orden”, aquellos 
interinos que transcurrido el plazo de un año, presenten cuentas por cobrar por Reconocimiento 
de Tiempo Servido y que no se les haya aplicado rebajos por dicho concepto.”      


 


Según el artículo N° 226 de la Ley 9544, cita “[…] el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva 
institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal 
y estatal) mediante una liquidación actuarial.”  


 


La Corte Plena en sesión 13-14 del 31 de marzo del 2014, artículo XVI, aprobó el “Reglamento 
para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones 
para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”, mismo que se dio a 
conocer a las Instituciones, servidoras y servidores judiciales y público en general mediante 


circular 73-2014. 
 


• Mediante acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 30-15 celebrada el 7 de 
abril de 2015, articulo XXVI, se acordó aprobar el manual de procedimientos del “Reglamento 


para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para 
efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial”. 
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• En sesión de Corte Plena N°23-2016 celebrada del 11 de julio de 2016, art XXV, se modificó el 


acuerdo adoptado por ese órgano en la sesión N°13-14 celebrada el 31 de marzo del 2014, 
artículo XVI, en el sentido de que el “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en 
el Poder Judicial”, se incluirá el reconocimiento de tiempo servido en las corporaciones 
municipales para efectos del pago de Anualidades y jubilación, en razón de que, conforme lo 
establece el artículo 2 del Código Municipal “La Municipalidad es una persona jurídica estatal”. 


     
Cálculo y pago de las jubilaciones y Pensiones 


• El procedimiento para el cálculo de las jubilaciones y pensiones, los ajustes por costo de vida y 


cualquier otro ajuste relacionado, lo realiza la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial y 
es aprobado por el Consejo Superior, esa Dirección comunica lo resuelto al Macroproceso 
Financiero Contable para que efectúe el pago correspondiente. 


 


Préstamos 


De conformidad con lo establecido en el inciso a) del artículo 240 de la Ley 9544 que entró en vigencia 
el 22 de mayo 2018, se dispone lo siguiente en lo referente a la inversión de los recursos del Fondo:  
 


“[…] Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de 
instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de 
servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita 
administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de 
Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento 
de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe 
dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y 
construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al 
efecto.” 
 
Activos Intangibles 
 
Corresponde al registro de la compra del Sistema de Inversiones a la empresa Internet Systems 
Development Insyde S.A. con un valor de $14,750.00, valorado al tipo de cambio de la fecha de 
adquisición del activo (15 de agosto de 2007) de ¢516.52, para un total de ¢7,618,670. A dicho 
monto se descuenta la amortización acumulada al cierre del presente mes que asciende a ¢7,618,670 
para un activo neto de ¢0.00. La vida útil del sistema en mención es de 5 años y considerando que 


fue registrado en setiembre del 2007 se encuentra depreciado en su totalidad, no obstante, a la fecha 
de este informe se encuentra en funcionamiento.  
 
Con oficio 425-SC-2015 de 26 de agosto del 2015, se realizó la consulta a la Superintendencia de 


Pensiones (SUPEN) sobre la forma de registro contable de la información suministrada por la 
Dirección de Tecnología de Información, en virtud de que, en el Manual de Cuentas para el Régimen 
de Capitalización Colectiva emitido por dicha Superintendencia, no se observa alguna cuenta contable 
para el registro de la reevaluación de activos intangibles. 
 
 La SUPEN ante la consulta realizada, indicó lo siguiente: 
 
“[…] conforme lo establecido en las Normas internacionales de Información Financiera (NIIF), se le 
comunica que no existe forma alguna de atribuir costo a un activo intangible luego del final de su 
vida útil: aunque esté en operación y generando beneficios, su valor en libros deberá seguir siendo 
cero…” 
 
Activos y pasivos contingentes 


De acuerdo con la Norma Internacional de Contabilidad No. 37 “Provisiones, Activos Contingentes y 
Pasivos Contingentes”, este Macroproceso remite semestralmente consulta a la Dirección Jurídica del 
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Poder Judicial solicitando información de los pasivos y activos de carácter contingente, incluyendo 
litigios, litigios pendientes, demandas, avalúos, recursos de amparo, u otros asuntos legales donde 


figure como demandado o demandante el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.  
 
De lo cual mediante oficio DJ-4070-2019 del 22 de octubre 2019 la Dirección Jurídica indica: 
 


 “[…] según nuestros registros los casos que se encuentran en la vía jurisdiccional y que involucran 
al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, son los siguientes:  
 
 -  Juicio Monitorio que se tramita en el Juzgado Especializado de Cobro del Segundo Circuito Judicial 
de San José, Sección Tercera, expediente 18-003030-1765- CJ, donde parece como actor el Ministerio 
de Hacienda y como demandado el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la pretensión 
económica es de ¢ 41.342.128,00.   
 
- Juicio Ordinario que se tramita en el Tribunal Contencioso Administrativo, del Segundo Circuito 
Judicial de San José, expediente 13-001595-1027-CA, donde aparece como actor la Asociación 
Costarricense de la Judicatura (ACOJUD) y como demandada la Asociación Nacional de Empleados 
Judiciales y el Estado. 
 
- Recurso de Amparo N° 18-008357-0007-CO interpuesto por Ana Eugenia Romero Jenkins, contra el 
Ministerio de Hacienda con motivo del reajuste del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial 0.58% a un 1.24%”. 


  
 
 
Cuentas de Orden Deudoras y Acreedoras. 
 
A partir de junio del 2012, en esta cuenta se registran los saldos de las cuentas por cobrar por 
concepto de reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas, de 
aquellos servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.  


 
Lo anterior, en atención a la recomendación realizada por Auditoria Judicial mediante oficio 1003-
131-AF-2011 del 10 de agosto del 2011, con el fin controlar dichos saldos.  
 
Adicionalmente atendiendo, las recomendaciones emitidas por la Auditoría Judicial, en el informe N° 
634-32-SAFJP-2017, denominado “Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido”, se indica que 
en los casos de interinos con corte de nombramiento continuo, que tienen periodos extensos de no 
ser nombrados, y dada la probabilidad baja de recuperación de la cuenta por cobrar, se incorporan 
en cuentas de orden aquellos que transcurrido un plazo de un año, presenten cuentas por cobrar por 
Reconocimiento de Tiempo Servido y no se les haya aplicado rebajos. 
 
Estudio Actuarial. 
 
El último estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fue realizado por Proveedor Integral 
de Precios Centroamérica S.A. (PIPCA), con corte al 31 de diciembre de 2018. El cual fue presentado 
al Consejo Superior el 04 de setiembre 2019, por lo que el proyecto ya fue concluido.  


 
Dentro de las conclusiones se menciona lo siguiente:  
“[…]Es claro que la reforma ha sido muy positiva para sanear las finanzas del Fondo. La comparación 
entre este estudio, realizado tanto bajo el supuesto de población cerrada como el de población 
abierta, muestra una diferencia marcada en el Superativit/Déficit, aunque en ambos estudios se 
realizan valuaciones de distintas leyes, el del 2015 evalúa la Ley 7333 y este estudio con la nueva 
Ley 9544. Sin embargo, se evidencia la mejora que existe entre las dos leyes, en cuanto a los 
resultados de un escenario base propuesto en cada estudio. En el modelo de 2015, se presenta un 
monto de déficit de 6.37 billones (millones de millones), lo cual comparado con 0.62 de billones que 
arrojó el estudio del 2019 bajo población cerrada nos da un cambio de 5.75 MM, mientras que con 
población abierta da un cambio de 5.66 MM”. 
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Las nueve conclusiones restantes, así como el estudio completo se encuentra publicado en la página 


oficial del Macroproceso Financiero Contable en la siguiente dirección: Financiero Contable/Estados 
Financieros/Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial/Estados Financieros/Estudios 
Actuariales Fondo de Jubilaciones/Estudio Actuarial 2019.  
 
Otras condiciones 


• Desde el 2006 el período de cálculo del aguinaldo se realiza obteniendo la doceava parte o 
fracción menor de las asignaciones devengadas en los doce meses comprendidos entre el 1º de 
noviembre hasta el 31 de octubre del año siguiente. 


 


• Para efectos de registros contables, no se realiza un cálculo y registro de provisión para 
aguinaldo, debido a que según el manual de la Supen, dicho rubro se encuentra contenido en 
la cuenta provisión para pensiones en curso de pago. 


 


• A partir de enero del 2013 y producto de los cambios realizados en el manual de cuentas emitido 
por la SUPEN se eliminan las cuentas Ingresos o Gastos de Ejercicios Anteriores, por lo cual los 
ajustes que se relacionan con periodos anteriores deben constituir un ajuste a los saldos de las 
utilidades retenidas, no obstante, por cuanto mensualmente dicha utilidades son trasladadas a 
la sub-cuenta “Recursos Recibidos en Reservas de Formación”  la cual forma parte de la cuenta 
de Provisión, dichos ajustes afectarán directamente la citada sub-cuenta según su procedencia. 


 


• En caso de existir ajustes en la cuenta de “Ajustes de Periodos Anteriores”, se requerirá:  
 


− Hasta el treinta de junio del 2014 (Contabilidad de mayo 2014), la firma del jefe o jefa del 
Macroproceso.  
 


− Hasta el 31 de julio de 2017 además de contener la firma de aprobación de la Jefatura del 
Macroproceso, debe incluir las firmas del jefe (a) del Subproceso y del Proceso del área 
donde se genere el asiento de no contar con las mismas procede a devolver el asiento al 
Subproceso que lo generó para lo que corresponda. Esto en atención a la recomendación 
efectuada de la Auditoria Judicial según oficio 661-67-AFJP-2014 del 3 de julio del 2014.  
 


− A partir del mes agosto 2017, según lo acordado en la minuta 32-FC-2017 con fecha del 25 
de agosto de 2017, los ajustes de la cuenta “Ajustes de Periodos Anteriores”, serán firmados 
por la Jefatura del Subproceso Contable, siempre y cuando se considere lo siguiente: 
 


a. Que el ajuste no implique omisiones o errores de registros de meses anteriores, por 
parte del Subproceso Contable, en cuyo caso el jefe de ese Subproceso debe revisar 
y aprobar dicho ajuste y proceder a comunicarlo a la jefatura de Proceso, así como 
su efecto en meses o periodos  pasados y futuros. 
 


b.  En caso que el ajuste implique cambios importantes, que deban ser autorizados o 


comunicados a la Dirección Ejecutiva, previo a esto, el jefe de Subproceso Contable, 


debe comunicarlo mediante correo electrónico tanto al jefe de Proceso como el del 


Macroproceso. 


 


c. Los ajustes producto de procesos de depuración y conciliación tales como el SICA-
PJ e intangibles deben, llegar hasta la jefatura del Subproceso siempre que no 


impliquen cambios en información remitida a entes externos como la Dirección de 
Contabilidad Nacional, Tributación Directa o cualquier otro. 
 


d. Todo ajuste, producto de depuración de cuentas, por diferencias en saldos o 


auxiliares, deberán ser trasladados a la Jefatura de Proceso y Macroproceso 
independientemente de la cuantía. 







23 
 


 


 


• De presentarse diferencias mínimas en los saldos contables con los auxiliares contables, se 


procederá a ajustar contra la cuenta de “Ingresos diversos” u “Gastos diversos” según 
corresponda, considerando el principio de importancia relativa y autorizado por el Master WJS, 
según correo electrónico del 12 de agosto de 2011.  
 


 
• Según reunión del 06 de diciembre de 2017 entre la Jefatura del Subproceso Contable, Jefatura 


del Proceso Presupuestario-Contable, Jefatura del Proceso de Inversiones, Jefatura del 
Macroproceso Financiero Contable y el equipo técnico del Sistema Contable, se acordó realizar 
los registros contables correspondientes a los  errores bancarios en cuentas en dólares con el 
tipo de cambio del dólar para el Sector Público no Bancario, con el movimiento del primer 
registro, para así evitar que en el Sistema Contable se presenten diferencias por diferencial 
cambiario y el ajuste a la cuenta bancaria y el reconocimiento de pérdidas o ganancias se 
realizará mediante el proceso de revaloración 


 


• Los activos netos disponibles para beneficio (Reservas en Formación y utilidad o déficit por 
valoración) están conformados por los recursos netos con que cuenta el Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones para el cumplimiento del perfil de beneficios futuros establecidos. 


 
Hasta diciembre del 2012, el Fondo no registra Activos netos disponibles para beneficios 
(Reservas en Formación). Lo anterior con base en lo indicado en el oficio 885-SC-2006 del 7 de 
setiembre del 2006 remitido a la Dirección Ejecutiva, en el que se indicó lo siguiente: 


 


“En principio este Departamento trabajará, únicamente con la cuenta de Provisión para 
Pensiones en Curso de Pago, sin perjuicio de ajustes posteriores que se originen del futuro 
estudio actuarial.”   
 


  En virtud de lo expuesto, todos los recursos generados de los ingresos operativos del Fondo 
serán contabilizados en la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago” hasta contar con nuevos 
estudios actuariales que revelen la existencia de un superávit actuarial. Lo anterior, basados en 
el criterio emitido por la SUPEN con oficio del 6 de octubre de 2005, suscrito por R.G.V., 


funcionario de esa Superintendencia. 
 


Dado lo anterior, con la implementación a partir de enero 2013 del nuevo Manual de Cuentas 
de la Superintendencia de Pensiones y a solicitud de dicha dependencia, se registran en cuentas 
de la “Reserva en Formación” los aportes obreros, patronales y estatales al Fondo, siendo que 
en el mismo mes son trasladados contablemente a la “Provisión para Pensiones en Curso de 
Pago.” 


 


Con respecto a los rendimientos netos mensuales, a partir de enero del 2013 se registran en 


una subcuenta de “Reservas en Formación”, y en atención a la solicitud realizada por el Lic. C 
O, Supervisor de la Superintendencia de Pensiones designado a esta Institución, a partir de 
octubre del 2013 se trasladan a la “Provisión para Pensiones en Curso de Pago” en el mes 
siguiente, lo cual fue avalado por la Dirección Ejecutiva con oficio 9872-DE-2013 del 7 de 


noviembre del 2013. 
 
 


• De conformidad con el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 32-10 celebrada el 8 de 
noviembre del 2010, artículo XXIII, todas aquellas sumas que se deben girar a los tribunales 


cuando éstos lo ordenan y se trate de salarios, jubilaciones u otros rubros, debe serlo en el 
monto que el fallo dispone depositar. En consecuencia, la Administración debe girar el monto 
bruto que se ordenó en sentencia judicial a la cuenta del despacho, advirtiéndole que en la suma 
depositada no se aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime resolver. Esto en los 
casos en que el despacho ordene girar alguna suma que no considere cargas sociales. 
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La Corte Plena en sesión 8-14 del 3 de marzo del 2014, artículo XL dispuso en lo que interesa lo 
siguiente: 


 


4.) La Dirección de Gestión Humana y Departamento Financiero Contable de previo a ejecutar 
el pago de una sentencia judicial en la que no se realizó la indicación expresa de las 
deducciones de ley, causando una afectación económica al Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones, así como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y 
tributarias correspondientes, deberán informar esa situación al Consejo Superior, para que 
tome una decisión al respecto, en cuanto a la recuperación de los recursos correspondientes. 


 
• En sesión 54-17 del Consejo Superior celebrada el 02 de junio de 2017, artículo XXIX  se acordó 


acoger la recomendación de la Dirección Ejecutiva y aumentar a ¢174.000,00 el monto para el 
archivo de aquellos expedientes por concepto de cobro administrativo de sumas giradas de más 
y daño o pérdida de patrimonio judicial, lo anterior luego de realizar al menos dos gestiones de 
cobro para recuperar sumas adeudadas que no superan dicho monto, valore la razón 
costo/beneficio del trámite de cobro y disponga, si es procedente, la incobrabilidad de la suma 


de que se trate y el archivo de las diligencias. Mediante oficio 428-SC-2015 del 09 de setiembre 
2015, se procede a solicitar criterio a la Dirección Ejecutiva en cuanto al registro de las cuentas 
por cobrar, específicamente aquellas donde existe una resolución de archivo definitivo por costo 
beneficio o economía procesal de la deuda neta contraída por la persona, con oficio de respuesta 


3219-DE/CA-2015 del 13 de octubre 2015, dicha Dirección indica: 
 


 “[…]Los esfuerzos de recuperación que realiza el Área de Cobro Administrativo de la Dirección 
Jurídica corresponden al monto neto de la suma adeudada por el jubilado o pensionado según 
corresponda y no contempla las cargas de ley correspondientes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
y a la Caja Costarricense del Seguro Social, por tanto, esta Dirección estima que tales rubros deben 
seguir su proceso de recuperación normal y debe ese Macroproceso realizar el trámite de cobro 
correspondiente, entendiéndose que el archivo definitivo lo es únicamente del monto neto pagado de 
más.”  


 
• Las jubilaciones y pensiones percibidas por los beneficiarios del Fondo están sujetas a la 


aplicación del impuesto de renta de conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la Ley 
7092 “Ley del impuesto de renta” que en lo que interesa cita: 
   


 “A las personas físicas domiciliadas en el país se les aplicará, calculará y cobrará un impuesto 
mensual, de conformidad con la escala que se señalará sobre las rentas que a continuación se detallan 
y cuya fuente sea el trabajo personal dependiente o la jubilación o pensión u otras remuneraciones 
por otros servicios personales:  


 


 ch) Las jubilaciones y las pensiones de cualquier régimen. […]”  


 
• Con la entrada del Sistema Contable se vieron afectados los saldos contables entre auxiliares y 


analíticos por diferencias en decimales. De lo cual en minuta de reunión de fecha 04 de abril de 
2017, en la que se trató en la Dirección Ejecutiva el tema de diferencias en el Sistema Contable, 
siendo que entre los principales acuerdos se indicó: 


 
“En relación con las diferencias por temas de redondeo, se acuerda que este tema no será 
prioritario y que se autoriza por parte de la Dirección Ejecutiva a mantener diferencias por 
redondeo entre auxiliares y saldos contables.” 
 


• Mediante oficio N° 439-SC-2019 del 3 de diciembre de 2019 enviado a la Dirección Ejecutiva, se 
retoma nuevamente el tema para que se valore solicitar a la Dirección de Tecnología de 
Información la revisión correspondiente, con el fin de procurar la exactitud de la información 
contable, tal como lo establece la normativa. Del cual mediante oficio N° 5689-DE-2019 del 10 
de diciembre 2019, la Dirección Ejecutiva lo remite a la Dirección de Tecnología de Información, 
para que valore la revisión del Sistema Contable referente a este tema. Del cual se está a la 


espera de la respuesta. 
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• De conformidad a la recomendación emitida por la Auditoria Judicial con informe N°1022-125-
AFJP-2014 denominado “Evaluación de las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones, su presentación y revelación en los estados financieros” y según oficio Dirección de 
Tributación Directa del Ministerio de Hacienda N° DGT-386-2015 del 22 de abril de 2015, a partir 
de febrero de 2017 se instala en producción en el sistema SIGA-FJP la mejora correspondiente 
a la modificación en el cálculo de impuesto sobre la renta, siendo que, toda la población jubilada 
y pensionada judicial que reciba en un mismo periodo (mensual) pago por parte de la Dirección 
de Gestión Humada del Poder Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de dicho Poder, 
se deducirá el impuesto sobre la renta unificando el monto que recibe por cada concepto (salario 
y jubilación y/o pensión), con el fin de aplicar los topes del impuesto citado a un solo monto y 
no en forma individual. 


 


• Mediante acuerdo del Consejo Superior del 27 de febrero del 2014, tomado en sesión 18-14, 
artículo LVIII, se conoció el “Reglamento Comité de Vigilancia del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial”. 


 


A partir de enero 2016 los gastos en que incurre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, 
para los estudios actuariales, auditorías externas y asesoría externa en riesgos e 
inversiones, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 99-
15 del 10 de noviembre del 2015, artículo LXXXIII, se cancelan con presupuesto del 


Poder Judicial.   
 
Al respecto, el Consejo Superior en sesión 99-15 del 10 de noviembre del 2015, artículo 
LXXXIII acordó lo siguiente: 


 
1) Acoger el informe rendido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora 


Ejecutiva y con base en el Dictamen Jurídico DJ-AJ-1468-2015, disponer que 
esa Dirección, en coordinación con el Departamento Financiero Contable, incluya 
para el presupuesto 2017 los recursos para cubrir, con cargo al presupuesto del 
Poder Judicial, los gastos por concepto de servicios profesionales del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones.  En cuanto al periodo 2016, coordinará lo correspondiente 
para incluir los recursos necesarios, para ese mismo propósito, mediante 
modificaciones presupuestarias, ya que no fueron formulados. 2) Hacer este 


acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación y del Departamento 
Financiero Contable.”  


 
• Con la entrada en vigencia del sistema contable en el 2017 en la cuenta por cobrar del 


aporte obrero quedan saldos pendientes, lo cual fue comunicado a la Dirección Ejecutiva y solicitado 


a la Dirección de la Gestión la revisión de los sistemas, sin embargo, indican que los pagos realizados 


por ese concepto son correctos y no tienen nada pendiente y dan la explicación técnica mediante 


oficio 358-UD-AS-2019 del porque no puede remitir o revisar los saldos detalladamente. Por lo que 


con oficio N° 5028-DE-2019 la Dirección Ejecutiva lo remite al Consejo Superior el cual mediante el 


acuerdo de la sesión 98-19 celebrada el 7 de noviembre de 2019, acordó: a- Proceder a reversar los 


saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 


b- En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento 


seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior.  


Cobro por conceptos de servicios de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial 
 
Mediante Decreto Ejecutivo N° 38292-H la Presidencia de la República y el Ministerio de Hacienda en 


su Artículo N°12 “Remisión de información para el cálculo” indica: 


“[…] Las cuentas de ingresos o gastos utilizadas para el cálculo de la liquidación final 


del cobro por servicios de supervisión, deberán ser certificadas por un auditor” “Dicha 







26 
 


certificación deberá de presentarse en la misma fecha en que se remita el informe que 


contiene la opinión de razonabilidad de los estados financieros auditados”. 


Mediante oficio N° 2883-DE-2019 del 20 de agosto de 2019 se remitió a la Superintendencia de 


Pensiones la certificación de ingresos y la certificación de gastos emitida por la firma Despacho 


Carvajal & Colegiados, del auditoraje externo practicado a la Estados Financieros del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2018. 


Además, se transcribe los indicado en el oficio DJ-3301-2019 con fecha 18 de octubre de 2019 de la 


Dirección Jurídica referente al tema: 


“[…] para los montos que reclama la Superintendencia de Pensiones previos al año 2010 es 
improcedente el pago al haberse declarado en resolución judicial firme número 30-2018-VI del 
Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Sexta de las nueve horas veinticinco minutos del trece 
de marzo de dos mil dieciocho. Además, de que los montos posteriores a esa fecha por estar en 
pendencia de la prescripción establecida en el artículo 51 del Código de Normas y Procedimientos 
Tributarios es prudente no hacer los pagos salvo resolución judicial que así lo ordene, aunado a que 
se encuentra en trámite el expediente No. 18-003030-1765-CJ-2 y no existe resolución en firme que 
así lo ordene. Así se sostiene lo indicado por el Consejo Superior en sesión N°26-19 del 21 de marzo 
2019: 
“[…] deberá la Dirección Ejecutiva continuar con el rechazo de los cobros reclamados por la 
Superintendencia de Pensiones, hasta tanto se cuente con una sentencia en firme que dictamine su 
cancelación, lo anterior bajo el amparo del Principio Pro Fondo y con el fin evitar una afectación a los 
intereses económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la República” 
Bajo ese contexto, en beneficio del Principio Pro Fondo no resulta procedente realizar pago requerido 
por la  Superintendencia de Pensiones en este momento, sobre todo teniendo en cuenta que existen 
montos en disputa judicial, a este respecto, en virtud de los cambios correspondientes al Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial contenidos en la Ley 9544 que cambia el articulado de la 
Ley 7333 en su título IX, debe esperarse, para efectos de legitimación y defensa del fondo, a la 
conformación de la Junta Administradora creada en el Capítulo IV de esa ley, para que sea esa junta 
la que, al contar con personalidad jurídica instrumental establecida en el artículo 239 de la ley citada 
tome las decisiones correspondientes para el buen desempeño del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial como lo estatuye ese mismo artículo en su inciso a) en el que delega la 
administración total del fondo a esa junta y sea esta la que determine la procedencia o no de pagos 
actuales y futuros que se le requieran”. 
 


Cabe señalar que el rechazo del cobro se fundamenta en lo dispuesto por el Consejo Superior en 


sesión celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XX 


Para efectos de cobro la Superintendencia remite oficios al Poder Judicial, cuyos cálculos y datos 


suministrados son cotejados por el Subproceso Contable, y se remite lo correspondiente a la 


Dirección Ejecutiva.  


En febrero 2020 mediante acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 4-2020 del 17 de febrero de 2020, acuerdo II: 


“[…] 2.)  De conformidad con el oficio N° SP-206-2020 del 10 de febrero de 2020, suscrito por el 
señor José Ezequiel Arias González, jefe del Área de Comunicación y Servicio de la Superintendencia 
de Pensiones, esta Junta Administradora autoriza el pago a la Superintendencia de Pensiones de ¢ 
1 856 842,00 colones, por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial correspondiente a enero 2020.” 


 


A partir de febrero de 2020 la Junta Administradora inició con la cancelación por concepto de 


servicios de supervisión a la Superintendencia de Pensiones. 
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Balance de Comprobación

						Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



						Balance de Comprobación



						Al 31 de Marzo 2020

				 



						ACTIVO

						Cuentas Corrientes y De Ahorro 						6,440,898,046

						Al valor razonable con cambios en otros resultados						381,081,088,836

						Al costo amortizado						215,289,348,306

						Productos y dividendos por cobrar asociados a inve						6,188,413,142

						Cuentas por cobrar						1,030,980,871

						Aportes por cobrar a los trabajadores						4,210,631,532

						Aportes por cobrar al Patrono						3,920,522,876

						Aportes por cobrar al Estado						228,492,269

						Otros Aportes por cobrar						207,840,435

						Valor de adquisición (software)						7,618,670

						(Amortización acumulada de software adquirido)						-7,618,670

						GASTOS

						Otros Gastos Financieros						2,321,345,520

						Gastos por estimación del deterioro						17,779,781

						Gastos de administración						599,539,652

						PASIVO

						Retenciones a Pensionados										950,322,115

						Obligaciones por liquidar empleados y exempleados										3,722,764

						Obligaciones transitorias por liquidar										3,638,959,117

						Provisiones										598,213,811

						Provisión para pensiones en curso de pago										586,481,524,686

						PATRIMONIO

						Aportaciones recibidas 										22,325,738,328

						INGRESOS

						Ingresos financieros por efectivo y equivalentes d										46,024,143

						Ingresos Financieros por inversiones en instrument										3,792,882,924

						Otros Ingresos Financieros										3,694,734,952

						Ingresos operativos										4,758,424



						Sumas Iguales						₡621,536,881,264				₡621,536,881,264		₡0







						             Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 						             MBA. María Antonieta Herrera Charraun

						               Jefe Subproceso Contable 						        Jefa Proceso Presupuestario Contable 

								MBA. Floribel Campos Solano



								Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable

						Realizado por:

						Licda. Yesenia Flores Chacón

						Coordinadora de Unidad 1 a.i.





						Observación: Enlace al Manual de Políticas Contables.



http://intranet/fjp/index.php/2013-08-08-15-26-57/estados-financieros-fondo-de-jubilaciones-y-pensiones/category/354-politicas-y-manual-de-cuentas

Cambios Act. Netos Disponibles

				Fondo de Jubilaciones y Pensiones

				Estado de Cambios en los Activos Netos Disponibles

				Por el mes terminado al 31/03/2020

				(En colones sin céntimos)





								SALDO MENSUAL						SALDO ACUMULADO

						NOTAS 

				SALDO INICIAL						27,099,057,790		(1)				5,970,351,615		(2)



				INGRESOS						7,538,400,443						18,352,675,707



				INGRESOS FINANCIEROS				7,533,642,020						18,339,669,055

				Ingresos Financieros por efectivo y equivalentes de efectivo				46,024,143						117,111,591

				Productos por cobrar por intereses en cuentas corres		Nota 1		46,024,143						117,111,591

				Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos financieros				3,792,882,924						11,133,781,815

				Al valor razonable con cambios en otros resultado 		Nota 2		2,844,294,891.82						8,083,707,734.50

				Al costo amortizado		Nota 2		948,588,032						3,050,074,081

				Otros ingresos financieros				3,694,734,952						7,088,775,649

				Efectivo y equivalentes de efectivo $		Nota 3		54,668,856						68,225,694

				Al valor razonable con cambios en otro resultado integral		Nota 3		2,960,082,815						5,746,239,525

				Al costo amortizado		Nota 3		679,983,281						1,274,310,430

				Ingresos Operativos		Nota 4		4,758,424						13,006,652



				PLAN DE CONTRIBUCIONES		Nota 5				7,700,796,388						22,897,726,426



				RESERVAS EN FORMACION

				De los trabajadores				3,046,141,308						9,050,857,895

				Del Patrono				3,365,328,527						9,999,401,548

				Del Estado				330,048,475						978,901,624

				De los Pensionados				959,278,078						2,868,565,359



				AJUSTES AL PATRIMONIO

				Ajuste por  deterioro y por valuación de instrumentos 		Nota 6				-1,714,123,181						20,679,104,304





				TOTAL ADICIONES						13,525,073,650						61,929,506,437



				SALIDA DE RECURSOS						10,759,992,669						32,923,494,061

				Por Nuevos Pensionados		Nota 7		10,759,992,669						32,923,494,061



				GASTOS						2,938,664,952						8,050,890,171



				GASTOS FINANCIEROS				2,321,345,520						5,949,779,621

				Otros Gastos Financieros				2,321,345,520						5,949,779,621

				Pérdida por diferencial cambiario y unidades de desarrollo 				44,806,396						63,519,091

				Efectivo y Equivalentes de Efectivo $		Nota 8		44,806,396						63,519,091

				Inversiones en instrumentos financieros				2,276,539,124						5,886,260,531

				Al Valor Razonable con cambios en otro resultado integral		Nota 8		1,971,144,210						4,973,303,078

				Al Costo Amortizado 		Nota 8		305,394,914						912,957,453



				Gastos por estimación del Deterioro		Nota 9		17,779,781						295,261,297



				GASTOS DE ADMINISTRACIÓN				599,539,652						1,805,849,253

				Gastos Genrales		Nota 10		599,539,652						1,805,849,253



				TOTAL DE DEDUCCIONES						13,698,657,621						40,974,384,233



				ACTIVOS NETOS DISPONIBLES PARA BENEFICIOS

				FUTUROS AL FINAL DEL PERIODO (3)						26,925,473,819						26,925,473,819





				Observaciones: 

				(1) Saldo inicial mensual: Corresponde al total de activos disponibles para beneficios futuros al final del mes de Febrero 2020.

				(2) Saldo acumulado: Pertenece al total de activos disponibles de beneficios futuros al final del año anterior (Diciembre 2019).

				(3) Activos Netos Disponibles para Beneficios Futuros al Final del Periodo: Corresponde a la suma del saldo inicial mas el total de adiciones, menos el total de deducciones.



				             Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 						             MBA. María Antonieta Herrera Charraun

				               Jefe Subproceso Contable 						         Jefa Proceso Presupuestario Contable 

						MBA. Floribel Campos Solano



						Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable

				Realizado por:

				Licda. Yesenia Flores Chacón

				Coordinadora de Unidad 1 a.i.

				Observación: Enlace al Manual de Políticas Contables.
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Act. Netos Dispon. Beneficios



				Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

				Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios

				AL 31/03/2020

				(En colones sin céntimos)

						NOTAS

				EFECTIVO Y EQUIVALENTES DE EFECTIVO						6,440,898,046

				Cuentas Corrientes y de Ahorro		Nota 11		6,440,898,046



				INVERSIONES EN INSTRUMENTOS FINANCIEROS						602,558,850,283



				Al Valor Razoanble con cambios en otro resultado integral		Nota 12		381,081,088,836

				Al Valor Razoanble con cambios en resultados		Nota 12		0

				Al Costo Amortizado		Nota 12		215,289,348,306

				Vencidos y Restringidos		Nota 12		0

				Productos y dividendos por cobrar asociados a inversiones en instrumentos financieros		Nota 13		6,188,413,142



										1,030,980,871

				CUENTAS POR COBARA

				Impuesto sobre la renta por cobrar		Nota 14		1,030,980,871



				APORTES POR COBRAR						8,567,487,111

				Aportes Por Cobrar A Los Trabajadores		Nota 15		4,210,631,532

				Aportes Por Cobrar Al Patrono		Nota 15		3,920,522,876

				Aportes Por Cobrar Al Estado		Nota 15		228,492,269

				Otros Aportes Por Cobrar		Nota 15		207,840,435



				OTROS ACTIVOS						0

				Intangibles		Nota 16		0.00



				ACTIVO TOTAL						618,598,216,312



				CUENTAS POR PAGAR						4,593,003,996

				Retenciones A Pensionados		Nota 17		950,322,115

				Obligaciones Por Liquidar Empleados y Exempleados		Nota 18		3,722,764

				Obligaciones Transitorias por Liquidar		Nota 19		3,638,959,117



				PROVISIONES						598,213,811

				Cotización Seguro De Enfermedad y Maternidad		Nota 20		598,213,811



				PROVISIONES PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO		Nota 21				586,481,524,686



				PASIVO TOTAL						591,672,742,492.51

										 

				ACTIVOS NETOS DISPONIBLES PARA BENEFICIOS FUTUROS (1)						26,925,473,819



				CUENTAS DE ORDEN		Nota 22				331,222,636



				Observaciones:

				(1) Activos Netos Disponibles para Beneficios Futuros al Final del Periodo: Corresponde al total de activo menos el total de pasivo.





				             Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 		             MBA. María Antonieta Herrera Charraun

				            Jefe Subproceso Contable 		       Jefa Proceso Presupuestario Contable 

				            MBA. Floribel Campos Solano

				                  Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable



				Realizado por:

				Licda. Yesenia Flores Chacón

				Coordinadora de Unidad 1 a.i.

				Observación: Enlace al Manual de Políticas Contables.



http://intranet/fjp/index.php/2013-08-08-15-26-57/estados-financieros-fondo-de-jubilaciones-y-pensiones/category/354-politicas-y-manual-de-cuentas

Nota 1

						Nota 1:

						Ingresos Financieros por efectivo y equivalentes de efectivo



						al 31 de Marzo de 2020



						Como resultado de los saldos que se mantienen en las cuentas corrientes del Banco Nacional de Costa Rica, Banco de Costa Rica y  Banco Popular, al cierre del presente mes los intereses sobre saldos en cuentas corrientes son los siguientes:



						MENSUAL 

						Cuenta Contable				Banco				Intereses Ganados en el Mes 				Tipo de Cambio				Total $



						510.01.04.00.00.1.00.01				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR 1234-0-¢				944

						510.01.04.00.00.1.00.02				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 229-32-9-¢				45,569,114

						510.01.04.00.00.1.00.03				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta 18-1019277-¢				96

						510.01.04.00.00.1.00.04				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica Cta 174961-7-¢				- 0

						510.01.04.00.00.1.00.05				Sobre equivalentes de efectivo ¢				- 0

						510.01.04.00.00.1.00.06				Reportos ¢				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.01				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR Cta No 601277-7-$				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.02				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta No 1914-1-$				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.03				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 112247-9-$				453,989				578.74				784

						510.01.04.00.00.2.00.04				Sobre equivalentes de efectivo $				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.05				Reportos $				- 0

						510.01.04.00.00.4.00.01				Sobre equivalentes de efectivo (UD)				- 0

						510.01.04.00.00.4.00.02				Reportos (UD)				- 0

										Total				46,024,143								784





						ACUMULADO

						Cuenta Contable				Banco				Intereses Acumulados				Tipo de Cambio				Total $



						510.01.04.00.00.1.00.01				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR 1234-0-¢				2,768

						510.01.04.00.00.1.00.02				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 229-32-9-¢				116,160,564

						510.01.04.00.00.1.00.03				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta 18-1019277-¢				145

						510.01.04.00.00.1.00.04				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica Cta 174961-7-¢				- 0

						510.01.04.00.00.1.00.05				Sobre equivalentes de efectivo ¢				- 0

						510.01.04.00.00.1.00.06				Reportos ¢				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.01				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Nacional de CR Cta No 601277-7-$				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.02				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco Popular Cta No 1914-1-$				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.03				Intereses Fondos Ctas Corrientes-Banco de Costa Rica 112247-9-$				948,114				578.74				1,638

						510.01.04.00.00.2.00.04				Sobre equivalentes de efectivo $				- 0

						510.01.04.00.00.2.00.05				Reportos $				- 0

						510.01.04.00.00.4.00.01				Sobre equivalentes de efectivo (UD)				- 0

						510.01.04.00.00.4.00.02				Reportos (UD)				- 0

										Total				117,111,591								1,638
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Nota 2

				Nota 2:

				Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos financieros



				al 31 de Marzo de 2020

				De acuerdo con lo establecido por la SUPEN, en este grupo se registran las cuentas sobre intereses, dividendos y rendimientos sobre inversiones en instrumentos financieros, por efectivo y equivalentes de efectivo; tanto a nivel nacional y extranjero. 





				MENSUAL 

		Cuenta Contable		Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos financieros				COLONES				DOLARES				UDES		TOTAL



				Intereses, Dividendos y Rendimientos devengados

		510.02.01		Al valor razonable con cambios en otros resultado integral				2,346,904,967				497,389,925				- 0		2,844,294,892

		510.02.02		Al valor razonable con cambios en resultados				- 0				- 0				- 0		- 0

		510.02.03		Al costo amortizado				832,838,837				54,389,539				61,359,656		948,588,032

				Total de Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos financieros				3,179,743,804.05				551,779,464.36				61,359,655.79		3,792,882,924



				Acumulado

		Cuenta Contable		Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos financieros				COLONES				DOLARES				UDES		TOTAL



				Intereses, Dividendos y Rendimientos devengados

		510.02.01		Al valor razonable con cambios en otros resultado integral				6,821,353,804				1,262,353,931				- 0		8,083,707,735

		510.02.02		Al valor razonable con cambios en resultados				- 0				- 0				- 0		- 0

		510.02.03		Al costo amortizado				2,703,167,652				163,464,035				183,442,393		3,050,074,081

				Total de Ingresos Financieros por inversiones en instrumentos financieros				9,524,521,456.17				1,425,817,965.92				183,442,392.92		11,133,781,815
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Nota 3

				Nota 3:

				Ganancias por Diferencial Cambiario y unidades de desarrollo



				al 31 de Marzo de 2020

				Se registran otros ingresos referente a ganancia generada producto del diferencial cambiario en los  instrumentos de la cartera del Fondo de Jubilaciones.





		Cuenta Contable		Cuenta				Moneda		Mensual		Acumulado

				Efectivo y Equivalentes de Efectivo						54,668,856.48		68,225,693.96

		510.04.10.01.00.2.00.01		Cuentas corrientes				Dólares		54,668,856.48		68,225,693.96

		510.04.10.01.00.2.00.02		Sobre equivalentes de efectivo				Dólares		- 0		- 0

		510.04.10.01.00.2.00.03		Reportos				Dólares		- 0		- 0



				Inversiones en instrumentos financieros						3,640,066,095.65		7,020,547,108.72

		510.04.10.02.01.2.00		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral $				Dólares		2,960,082,814.59		5,746,239,525.12

		510.04.10.02.02.2.00		Al valor razonable con cambios en resultados  $				Dólares		- 0		- 0

		510.04.10.02.03.2.00		Al costo amortizado $				Dólares		438,152,011.42		881,263,552.03

		510.04.10.02.01.4.00		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral (UD)				UDES		- 0		- 0

		510.04.10.02.02.4.00		Al valor razonable con cambios en resultados (UD)				UDES		- 0		- 0

		510.04.10.02.03.4.00		Al costo amortizado   (UD)				UDES		241,831,269.64		393,044,031.57



				Cuentas, Productos y Dividendos por cobrar						- 0		2,846.20

		510.04.10.03.00.2.00		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral $				Dólares		- 0		- 0

		510.04.10.03.00.2.01		Al valor razonable con cambios en resultados $				Dólares		- 0		- 0

		510.04.10.03.00.2.02		Al costo amortizado $				Dólares		- 0		- 0

		510.04.10.03.00.2.03		Ganancia del Impuesto sobre la renta por cobrar $				Dólares		- 0		2,846.20

		510.04.10.03.00.4.00		Al valor razonable con cambios en otros resultados integral (UD)				UDES		- 0		- 0

		510.04.10.03.00.4.01		Al valor razonable con cambios en resultados (UD)				UDES		- 0		- 0

		510.04.10.03.00.4.02		Al costo amortizado (UD)				UDES		- 0		- 0

		510.04.10.03.00.4.03		Ganancia del Impuesto sobre la renta por cobrar (UD)				UDES		- 0		- 0





































		Comparación de las ganancias vs pérdidas 



		Este grafico se complementa con la nota 8
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Nota 4

				Nota 4:

				Ingresos Operativos



				al 31 de Marzo de 2020

				Comprende las cuentas para el registro de los ingresos originados por operaciones no frecuentes, saldos a favor en céntimos de transferencias al Sistema Centralizado de Recaudación (SICERE), específico para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





		Cuenta Contable		Cuenta				Moneda		Mensual		Acumulado

				Otros ingresos operativos

		513.02.04.00.00.1.00.01		Ingresos diversos ¢				Colones		4,752,812		6,697,737

		513.02.04.00.00.2.00.01		Ingresos diversos $				Dólares		4,519		6,306,957

		513.02.04.00.00.4.00.01		Ingresos diversos (UDS)				UDES		1,093		1,957

				Total Otros ingresos operativos						4,758,424		13,006,652
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Nota 5

				Nota 5:

				PLAN DE CONTRIBUCIONES



				al 31 de Marzo de 2020





				Comprende los aportes realizados  por el Poder Judicial en su calidad de Patrono y Estado, los cuales se aplican sobre los salarios devengados por los servidores judiciales.



				Asimismo, está constituido por la contribución de los empleados, jubilados y pensionados judiciales, a los cuales en la actualidad se les deduce de su salario, jubilación y pensión. 



		Cuenta Contable		Aportes				Porcentajes				Mensual		Acumulado



		312.01.01.00.00.1.00		Trabajadores				13%				3,046,141,308		9,050,857,895

		312.02.01.00.00.1.00		Patrono				14.36%				3,365,328,527		9,999,401,548

		312.03.01.00.00.1.00		Estado				1.41%				330,048,475		978,901,624

		312.04.01.00.00.1.00.01		Jubilados y Pensionados 				13%				887,826,662		2,654,866,135

		312.04.01.00.00.1.00.02		Contribución Solidaria				-				71,451,416		213,699,225



				Total Aportes								7,700,796,388		22,897,726,426



				Notas:   																						 





				1-) Mediante la publicación de la Ley 9544, que reforma el Regimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Acuerdo del Consejo Superior Sesión N°46-18 celebrada el 22/05/2018, art VI, se solicita realizar a partir de esta fecha el incremento al aporte obrero del 11% al 13%, así como el rebajo de la contribución especial, solidaria y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme el articulo 236 de esta Ley.



				5-) En el Acuerdo del Consejo Superior, sesión N° 4-19 del 17 de enero de 2019 artículo XXXVI se acordó: "Tomar nota de la comunicación de la Dirección de Gestión Humana, en oficio DGH-004-2019 del 10 de enero de 2019, referente a el cambio realizado en el parámetro del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones de un 0.58% a  1.24%, fundamentado en los recursos asignados  por el Ministerio de Hacienda en la subpartida 60404, según lo establecido en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2019."



				6-) En el aporte de trabajadores incluye el rubro de Reconocimeinto de tiempo servido.

				7-) Según la directriz DGPN-SD-0242-2019 del 12 de abril de 2019, el porcentaje del aporte estatal cambia a 1.41% a partir de enero de 2020.
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Nota 6

				Nota 6:

				Ajuste por  deterioro y por valuación de instrumentos



				al 31 de Marzo de 2020





				Se registran los ajustes al patrimonio que representan correcciones en su valor, como, valuación de instrumentos financieros y de derivados, según las reglas de valuación establecidas para las cuentas de activo.



		MENSUAL 

		Cuenta Contable		Cuenta 		Colón 		Dólar		Mensual



		314.02.01.00.00		Ganancias no realizadas por valuación de instr.		(160,973,209)		(1,197,648,323)		(1,358,621,532)

		314.02.02.00.00		(Pérdidas no realizadas por valuación de instr.		(4,378,617)		(368,902,812)		(373,281,429)

		314.02.03.00.00		Ajuste por deterioro de instrumentos financieros		8,819,046		8,960,735		17,779,781

				TOTAL						-1,714,123,181



		Acumulado

		Cuenta Contable		Cuenta 		Colón 		Dólar		Acumulado



		314.02.01.00.00		Ganancias no realizadas por valuación de instr.		24,088,730,945		651,627,854		24,740,358,799

		314.02.02.00.00		(Pérdidas no realizadas por valuación de instr.		(4,378,617)		(4,352,137,175)		(4,356,515,792)

		314.02.03.00.00		Ajuste por deterioro de instrumentos financieros		162,762,739		132,498,559		295,261,297

				TOTAL						20,679,104,304
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Nota 7

				Nota 7:

				SALIDA DE RECURSOS



				al 31 de Marzo de 2020





				Corresponde al traslado de todos los recursos de la cuenta patrimonial “Reserva en Formación” a la cuenta Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, por ende todos los recursos generados de los aportes, así como los rendimientos obtenidos por las inversiones se continúan registrando en la Provisión Para Pensiones en Curso de Pago.





				Cuenta				Mensual		Acumulado



				Aportes 				7,629,344,972		22,684,027,202

				Rendimientos 				3,130,647,697		10,239,466,860



				TOTAL				10,759,992,669		32,923,494,061
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Nota 8

				Nota 8:

				Pérdidas por Diferencial Cambiario y unidades de desarrollo



				al 31 de Marzo de 2020





				Se registran otros ingresos referente a pérdidas generada producto del diferencial cambiario en los  instrumentos de la cartera del Fondo de Jubilaciones.





		Cuenta Contable		Cuenta				Moneda		Mensual		Acumulado

				Efectivo y Equivalentes de Efectivo						44,806,395.83		63,519,090.66

		410.04.10.01.00.2.00.01		Cuentas corrientes				Dólares		44,806,395.83		63,519,090.66

		410.04.10.01.00.2.00.02		Sobre equivalentes de efectivo				Dólares		- 0		- 0

		410.04.10.01.00.2.00.03		Reportos				Dólares		- 0		- 0



				Inversiones en instrumentos financieros						2,276,537,517.52		5,886,238,258.58

		410.04.10.02.01.2.00		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral $				Dólares		1,971,144,210.10		4,973,303,077.83

		410.04.10.02.02.2.00		Al valor razonable con cambios en resultados  $				Dólares		- 0		- 0

		410.04.10.02.03.2.00		Al costo amortizado $				Dólares		295,944,557.47		776,381,391.51

		410.04.10.02.01.4.00		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral (UD)				UDES		- 0		- 0

		410.04.10.02.02.4.00		Al valor razonable con cambios en resultados (UD)				UDES		- 0		- 0

		410.04.10.02.03.4.00		Al costo amortizado   (UD)				UDES		9,448,749.95		136,553,789.24



				Cuentas, Productos y Dividendos por cobrar						1,606.56		22,272.01

		410.04.10.03.00.2.00		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral $				Dólares		- 0		- 0

		410.04.10.03.00.2.01		Al valor razonable con cambios en resultados $				Dólares		- 0		- 0

		410.04.10.03.00.2.02		Al costo amortizado $				Dólares		- 0		- 0

		410.04.10.03.00.2.03		Ganancia del Impuesto sobre la renta por cobrar $				Dólares		1,606.56		22,272.01

		410.04.10.03.00.4.00		Al valor razonable con cambios en otros resultados integral (UD)				UDES		- 0		- 0

		410.04.10.03.00.4.01		Al valor razonable con cambios en resultados (UD)				UDES		- 0		- 0

		410.04.10.03.00.4.02		Al costo amortizado (UD)				UDES		- 0		- 0

		410.04.10.03.00.4.03		Ganancia del Impuesto sobre la renta por cobrar (UD)				UDES		- 0		- 0



























		Comparación de las ganancias vs pérdidas 



		Este grafico se complementa con la nota 3
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Nota 9

				Nota 9:

				Gasto por estimación de Deterioro



				al 31 de Marzo de 2020





				Comprende los movimientos de la estimación de deterioro en activos sobre los instrumentos financieros, de cuentas, productos, dividendos y aportes por cobrar.





		Cuenta Contable		Cuenta				Moneda		Mensual		Acumulado

		411.01.01.00.00.1.00.01		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral 				Colones		8,819,045.96		162,762,738.60

		411.01.01.00.00.2.00.01		Al valor razonable con cambios en otro resultado integral 				Dólares		8,960,734.56		132,498,558.86

				Total						17,779,780.52		295,261,297.46
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Nota 10



				Nota 10:

				GASTOS GENERALES



				al 31 de Marzo de 2020





				Esta cuenta agrupa varias partidas, las cuales se describen a continuación:





		Cuenta Contable		GASTOS GENERALES				Moneda				MENSUAL		Acumulado



		414.02.07.00.00.1		Servicios profesionales				Colón				- 0		- 0

		414.02.08.00.00.1		Servicios bancarios ¢				Colón				66,188		208,650

		414.02.09.00.00.1		Cotización Seguro de enfermedad y maternidad				Colón				598,087,719		1,787,441,210

		414.02.14.00.00.1.00		Gastos diversos ¢				Colón				192,019		259,595

		414.02.08.00.00.2		Servicios bancarios $				Dólar				1,190,860		1,213,966

		414.02.14.00.00.2.00		Gastos diversos $				Dólar				2,865		16,725,816

		414.02.14.00.00.4.00		Gastos diversos (UD)				Udes				0		16



				TOTAL DE GASTOS GENERALES								599,539,652		1,805,849,253



				Gastos por servicios bancarios:

				Corresponde a gastos por comisiones bancarias cobradas por el Banco Nacional , lo anterior a raíz de conclusión “Convenio Institucional entre el Poder Judicial y la referida Entidad Bancaria”, cuyo objeto consistía en que el Poder Judicial aceptaba realizar una serie de transacciones bancarias con el Banco Nacional, a efecto de recibir un trato preferencial en algunos servicios bancarios, como lo fueron: exoneración del pago de cualquier tipo de comisión (transferencias electrónicas, giros bancarios, emisión de estados de cuenta, transacciones “SINPE”, transferencias entre cuentas del Poder Judicial y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones), dichos gatos son del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, según oficios DGBI-SML-25-2016, 2232-DE-2016 y 2342-DE-2016.



				Cotización Seguro de Enfermedad y Maternidad: 

				Carga social en la que incurre el Fondo como Patrono, con la Caja Costarricense del Seguro Social, por concepto de Enfermedad y Maternidad, correspondiente al 8.75% sobre las jubilaciones y pensiones canceladas.



				Gastos diversos

				Corresponde a diversos ajustes relacionados principalmente con las inversiones y cuentas relacionadas. 
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Nota 11

				Nota 11:

				Cuentas Corrientes y de Ahorro



				al 31 de Marzo de 2020





				El saldo en cuentas corrientes bancarias que mantiene el Fondo de Jubilaciones en colones y en dólares americanos son los siguientes:



		Cuenta Contable		CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO PROV.  PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO				TOTAL ¢				TIPO DE CAMBIO				TOTAL $ 




		110.02.01.01.00.1.00.01		Banco Nacional de C.R. Cta 1234-0				99,943.56

		110.02.01.01.00.1.00.02		Banco de Costa Rica Cta 229-32-9				6,351,960,448.72

		110.02.01.01.00.1.00.03		Banco de Costa Rica Cta 174961-7				- 0

		110.02.01.01.00.1.00.04		Banco Popular Cta 1019277-0				- 0

		110.02.01.01.00.1.00.05		Banco Nacional de C.R. 2413-8 				- 0

		110.02.01.01.00.1.00.06		Banco de Costa Rica 349803-4				82.23

		110.02.01.01.00.1.00.07		Banco de Costa Rica 349824-7				- 0

		110.02.01.01.00.2.00.01		Banco de Costa Rica Cta. 112247-9 $				88,433,159.73				578.74				152,803

		110.02.01.01.00.2.00.02		Banco Nacional de C.R. Cta  601227-7 $				404,411.93				578.74				699

		110.02.01.01.00.2.00.03		Banco Popular Cta 1914-1 $				- 0				578.74				- 0



				TOTAL EN CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO				6,440,898,046								153,502



				Nota: 

				Los documentos pendientes de asocies y aprobaciones,  se informaron a los Subprocesos correspondientes para su registro, y así el debido seguimiento.
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Nota 12

				Nota 12:

				Inversiones en Instrumentos Financieros



				al 31 de Marzo de 2020





				Dicho rubro resume los diferentes movimientos de inversiones en colones y dólares de acuerdo al modelo de negocio considerando costo de adquisición (Valor Facial + Primas – Descuentos). 



		Cuenta Contable		Al valor razonable con cambios en otros resultados integral				Colones 		Dólares		Udes		Total

		120.01.00.00.00

				Valor de Adquisición				288,853,553,365.66		75,788,468,241.44		- 0		364,642,021,607.10

				(Amortización de principal)				- 0		- 0		- 0		- 0

				(Amortización de Primas) 				-4,300,906,199.67		-97,109,122.70		- 0		-4,398,015,322.37

				Amortización de Descuentos 				312,842,874.81		140,396,669.72		- 0		453,239,544.53

				Ajuste por valuación 				24,084,352,327.85		-3,700,509,321.37		- 0		20,383,843,006.48

				Total				308,949,842,369		72,131,246,467		- 0		381,081,088,836



		Cuenta Contable		Al valor razonable con cambios en resultados				Colones 		Dólares		Udes		Total

		120.02.00.00.00

				Valor de Adquisición

				Total				- 0		- 0		- 0		- 0



		Cuenta Contable		Al costo amortizado				Colones 		Dólares		Udes		Total

		120.03.00.00.00

				Valor de Adquisición				104,417,961,025.68		10,563,076,757.05		104,414,939,460.67		219,395,977,243.40

				(Amortización de principal)				- 0		- 0		- 0		- 0

				(Amortización de Primas) 				-98,264,242.72		- 0		-4,081,067,121.50		-4,179,331,364.22

				Amortización de Descuentos 				55,532,197.32		- 0		17,170,229.14		72,702,426.46

				Total				104,375,228,980		10,563,076,757		100,351,042,568		215,289,348,306





				Resumen				Colones 		Dólares		Udes		Total

				Al valor razonable con cambios en otros resultados integral				308,949,842,368.65		72,131,246,467.09		- 0		381,081,088,835.74

				Al valor razonable con cambios en resultados				- 0		- 0		- 0		- 0

				Al costo amortizado				104,375,228,980.28		10,563,076,757.05		100,351,042,568.31		215,289,348,305.64



								413,325,071,349		82,694,323,224		100,351,042,568















				Interpretación Gráfica
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Distribución de la cartera por Modelo	 [PORCENTAJE]

Al valor razonable con cambios en otros resultados integral	Al valor razonable con cambios en resultados	Al costo amortizado	381081088835.73999	0	215289348305.64001	


Distribución de la cartera por moneda	Colones 	Dólares	Udes	413325071348.92993	82694323224.140015	100351042568.31	






Nota 13

				Nota 13:

				Productos y dividendos por cobrar asociados a inversiones en instrumentos financieros



				al 31 de Marzo de 2020





				La cuenta se conforma por el registro de:



				·         La parte proporcional de los intereses, rendimientos y dividendos por las inversiones, que fueron adquiridas por el Fondo.

				·        Además comprende los registros de aquellas inversiones que a su fecha de vencimiento deben ser reclasificados según lo requerido por el ente Rector a las cuentas de vencidos y restringidos.





		Cuenta Contable		Al valor razonable con cambios en otros resultados integral				Colones 		Dólares		Udes		Total

		120.07.01.01.00

				Intereses				3,362,058,343.81		339,493,074.09		- 0		3,701,551,417.90

				Rendimientos				- 0		- 0		- 0		- 0

				Dividendos				- 0		490,875,779.96		- 0		490,875,779.96

				Total				3,362,058,344		830,368,854		- 0		4,192,427,198



		Cuenta Contable		Al valor razonable con cambios en resultados				Colones 		Dólares		Udes		Total

		120.07.01.02.00

				Intereses				- 0		- 0		- 0		- 0

				Rendimientos				- 0		- 0		- 0		- 0

				Dividendos				- 0		- 0		- 0		- 0

				Total				- 0		- 0		- 0		- 0



		Cuenta Contable		Al costo amortizado				Colones 		Dólares		Udes		Total

		120.07.01.03.00

				Intereses				1,662,850,385.92		97,617,991.44		235,517,566.34		1,995,985,943.70

				Rendimientos				- 0		- 0		- 0		- 0

				Dividendos				- 0		- 0		-		- 0

				Total				1,662,850,386		97,617,991		235,517,566		1,995,985,944





				Resumen				Colones 		Dólares		Udes		Total

				Al valor razonable con cambios en otros resultados integral				3,362,058,344		830,368,854		- 0		4,192,427,198

				Al valor razonable con cambios en resultados				- 0		- 0		- 0		- 0

				Al costo amortizado				1,662,850,386		97,617,991		235,517,566		1,995,985,944



								5,024,908,730		927,986,845		235,517,566		6,188,413,142







		Interpretación Gráfica
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Al valor razonable con cambios en otros resultados integral	Al valor razonable con cambios en resultados	Al costo amortizado	4192427197.8649998	0	1995985943.6949999	



Productos y dividendos por cobrar distribuidos por moneda



Productos y dividendos	Colones 	Dólares	Udes	5024908729.7299995	927986845.49000001	235517566.34	











Nota 14

				Nota 14:

				CUENTAS POR COBRAR



				al 31 de Marzo de 2020





				En esta cuenta se registran aquellas partidas que debe recuperar el Fondo y se conforma por los siguientes conceptos:



		Cuenta Contable		Cuentas por Cobrar				Monto



		130.01.00.00.00		Impuesto Sobre La Renta Por Cobrar 				1,030,539,286

		130.03.01.00.00		Sumas pendientes de cobrar otras				441,585



				Saldo:				1,030,980,871



				1) Corresponden aquellas sumas que debe recuperar el Régimen por concepto de exención del 8% del impuesto sobre la renta de los títulos valores, que por su situación particular, no es posible cobrarlos inmediatamente con el vencimiento de los cupones. El Subproceso de Ingresos indica lo siguiente con el seguimiento: (1) La Presidencia de la Corte remitió un oficio a Casa Presidencial para los años 2004 y 2005. La Dirección Ejecutiva con oficio 4167-DE-2019 del 11/09/2019 indicó al Director del Despacho de la Presidencia: "Traslado copia de oficio N° 737-TI-2019 de fecha 9 de setiembre en curso, referente a la devolución del impuesto sobre renta de vieja data, a efecto de que se nos informe si se ha tenido algún avance respecto a las conversaciones con el Presidente de la República, encomendadas por el Consejo Superior en sesión N° 84-18 celebrada el 25 de setiembre de 2018, artículo XV". Al respecto, la Presidencia de la Corte en el mes de setiembre de 2019, remite consulta por correo electrónico de fecha a Casa Presidencial el cual cita: "Siguiendo instrucciones superiores y en referencia al oficio adjunto, el cual fue recibido por el Ministerio de la Presidencia el 4 de abril de 2019, me permito consultarle si existe alguna respuesta al respecto." Se mantiene el seguimiento del caso. (2) La Presidencia de la Corte remitió un oficio a Grandes Contribuyentes para lo del periodo 2018. La Dirección Ejecutiva con oficio 4669-DE-2019 del 04 de octubre de 2019 remite a Financiero Contable el acuerdo del Consejo Superior de Sesión 80-19 del 12 de setiembre de 2019, mediante el cual se acordó: "...) Tener por recibido el oficio N° 4040-DE-2019 del 5 de setiembre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, relacionado con las acciones legales procedentes en relación a la resolución DGCN-133-2019, emitida por la señora Patricia Castillo Vargas, directora de la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales. 2.)  Deberá el Departamento de Financiero Contable alertar a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en el informe de traspaso de la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre la situación expuesta en el criterio jurídico N° DJ-2361-2019 de fecha 3 de setiembre de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico..." (3) El Subproceso de Ingresos realizó las gestiones correspondientes para la devolución de los correspondiente de Fondos Inmobiliarios. De lo anterior, se solicitará a dicho Subproceso de Ingresos que es el encargado de dichas cuentas el seguimiento del mismo. El cual indica que, en cuanto al criterio emitido por la firma Facio y Cañas que, con oficio 916-TI/UCC-2018 del 02 de octubre de 2018 se hizo del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, de lo cual esa Dirección con oficio 4855-DE-2018 del 10 de octubre de 2018, indicó que se debe estar a espera del resultado del Recurso de Apelación contra la resolución N° DGCN-097-2018 de fecha 31 de mayo de 2018, en la cual se denegó la exención del Impuesto sobre la Renta en los rendimientos generados en operaciones de recompras o reportos realizadas por medio de una bolsa de valores y operaciones con fondos de inversión y fondos inmobiliarios.
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Nota 15

				Nota 15:

				APORTES POR COBRAR



				Al 31 de Marzo de 2020





				Corresponden a los aporte de los trabajadores, del patrono, del estado y jubilados-Pensionados que se detallan a continuación:



		Cuenta Contable		Nota				Sub-nota				APORTES POR COBRAR				Detalle				Total



		150.01.00.00.00     		15.1								Aporte por cobrar a los trabajadores								4,210,631,532

								15.1.1				Aporte Ordinario				145,119

								15.1.2				Aporte Ordinario S .Escolar				706,171,793

								15.1.3				Aporte Reconocimiento de tiempo servido				3,504,314,620

		150.02.00.00.00     		15.2								Aportes por cobrar al Patrono								3,920,522,876

								15.2.1				Aportes Por Cobrar Poder Jud.-Patrono				3,151,366,540

								15.2.2				Apor. x Cobrar Poder Jud.-Patrono (S.E)				769,156,336

		150.03.00.00.00     		15.3								Aportes por cobrar al Estado								228,492,269

								15.3.1				Aportes Por Cobrar Poder Jud.-Estado				153,206,550

								15.3.2				Apor. x Cobrar Poder Jud.-Estado (S.E)				75,285,719

		150.04.00.00.00     		15.4								Otros aportes por cobrar								207,840,435

								15.4.1				O. Aportes Por Cobrar Jubilados				181,138,464

								15.4.2				O. Aportes Por Cobrar Pensionados				24,765,070

								15.4.3				O. Aportes Por Cobrar E. Deductoras				1,936,900





												TOTAL 								₡8,567,487,111







				15.1 Aportes por cobrar a los trabajadores

				Este grupo contempla las sumas por cobrar proveniente de la estimación mensual del salario escolar a los servidores activos del Poder Judicial. Adicionalmente, incluye los aportes por cobrar de las obligaciones por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial aprobado por el Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, a servidores judiciales activos, para efectos de jubilación.



				15.2 Aportes por cobrar al Patrono 

				Se compone de las sumas pendientes de cobrar por aportes que recibe el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Estado en su calidad de patrono.



				15.3 Aportes por cobrar al Estado 

				Este grupo lo componen las sumas pendientes de cobrar por aportes al Estado que recibe el Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 

				15.4 Otros aportes por cobrar

				Sumas canceladas de más a Jubilados y Pensionados



				• Por fallecimiento: Dineros girados de más a jubilados y pensionados fallecidos, donde la fecha de su defunción no fue conocida oportunamente. Es importante anotar que en estos casos el Macroproceso Financiero Contable realiza como uno de los mecanismos alternativos para la recuperación de las sumas giradas en demasía, una “Acta de autorización de rebajo”, mediante la cual los beneficiarios al Fondo de Socorro Mutuo designados por el jubilado fallecido, autorizan voluntariamente la deducción de ese beneficio, de las sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones. Dicha deducción se realiza solo con el consentimiento de los causahabientes, los cuales acceden a honrar las obligaciones del jubilado fallecido. Para los casos en donde el procedimiento no ha resultado factible, se analiza el caso y se eleva a conocimiento de las instancias correspondientes. 



				• Estudios por sumas canceladas de más a jubilados y pensionados: Además se registran las sumas canceladas de más por conceptos diversos, entre los cuales los más relevantes son los montos pagados de más a jubilados que en determinado momento ejercieron un puesto en el Sector Público percibiendo otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta, a los cuales se les suspendió el beneficio del Fondo de Jubilaciones tardíamente, girándoseles recursos en demasía que no les correspondía, de conformidad con lo que reza el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



				Aportes Reconocimiento de Tiempo Servido

				Corresponde a las contribuciones por cobrar, como resultado del reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial aprobado por el Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, a servidores judiciales activos y jubilados o pensionados que asumen la deuda de un ex jubilado, según el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



				 Otros aportes por cobrar a Entidades Deductoras

				Corresponde a cuentas por cobrar a las entidades deductoras por conceptos diversos entre los cuales los más relevantes son producto de:  



				·         La anulación de pagos por concepto de asignaciones por exclusión de beneficiarios del Fondo (fallecimiento, mayoría de edad, matrimonio o cuando el beneficiario se encuentra laborando para otra Institución del Estado mientras recibía el beneficio de su jubilación por parte de este Fondo)



				·         Diferencias en la aplicación de ajustes en los montos de las jubilaciones y pensiones que corresponden a deducciones en planilla que ya han sido giradas a dichas Entidades, cuando el Fondo se entera del suceso.
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Aporte Ordinario Trabajadores	Aportes por cobrar al Patrono	Aportes por cobrar al Estado	Otros Aportes por cobrar	4210631531.7399998	3920522876.0388002	228492269.04999998	207840434.57999998	





Nota 16

				Nota 16:

				INTANGIBLES



				Al 31 de Marzo de 2020



				Detalle				Monto				Amortización				Total

				Sistema inversiones "Internet Systems Development Insyde S.A"				7,618,670				-7,618,670				0.00



				Nota:

				Corresponde al registro de la compra del Sistema de Inversiones a la empresa Internet Systems Development Insyde S.A. con un valor de $14,750.00, valorado al tipo de cambio de la fecha de adquisición del activo (15 de agosto de 2007) de ¢516.52, para un total de ¢7,618,670. A dicho monto se descuenta la amortización acumulada al cierre del presente mes que asciende a ¢7,618,670 para un activo neto de ¢0.00. La vida útil del sistema en mención es de 5 años y considerando que fue registrado en setiembre del 2007 se encuentra depreciado en su totalidad, no obstante, a la fecha de este informe se encuentra en funcionamiento. 

En el periodo comprendido entre el 15 de julio a 12 de diciembre del 2011 la Dirección de Tecnología de Información realizó mejoras al sistema de Inversiones por la suma de ¢1.673.895. Lo anterior, de acuerdo con la información suministrada por la Dirección de Tecnología de la Información, mediante correo electrónico del 27 de abril del 2017 y oficio 1635-DTI-2017, dicho monto se encuentra registrado actualmente en los registros contables del Poder Judicial por igual suma.

Con oficio 425-SC-2015 de 26 de agosto del 2015, se realizó la consulta a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) sobre la forma de registro contable de la información suministrada por la Dirección de Tecnología de Información, en virtud de que, en el Manual de Cuentas para el Régimen de Capitalización Colectiva emitido por dicha Superintendencia, no se observa alguna cuenta contable para el registro de la reevaluación de activos intangibles.

 La SUPEN ante la consulta realizada, indicó lo siguiente:

“[…] conforme lo establecido en las Normas internacionales de Información Financiera (NIIF), se le comunica que no existe forma alguna de atribuir costo a un activo intangible luego del final de su vida útil: aunque esté en operación y generando beneficios, su valor en libros deberá seguir siendo cero…” 
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Nota 17

						Nota 17:



						Retenciones A Pensionados



						Al 31 de Marzo de 2020





						Comprende las retenciones mensuales aplicadas en la planilla de jubilados y pensionados judiciales correspondientes a entidades deductoras, que realiza el Fondo a sus distintos beneficiarios, las cuales en el caso de la retención del impuesto sobre la renta y la cuota obrera por enfermedad y maternidad son honradas hasta el mes siguiente de su aplicación.





				Cuenta Contable		RETENCIONES A JUBILADOS Y PENSIONADOS				TOTAL



				211.01.01.00.00.1.00.01		Impuesto Sobre La Renta				608,557,703						 

				211.01.02.00.00.1.00.01		Caja Costarricense Seguro Social				341,764,412



						TOTAL DE RETENCIONES A JUBILADOS Y PENSIONADOS				950,322,115.19
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Nota 18

				Nota 18:

				Obligaciones Por Liquidar Empleados y Exempleados



				Al 31 de Marzo de 2020



				En esta cuenta se registran sumas sujetas a devolución por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que corresponden a pagos recibidos de más en la cancelación de obligaciones por cobrar por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, derivados por el traslado de cuotas que realiza la Caja Costarricense del Seguro Social u otro régimen de pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones, las cuales deben abonarse a las cuentas de los servidores judiciales, sin embargo, algunos de esos traslados ingresan cuando ya el servidor ha cancelado la deuda, por lo que se genera un pasivo a favor de éste. 



				OBLIGACIONES POR LIQUIDAR EMPL. Y EXEMPL.						TOTAL



				ONGJ		9,713				3,722,764



				OBLIGACIONES POR LIQUIDAR EMPL. Y EXEMPL.						₡3,722,764



				Con respecto al caso de ONGJ, se ha dado el seguimiento respectivo y el Subproceso de Ingresos indicó lo siguiente: registrado en febrero 19 producto de devolución de Traslado de cuotas de la CCSS por RTS, cuya deuda fue reversada porque fue dejada según lo ordenado por Consejo Superiorsesión 14-19 artículo LXIV del 19 de febrero de 2019, sin embargo se debe esperar a que ese Consejo defina a cuanto equivale el monto a deducido por ese concepto y analice informe de Gestión Humana en donde se calcula dicho tiempo. Mediante correo electrónico del 2 de julio de 2019 el Subproceso de Ingresos informa: "Con acuerdo del Consejo Superior de sesión 32-19 artículo XII, del 08 de mayo de 2019, se acordó: ": Solicitar criterio a la Dirección Jurídica, respecto a la procedencia de acreditar los recursos trasladados por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a nombre de los servidores.” De lo anterior, el Subproceso de Ingresos mantuvo una reunión con la Dirección Jurídica el 3 de octubre de 2019 en la cual acordaron que dicha Dirección remitiría el criterio jurídico. Con correo del 13 de abril 2020 el Proceso de Inversiones indica que se le consulto a la Dirección Juridica el pasado 12 de marzo de 2020 sobre este tema indicando que solicitaron una  prórroga de dos meses al Consejo Superior.



















Volver al Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios

#'Act.%20Netos%20Dispon.%20Beneficios'!C41

Nota 19

				Nota 19:

				Obligaciones Transitorias por Liquidar



				Al 31 de Marzo de 2020





				En esta se registran sumas transitorias que deben liquidarse oportunamente y se compone de los siguientes rubros:



		Cuenta Contable		Obligaciones Transitorias por Liquidar				Saldo

		211.07.01.00.00.1.00.01		Cuotas para otros regímenes				- 0

		211.07.03.00.00.1.00.01		Benef. no retirados y por fallecimiento				52,471,381

		211.07.03.00.00.1.01.01		Sumas en transito por aclarar ¢				371,592,245

		211.07.03.00.00.1.02.04		Institucione Financieras Banco Popular ¢				498,197

		211.07.03.00.00.1.03.03		Instituciones Gubernamentales-Caja Costarricense Seguro Social				3,804,819

		211.07.03.00.00.1.04.01		Anejud				148,458

		211.07.03.00.00.1.04.03		Otros-Errores Bancarios				4,611

		211.07.03.00.00.1.05.01		Transitoria de deducción				810,170

		211.07.03.00.00.1.06.01		* Aporte Junta Administradora FJP				2,506,997,445

		211.07.03.00.00.1.06.02		* Aporte Junta Administradora FJP - Jubilados y Pensionados				702,399,539

		211.07.03.00.00.2.00.01		Sumas en tránsito por aclarar $				- 0

		211.07.03.00.00.2.01.04		Instituciones Financieras-Banco Popular $				232,251



				Total Obligaciones Transitorias por Liquidar				₡3,638,959,117





				* Nota 1: Mediante la publicación de la Ley 9544, se aplica la reforma al capítulo IV, art 239, referente a la comisión por gastos administrativos, la cual indica:      " Surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos de que devengen los servidores judicial, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administradora, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos...", dicho aporte dio inicio a partir del 22/05/2018.



















				Con respecto a las sumas en tránsito por aclarar el monto de ¢2,766,747 más antiguo y se encuentra en análisis por parte del Subproceso de Ingresos, el cual indicó mediante correo electrónico del 9 de setiembre 2019 que la CCSS remitió una serie de informes de inspección y se está en el análisis para identificar los montos si corresponden al FJPPJ, por cuanto informarán cuando culminen. La CCSS el 28-10-2019 según oficio SARCL-691-10-2019 remitió la lista de los informes de inspección relacionados con este rubro, de lo cual con oficio 949-TI-2019 del 04-12-2019, se solicitó a la CCSS los informes faltantes en virtud que los remitidos anteriormente no corresponden. Y el monto de ¢ 18,237.45 corresponde a ingresos mayo 2019. El monto más significativo ¢366,168,203,90 registrado en marzo corresponde a documentos que se identificarán en el siguiente mes y se realizará el registro correspondiente.



				El monto por pagar a la Caja Costarricense del Seguro Social, obedece a:

				o   ¢2,890,336 correspondiente a pagos dobles efectuados por dicha entidad producto de informes de inspección por cuotas canceladas de más y devolución de aportes. Lo anterior fue comunicado a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 293-SC-2013 del 5 de julio del 2013, siendo que, dicha Dirección informó mediante oficio 5912-DE-2013 que toma nota de lo anterior. 

				o   ¢2,888 por suma pagada de más por la C.C.S.S en el informe de inspección 1238-00249-2012-I, misma que fue informada a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 383-SC-2013 del 4 de septiembre del 2013. Siendo que dicha Dirección mediante oficio 1861-DE/AL-2012 del 16 de setiembre del 2013 informa que se toma de lo informado.

				o   ¢13,749 la cual obedece al caso de la señora MCSV dado que no corresponde la devolución efectuada por la C.C.S.S., en virtud que la Dirección Ejecutiva mediante oficio 555-DE/CA-2012 del 7 de junio del 2013, remitió resolución 3506-2012 del 7 de junio del 2012 en la cual ordena el archivo definitivo de la deuda por no proceder.

				o   ¢843,454 corresponde a la devolución de cuotas obrero-patronales según resolución emitida por la C.C.S.S, mediante Informe de Inspección de dicha entidad No. 1238-00079-2015-I del 26 de enero de 2015.

				o   ¢9.022 corresponde a la devolución de cuotas obrero-patronales según resolución emitida por la C.C.S.S, mediante Informe de Inspección de dicha entidad No. 1238-00274-2015-I del 09 de febrero de 2015.



				o  El monto de ¢ 37,002, el Subproceso de Ingresos indica mediante correo electrónico del 12/08/2019 que se encuentra en proceso de verificar la naturaleza de los recursos, por lo que se encuentra en estudio

				o  El monto de ¢ 8,368 con oficio SARCL-065-01-2019 la CCSS canceló del informe de inspección 1235-00902-2018-I el monto, sin embrago ya había sido cancelado mediante informe de inspección SARCL-0723-2018.



				Disminución cuenta de Aporte de Junta Administradora:

				A solicitud de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir de febrero 20120 se realizan traslados de los recursos a la cuenta bancaria de la Junta.
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Nota 20

				Nota 20:

				Cotización Seguro De Enfermedad y Maternidad



				Al 31 de Marzo de 2020





				Este pasivo se conforma por la cuota patronal del 8.75% que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones debe pagar mensualmente a la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.), según lo estipulado en el artículo 62 del Reglamento del Seguro Salud.



		Cuenta Contable		Entidad				Porcentaje				Monto

		213.03.00.00.00		Caja Costarricense del Seguro Social				8.75%				¢598,213,811
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Nota 21

				Nota 21:

				PROVISIONES PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO



				Al 31 de Marzo de 2020



				En esta cuenta se registra la totalidad de los recursos acumulados  generados de las actividades del Fondo de Jubilaciones y Pensiones provenientes en su mayoría de los aportes recibidos de las cuotas obrero patronales-estatales, así como de los intereses netos ganados en inversiones, con el fin de atender las obligaciones que se deriven de los beneficios establecidos reglamentariamente para los jubilados y pensionados actuales así como de los nuevos jubilados y pensionados. 





		Cuenta Contable		Nota				Sub-nota				APORTES POR COBRAR				Detalle				Total



		214.01.01.00.00		22.1								Recursos recibido de reservas en formación								1,209,888,033,918

		214.01.02.00.00		22.2								(Menos) Pago plan de beneficios								623,406,509,232

		214.01.02.00.00.1.02.01						22.2.1				Traslados a otros regímenes				1,065,736,737



												TOTAL 								₡586,481,524,686
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Nota 22

				Nota 22:

				CUENTAS DE ORDEN DEUDORAS Y ACREDORAS



				Al 31 de Marzo de 2020





				En esta cuenta se registran los saldos de las cuentas por cobrar por concepto de reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas, de aquellos servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial. 



				Concepto				Monto

				Cuentas por cobrar por reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas, de aquellos servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial. 				₡331,222,636
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!


HORA' 	  


RECIBIDO  


CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL... 


ESTIMADOS SEÑORES. 


SE EMITE AMPLIACIÓN FINAL A LA CONTESTACIÓN DE 
AUDIENCIA CONFERIDA Y SE PLANTEA INCIDENTE DE NULIDAD 
ABSOLUTA PARCIAL CONTRA LO RESUELTO EN LA PRIMERA 


SESIÓN AQUÍ INDICADA DE ESTE CONSEJO COMO ACTO 
O 	 ADMINISTRATIVO. SESIÓN 109-2019. 


o 


Quien suscribe, el LIC. EDDIE ALVARADO VARGAS, mayor, casado, 
una vez, abogado, vecino de Grecia, cedula 1-0669-0364 carne de 
abogado numero 4735 del Colegio de Abogados, con todo respeto 
manifiesto: 


PRIMERO: AMPLIACIÓN DE CONTESTACIÓN POR HALLAZGO DE 
REFORMA LEY IMPLICADA EN EL CASO: 


cr-) 	NOS REFERIMOS AL OFICIO N° 115-2020 DE LA SECRETARIA 
GENERAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 
catorce horas cero minutos del veintinueve de enero del dos mil veinte. 
Diligencias / Refs: (15918-19 / 15930-19) 


á 
Y CONTESTAMOS OTRA VEZ AUDIENCIA ACERCA DE LO 


RESUELTO POR: 


El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión No 109- 
19 celebrada 	el 17 	de 	diciembre 	del 	2019, 	" 


--o 	ARTÍCULO XXVII 	Documento N° 15918-19 / 15930-19. 


S
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  Este su servidor ya había denotado que por permitirlo la ley Orgánica del 
Poder Judicial, este Consejo Superior ha tenido la POTESTAD de separar de 
su cargo por incapacidad total permanente para laborar en el Poder 
Judicial sin mediar un 65% o más de incapacidad especificada del 
trabajador. Dado que la ley le daba esta potestad al Consejo en atención a 







un asunto de eficiencia y de respeto al derecho a un trabajo digno libre de 
tortura y mutilación 


y hoy sabemos como NUEVO ELEMENTO, que esta facultad se la daba la ley, 
con mayor claridad antes de su reforma en el año 2018. Veamos. 
ARTICULO 228 LOPJ antes de su reforma: 


" El funcionario o empleado que se imposibilitare de modo 
permanente para el desempeño de su cargo o empleo, siempre que 
hubiere laborado para el Estado por cinco años o más, será 
también separado de su puesto con una jubilación permanente, que 
se calculara de acuerdo con los años de servicio, en la forma 
dispuesta por el artículo 226." 


Articulo 226. Los servidores judiciales que sean separados de sus cargos 
para el mejor servicio público y los funcionarios de periodo fijo que no sean 
reelegidos, tendrán derecho a la jubilación, siempre que el tiempo servido 
por ellos exceda de diez años......" 


SE TRATA UN ASUNTO DE JUBILACIONES ANTES DE LA REFORMA A LA 
LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL EN EL AÑO 2018 


A TENOR DE ESTA NORMA, el Consejo Superior tenia la técnica de 
preguntarle al Consejo Medico Forense si la persona estaba apta o no para 
desempeñar sus funciones dentro del Poder Judicial y eso era lo que 
evaluaba el Consejo Medico, como lo fue en mi caso. De ahí que la respuesta 
del Consejo y luego el acuerdo del Consejo Superior decretaban una 
incapacidad total permanente para laborar en el Poder Judicial, sin 
introducirse en capacidad para laborar o no en la profesión ( ejercicio 
privado o publico en otras instituciones ) o en otras tareas de la vida. ESTO 
NO LO EVALUABAN. Porque la ley ha sido muy concreta al cargo o empleo 
que se desempeñaba. 


En efecto, luego del ario 2018 la Corte para poder egresar por jubilación 
por invalidez tiene ahora dos posibilidades a raíz de la reforma legal. 







Acudir a la Comisión de Invalidez de la CCSS o bien ante la instancia medica 
que el Poder Judicial decida, sea que el ligarse para su decisión a esta 
Comisión de la CCSS y a grados específicos de invalidez es una potestad 
hoy en día es de tipo electivo. 


Veamos: 	ahora con la nueva legislación el numeral 227 de la LEY 
ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL VIENE A REFORMAR EL NUMERAL 228 
ANTECEDENTE RELATIVO AL COMO SE DEBE LLEGAR A UNA 
INCAPACIDAD para el desempeño del cargo o empleo.: 


" 	el servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el 
desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora 


del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social ... o por 
la instancia que esta Institución designe y hubiere laborado por 
cinco arios o mas para el Poder judicial será separado de su puesto con una 
jubilación permanente........ 


SIGUE SIENDO UN ASUNTO DE ELECCIÓN. O se ajustan a la invalidez 
mayor de la CCSS con porcentajes específicos O A QUE EL CONSEJO 
SUPERIOR establezca que no es apto para el desempeño del cargo o empleo 
dentro del Poder Judicial recurriendo por ejemplo al Consejo Medico 
Forense y no a la indicada Comisión de la CCSS. 


Lo importante es que antes de Abril del año 2018 SEGÚN LA LEY 
ANTERIOR NO HABÍA LIGAMEN ALGUNO A LA CCSS NI A SUS GRADOS DE 
INVALIDEZ EN JUEGO SEGÚN LA ACTUAL LEY O SE LIGAN A LA 
INVALIDEZ DE LA CCSS O CONTINÚAN CON QUE EL CONSEJO SUPERIOR 
SEÑALE A UN FUNCIONARIO COMO NO APTO PARA SU PUESTO O CARGO 
escogiendo otro ente medico como base para su decisión" 


Por lo visto hay dos regímenes totalmente diferentes. 


El de la CCSS el cual exige un 65% o mas de incapacidad para poder 
decretar una jubilación. Si escogen evaluación dela Comisión de 
Invalidez. 
El del Poder Judicial CONSEJO SUPERIOR donde basta que la persona 
este TOTAL Y PERMANENTEMENTE INHABILITADA PARA EJERCER 
SU FUNCIÓN EN EL PODER JUDICIAL para separarla de su cargo sin 







mediar un grado especifico de incapacidad para el ámbito laboral en 
general. 


De ambas la más humana y constitucional es la segunda, en tanto busca: 


Un máximo de eficiencia en el recurso humano. 
Que una persona que se hace daño trabajando o pueda hacer daño no 
se haga más daño a si misma o a la institución, no se auto mutile, no 
trabaje en condiciones de sufrimiento e indignidad, respetando el 
numeral 56 de la Carta Magna. 


Habida cuenta de los anteriores datos y explicaciones tenemos que 
hemos actuado de forma leal, correcta y apegado a la normativa en tanto 
no solo fuimos jubilados antes de la Reforma a la L.O.P.J de abril del ario 
2018, no fuimos evaluados por la Comisión Calificadora de Invalidez de 
la CCSS sino por el Consejo Superior quien establecido que no era apto 
para el desempeño del cargo o puesto dentro del poder Judicial. 
NINGUNA ENTIDAD DECRETO UNA INVALIDEZ TOTAL Y PERAMENTE 
PARA CUALQUIER CARGO O EMPLEO FUERA DEL PODER JUDICIAL. 


Y CUANDO PREGUNTE EXPRESAMENTE SOBRE MI POSIBILIDAD DE 
EMPLEO EXTERNO SE ME RESPONDIÓ, que la decisión del Poder 
Judicial solo vinculaba a lo interno del Poder Judicial. 


NUEVO ELEMENTO. Debe agregarse que conforme dispone la misma 
ley orgánica indicada se habla de una incapacidad para el puesto o cargo 
dentro de la institución. NUNCA LA LEY exige una invalidez total 
permanente para una profesión o para la labores generales de la vida, 
sino para las labores habituales relacionadas al cargo o puesto, de ahí 
que siempre han preguntado sobre incapacidad para laborar en el 
Poder Judicial y en exclusiva, cual fue mi caso concreto. 


Ruego pasar este nuevo dato y enfoque al Departamento Jurídico que 
ahora incluye un análisis de ley y su reforma e implicaciones. 







SEGUNDO. SE  PLANTEA INCIDENTE DE NULIDAD. 


Ahora y siendo que el Departamento Jurídico tiene en análisis este asunto, LA 


SITUACIÓN NOS OBLIGA A PLANTEAR UNA INCIDENTE DE NULIDAD ABSOLUTA 


CONTRA LO RESUELTO POR EL CONSEJO SUPERIOR SESIÓN INDICADA 109-19 


DEL 17 DE DICIEMBRE DEL 2019 ARTICULO XXVII, PERO DE FORMA PARCIAL. 


Y lo es únicamente en lo relativo a la pregunta que el Consejo Superior le 


solicita responder al Departamento Jurídico y que repite y reseña en 


posteriores sesiones donde toman nota de mis observaciones. 


En si la pregunta parte de una información absolutamente falsa o torpe. 


Que los técnicos dentro del Poder Judicial le han reportado que este servidor 


fue jubilado por "incapacidad total y permanente" Certificación de la Dirección 


de Gestión Humana 


Certificación que omitió dato esencial dentro del decreto de la jubilación y 


debió agregar: 


Que fue jubilado por "incapacidad total y permanente para laborar en el Poder 
Judicial" 


En efecto revisado el expediente confidencial personal de mi persona se tienen 


estos decretos. 


Del consejo Medico Forense que dispone literalmente en dictamen 776-


2004 "sí está incapacitado absoluta y permanentemente para sus 


labores habituales dentro del Poder Judicial" 
Del Consejo superior que retorna este dictamen acuerdo 33-04 


celebrada el 11 de Mayo del año 2004: "separar al licenciado Eddie 


Alvarado Vargas de su cargo por incapacidad absoluta y permanente 


para sus labores habituales dentro del Poder Judicial" 


Tal y como ya lo había externado ni la ciencia médica ni el Consejo Superior 


me han invalidado para laborar fuera del Poder Judicial. 







Por lo tanto, la certificación que le sirve de base a este Consejo para 


preguntar al Departamento Jurídico esta incompleta. Y la pregunta que 


nace de esta omisión lleva a error. Puede el Lic. Eddie Alvarado Vargas 


realizar un ejercicio privado de su profesión estando "incapacitado para 


laborar de forma total y permanente"? 


Ergo, omiten añadir lo siguiente. ¿Puede el Lic. Eddie Alvarado Vargas 


realizar un ejercicio privado de su profesión o trabajar estando 


incapacitado para laborar de forma total y permanente para el Poder 
Judicial? 


Incluso los comentarios o criterio ya externado dentro de la Sesión indicada 


parten de la premisa falsa de que estoy incapacitado total y permanentemente 


para laborar. Se entiende para labora en lo que sea. Precisamente porque 


reciben una certificación con dato omiso, con dato impreciso sobre la 


naturaleza exacta y alcance de la jubilación. 


Una pregunta que contiene un dato errado un dato omiso, incompleto solo 


puede producir respuestas que se acorde a este tipo de preguntas basadas en 


certificación incompleta. UNA PALABRAS, DOS TRES HACEN UNA DIFERENCIA 


TREMENDA EN EL DERECHO YEN LA VIDA. 


Por lo tanto, el acto administrativo final la pregunta final que le hacen al 


departamento jurídico no se ajusta al tipo de invalidez que me ubico el Consejo 


Médico Forense ni al acuerdo mediante el cual se me separa por incapacidad 


absoluta y permanente para laborar DENTRO DEL PODER JUDICIAL. 


En si esta pregunta al departamento jurídico no solo no está acorde a los datos 


de mi expediente administrativo, sino a los datos unívocos de la ciencia y el 


arte médico. 


Al respecto dispone el numeral 158 de la LGAP, la falta o defecto de algún 


requisito del acto administrativo, expresa o implícitamente exigido por el 


ordenamiento jurídico constituirá un vicio de éste 	 Se entenderán 


incorporadas al ordenamiento, para este efecto, las reglas técnicas y científicas 


de sentido univoco y aplicación exacta, en las circunstancias del caso. 







Articulo 167 ibidenn habrá nulidad relativa del acto cuando sea imperfecto un 


o de sus elementos constitutivos, salvo que la imperfección impida 	la 
realización del fin, en cuyo caso la nulidad será absoluta" LGAP. 


En este caso una pregunta con un dato falso por omision. Que estoy 


incapacitado para laborar sin distinguir en que sea EN TODO. Llevara a una 


respuesta indebida. POR LA FORMA EN QUE SE PREGUNTA. 


SOLUCIÓN AL DEFECTO DE NULIDAD. 	Debe el Consejo Superior preguntar 


usando la modalidad exacta de egreso dada en el año 2004 con la ley orgánica 


que regia según su versión en ese momento. 


Si puedo litigar estando incapacitado para laborar de forma absoluta y 


permanente "en el Poder Judicial" 


Y habiendo resuelto la Secretaria de la Corte que si podía hacerlo ante 


pregunta expresa de mi parte al indicar que lo resuelto solo vinculaba a lo 


interno del Poder Judicial 


Y habiendo pasado ya 16 años desde que se concedió mi jubilación y desde 


que se me aclaró por el Poder Judicial que si podía litigar. 


LANZO EN EL ACTO PRESCRIPCIÓN. Y SOLICITO RESPETO A LA CONSOLIDACIÓN 


DE LOS EFECTOS DE ESTOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. 


RECORDATORIO: 


Sobre la imposibilidad de despedir a una persona que ostenta una invalidez 


derivada de enfermedad. Asunto de no discriminación. 


Dispone el numeral 404 del Código de Trabajo "se prohíbe toda discriminación 


en el trabajo por razones de edad, etnia, sexo, religión, raza, orientación 


sexual, estado civil, opinión política, ascendencia nacional, origen social, 


filiación, discapacidad, afiliación sindical, situación económica o cualquier otra 


forma análoga de discriminación." 







Articulo 405. " se prohíbe el despido de los trabajadores o las trabajadoras 


por las razones señaladas en el artículo 404" 


Esto significa que ante una persona con algún grado de invalidez, aun cuando 


en el medio laboral no exista sitio donde esta invalidez no cese o no 


desaparezca mediante cambio del tipo de trabajo, si continua esta invalidez no 


es legar despedirla por motivo de padecer de una enfermedad. 


Esta norma del Código de Trabajo en vigor mas bien excluye la posibilidad del 


despido con responsabilidad patronal y deja no solo en firme, vigente sino 


como adecuada al caso las normas de la ley orgánica del Poder Judicial que le 


permiten al Consejo Superior declarar la jubilación de una persona que no 


resulte apta para laborar en el Poder Judicial sin que medie un grado especifico 


de invalidez para labores generales de un ser humano. En otras palabras, que 


si el medio laboral va a seguir dañando al trabajador esta prohibido 


expresamente despedir y solo cabe jubilar vía disposición potestad de la LEY 
ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL. 


Recordando que la reforma al Código de Trabajo esta una ley de orden publico 


y deroga cualquiera que se le oponga. 


Escucho notificaciones al email penalistaeddie@yahoo.com  


Grecia, 5 de Marzo del año 2020. 


LIC. EDDIE ALVARADO VARGAS 


Espec. Master. Doctorando en Derecho 
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LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 


do procederá a comunicar la falta al superior jerárquico y al 
Tribunal de la Inspección para que se aplique el régimen 
disciplinario. En igual sentido, deberá proceder el juzgador 
cuando estime que dichos funcionarios han descuidado su 
función 


Trino IX 


DE LAS JUBILACIONES Y PENSIONES JUDICIALES 


CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 


Artículo 224.-Los servidores judiciales podrán acogerse a 
una jubilaciónigual al salario promedio de los últimos veinti-
cuatro mejores salarios mensuales ordinarios, devengados al 
servicio del Poder Judicial, siempre que hayan cumplido 
sesenta y dos años de edad y el número de años trabajados para 
la Administración Pública sea al menos de treinta . En ningún 
caso el monto de la jubilación podrá exceder del equivalente al 
ingreso de un diputado, entendiéndose por ingreso las dietas y 
los gastos de representación. 


(Así modificado mediante Ley N°7605 de 2 de mayo de 1996). 


Artículo 225.-Si no se cumpliere con la edad o el número 
de años de servicio citado, la jubilación se calculará en la 
siguiente forma: 


Si el retiro se produjere al cumplir treinta o más arios de 
servicio, pero sin haber cumplido los sesenta años de edad, 
la jubilación se calculará en proporción a la edad del 
servidor. Para fijarla, se multiplicará el monto del salario 
promedio, según la regla del artículo 224.  por la edad del 
servidor y el producto se dividirá entre sesenta; el resulta-
do de esta operación constituirá el monto de la jubilación 
Si el retiro se produjere al cumplirel servidor sesenta o más 
arios de edad, pero antes de cumplir treinta años de servi-
cio, la jubilación se acordará en proporción a los años 


• 
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da, en los casos en que esta proceda, 
quier prueba para mejor proveer, si el 
cargo. 
pensión, se ordenará una publicación 
il y se procederá, además, de la forma 
do 20 de la Ley Orgánica del Colegio de 


te Ley N' 7728 de 15 de diciembre de 1997). 


primer caso del artículo 219 se impon-
ión disciplinaria; ene! segundo caso, el 
hará constar en los autos, de forma 
da y, a continuación, dictará la resolu-
rá la multa. En ambos casos regirán, 
lo que fueren aplicables, las disposicio- 
7. 


n los que como corrección disciplinaria 
firme la resolución correspondiente, se 
un plazo de tres días para que la pague 
el Colegio de Abogados, conforme lo 
ca. Si no lo hiciere, una vez vencido ese 
de una nueva resolución que así lo 
lelas serán las siguientes: 
ierecho quedará suspendido en el ejer-
t. durante el tiempo que esté sin cancelar 
:omunicará tanto al Colegio de Aboga-
e Suprema de Justicia, para que tomen 
ublicación correspondiente. 
no fueren profesionales en Derecho, se 
taldía respectiva para que la haga des-
a razón de den colones por día. 
I vez vencido ese plazo y sin necesidad 
n que así lo declare, la falta de pago de 
rá en razón de un día de prisión por día 
atará el funcionario o tribunal que la 


obstante lo dispuesto en los artículos 
hechos a que se refiere este Capítulo 
in defensor público o por un represen-
ilico, el juzgador que conozca del riego- 
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laborados, siempre,que el número de arios servidos no sea 
inferior a diez. Para fijarla, se multiplicará el monto del 
salario promedio indicado en el artículo anterior por el 
número de años servidos y el producto se dividirá entre 
treinta; el resultado será el monto de la jubilación. 


Artículo 226.- Los servidores judiciales que sean separados 
de sus cargos para el mejor servicio público y los funcionarios 
de período fijo que no sean reelejidos, tendrán derecho a la 
jubilación, siempre que el tiempo servido por ellos exceda de 
diez años. La jubilación será proporcional al tiempo servido y 
podrá percibirse sólo durante un, lapso equivalente a la mitad 
de este tiempo, salvo que hayanlaborado pormás de veinte años. 
En este último caso, el disfrute de lajubilación será vitalicio. Para 
fijarla, se multiplicará el ochenta Por ciento (80%) del monto del 
salario promedio establecido en el artículo 224 por el número de 
años servidos y el producto se ditidirá entre treinta. El resultado 
será el monto de la jubilación. 


(Así modificado mediante Ley N°7605 de 2 de mayo de 1996). 


Artículo 227.- Los funcionarios de período fijo que no sean reelectos y 
tengan más de treinta años de servicio judicial y sesenta años de edad, 
quedarán jubilados de pleno derecho, conforme a la regla del artículo 224. Si 
solo tuvieren uno de los requisitos señalados, los funcionarios o, en su 
defecto, los respectivos parientes, tendrán derecho a los beneficios otorga-
dos en los artículos 225 y 232, en la proporción indicada por estos, siempre 
que el número de años de servicio judicial no sea inferior a diez. Sin embargo, 
en los supuestos anteriores y atendidas las especiales circunstancias de cada 
caso, el Consejo Superior del Poder Judicial podrá acordar la jubilación o 
beneficio por sumas hasta de las dos terceras partes del salario promedio 
establecido en el artículo 224, siempre que el servicio judicial haya sido de 
veinte años, por lo menos. 


(Este artículo fue derogado mediante Ley N' 7605 de 2 de mayo de 
1996). 


Artículo 228.- El funcionario o empleado que se 
imposibilitare de modo permanente para el desempeño de su 
cargo o empleo, siempre que hubiera laborado para el Estado 
por cinco arios o más, será también separado de su puesto con 
una jubilación permanente, que se calculará de.acuerdo con los 
años de servicio, en la forma dispuesta en el artículo 226. 


*/* kr, . 
-98- 


LEY ORGÁNICA DELPODER JI 


Artículo 229.- Ninguna jubilació: 
inferior a la tercera parte del sueldo qui 
empleo servido, señale el presupuesti 
vigente en el ario en que se hiciere el p 


El monto de las pensiones y jut 
cuando el Poder Judicial decrete hieren 
res judiciales por variaciones en el cos 
porcentaje que los decretados para esb 


Artículo 230.-Los funcionarios y ei 
servido menos de diez años, no tendrár 
sus parientes a pensión, salvo el caso pr 
Sinembargo, si a causa del ej erci cio d e su 
la muerte del servidor —cualquiera que 
servido por éste— además delas indernni 
te correspondan, sus beneficiarios tend 
sióntemporalyproporcional, dentro de 
Ley prevé para esos casos. 


Artículo 231.- Para el cómputo de 
necesario que los servidores del Poded 
élconsecutivamentenienpuestosdeigu 
en cuenta también los años de traba 
hubiesen servido en o tras dependencias 
estatales, debiendo haber servido al Po 
cinco años. Sin embargo, en estos casos 
tes reglas: si el interesado había cotizad 
pensiones, establecidos por otra depen 
tución del estado, el Poder Judicial tan 
la respectiva institución o dependencia 
que el monto de e.sas cotizaciones sea 1 


Jubilaciones y Pensiones del PoderJudii 
ye tambiénlas sumas depositadas para 
interesado por el Estado. En el caso de ( 
esa cotización° que lo cotizado porel ini 
no alcanzare el monto correspondien 
Fondo de Pensiones y Jubilaciones del r 
sado deberá reintegrara este Fondo las 
todos los casos, incluye las cuotas del 
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que el número de años servidos no sea 
a fijarla, se multiplicará el monto del 
adicado en el artículo anterior por el 
rvidos y el producto se dividirá entre 
será el monto de la jubilación. 


rvidoresjudiciales que seanseparados 
:jor servido público y los funcionarios 
sean reelejidos, tendrán derecho a la 
el tiempo servido por ellos exceda de 
será proporcional al tiempo servido y 
trante un lapso equivalente a la mitad 
hay an laborado por más de veirtteaños. 
frute de lajubilaciórtserá vitalicio. Para 
ochenta por ciento (80%) del monto del.  
.cido en el artículo 224 por el número de 
:to se dividirá entre treinta:El resultado' 
ación. 
ate Ley N°7605 de 2 de mayo de 1996). 


onarios de período fijo que no sean reelectos y 
de servicio judicial y sesenta años de edad, 
derecho, conforme a la regla del artículo 224. Si 
misitos señalados, los funcionarios o, en su 
ntes, tendrán derecho a los beneficios otorga-
en la proporción indicada por estos, siempre 


icio judicial no sea inferior a diez. Sin embargo, 
atendidas las especiales circunstancias de cada 
I Poder Judicial podrá acordar la jubilación o 


las dos terceras partes del salario promedio 
, siempre que el servicio judicial haya sido de 


;ad o mediante Ley N' 7605 de 2 de mayo de 


funcionario o empleado que se 
permanente para el desempeño de su 
a que hubiera laborado para el Estado 
rá también separado de su puesto con 
ate, que se calculará de acuerdo con los 
arma dispuesta en el artículo 226. 
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Artículo 229.- Ninguna jubilación o pensión podrá ser 
inferior a la tercera parte del sueldo que, para el último cargo o 
empleo servido, señale el presupuesto de gastos del Estado, 
vigente en el año en que se hiciere el pago. 


El monto de las pensiones y jubilaciones se reajustará 
cuando el Poder Judicial decrete incrementos para los servido-
res judiciales por variaciones en el costo de la vida y en igual 
porcentaje que los decretados para estos. 


Artículo 230.-Los funcionarios y empleados que hubieran 
servido menos de diez años, no tendrán derecho a jubilaciónni 
sus parientes a pensión, salvo el caso previsto en el artículo 22& 
Sinembargo, si a causa del ej erci cio d e sus funciones se produjere 
la muerte del servidor —cualquiera que hubiera sido el tiempo 
servidoporéste— además de las indernrtizádones que legalmen-
te correspondan, sus beneficiarios tendrán derecho a una pen-
sióntem poraly proporcional, dentro del as condiciones que esta 
Ley prevé para esos casos. 


Artículo 231.- Para el cómputo del tiempo servido, no es 
necesario quelos servidores del PoderJudicialhayanservido en 
él consecutivam ente ni en puestosde igual categoría. Setomarán 
en cuenta también los años de trabajo remunerado que se 
hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas 
estatales, debiendo haber servido al Poder judicial los últimos 
cinco años. Sin embargo, en estos casos seaplicaránlas siguien-
tes reglas: si el interesado había cotizado en otros regímenes de 
pensiones, establecidos por otra dependencia o -por otra insti-
tución del estado, el Poder Judicial tendrá derecho a exigir —y 
la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar—
que el monto de esas cotizaciones sea trasladado al Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Este traslado inclu-
ye también las sumas depositadas para efecto de la pensión del 
interesado por el Estado. En el caso de que no hubiese existido 
esa cotización° que lo cotizado por el interesado y por el Estado 
no alcanzare el monto correspondiente establecido para el 
Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el intere-
sado deberá reintegrar a este Fondo la suma adeudada que, en 
todos los casos, incluye las cuotas del Estado. 
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mayoridad, salvo que sean inválidos o 
nado sus estudios para una profesión 
gan buenos rendimientos en ellos y ric 
veinticinco años. Todo sin perjuicio de 
fecha de vigencia de esta Ley se hubie 


El Consejo, previa investigación / 
ajustes necesanos en las cuotas asignz 


de los beneficiarios que lo necesitaren qu 
en todo o en parte las que caducaren. 


Artículo 233.- Excepto por pensi 
susceptibles de embargo, por ningúr 
cesión o cualquier otra forma de tras] 
pensiones ni el Fondo establecido pan 


Artículo 234.- Al jubilado o pensic 
del goce del beneficio, durante el nem/ 
cualquier otro sueldo del Estado, de su 
dones, de las municipalidades, de las ji 
las empresas de economía mixta. 


También se podrá suspender, segt 
goce del beneficio, cuando éste hubiera 
de enfermedad y se tenga noticia d 
desempeñando otro empleo, mientras 
situación 


Artículo 235.- Conesponde al Con: 
tud deinteresado, concederlas j ubilacic 
el correcto aprovechamiento de las 
cancelar, en su caso, las otorgadas, par. 
todas las facultades necesarias, sinperj 
que .conesponda a la jurisdicción comt 


CAPITULO II 
De las rentas 


Artículo 236.- Para atender el pag 
pensiones, créase un Fondo que será f o 
tes ingresos: 


INVESTIGACIONES 41CAS S.A. 


Para esos casos, el Consejo Superior del Poder Judicial dará 
las facilidades necesarias, deduciendo una suma no mayor de 
un diez por ciento del sueldo, jubilación o pensión cualquiera 
que sea el número de años servidos en el Poder Judicial. En 
cuanto a la prueba para la debida comprobación de los servidos 
prestados será admisible todo medio de prueba y en cuanto a 
su interpretación se aplicará por analogía el principio in dubio 
pro operario. 


Artículo 232.-En las condiciones establecidas en este Capí-
tulo, el fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, 
da derecho a sus beneficiarios a unapensión que el Consejo fijará 
prudencialmente, pero que no podrá ser superior a las dos 
terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar 
ni inferior a la tercera parte del último sueldo que percibió, salvo 
cuando se tratare del cónyuge so reviviente, en cuyo caso el 
monto de la pertsiónserá igual al 41 nto de lajubilación que venía 
disfrutando o tenía derecho a dis rutar el exservidor. 


Por beneficiarios, se entiende las personas que el servidor 
exservidor judicial designe, si se fratare de su cónyuge, de su 


compañero o compañera de convivencia durante al menos dos 
años, de sushij os o de sus padres. Tal designacióndeberá hacerse 
por escrito y dirigida al Consejo. 


A falta de esa designación o si la última, por cualquier 
motivo racional, evidentemente no representare los deseos del 
causante, se tendrá por beneficiarios a la persona o personas 
dichas y se distribuirá la pensión entre ellas, en la forma en que 
el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo posible, a los 
presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares. 


No podrá ser beneficiario quien no forme parte del grupo 
de personas a que se refiere este artículo, ni aquél que no necesite 
de la pensión, porque su trabajo o sus rentas le permiten proveer 
sus alimentos sirtella, ano ser que el trabajo o las rentas que reciba 
sean insuficientes, en cuyo caso el Consejo rebajará la pensión 
en el tanto que estime necesario. 


Toda asignación caducará por la muerte del beneficiario; 
porque éste llegue a no necesitarla para su subsistencia, ajuicio 
del Consejo; en cuanto a los hijos de uno u otro sexo, por la 
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msej o Superior del Poder Judicial dará 
3, deduciendo una suma no mayor de 
leido, jubilación o pensión cualquiera 
[los servidos en el Poder Judicial. En 
t debida comprobación de los servicios 
?. todo medio de prueba y en cuanto a 
:ará por analogía el principio in dubio 


condiciones establecidas en este Capí-
un servidor judicial, activo o jubilado, 
arios a una pensión que el Consejo fijará - 
que no podrá ser superior a las dos 
Ladón que disfrutaba o pudo disfrutar , 
te del último sueldo que percibió, salvo 
,nyuge sob viviente, en cuyo caso elz  
zualalmonto elajubilaciónqueveníá 
cho a disfrutar el exservidor. 
entienden las p rsonas que el servidor 
igne, si se tratare de su cónyuge, de su 
a de convivencia durante al menos dos 
padres.Taldesignadóndeberáhacerse 
Consejo. 


6r-ilación o si la última, por cualquier 
temente no representare los deseos del 
beneficiarios a la persona o personas 
pensión entre ellas, en la forma en que 
y que se ajuste, en lo posible, a los 
Llecido y a las necesidades familiares. 
iciario quien no forme parte del grupo 
:re este artículo, ni aquél que no necesite 
trabajo o sus rentas le permiten proveer 


ser que el trabajo olasrentas que reciba 
gro caso el Consejo rebajará la pensión 
tecesario. 
ducará por la muerte del beneficiario; 
tecesitarla para su subsistencia, ajuicio 
a los hijos de uno u otro sexo, por la 
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mayoridad, salvo que sean inválidos o que no hubieren termi-
nado sus estudios para una profesión u oficio, mientras obten-
gan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad de 
veinticinco años. Todo sin perjuicio de las asignaciones que a la 
fecha de vigencia de esta Ley se hubieran acordado. 


El Consejo, previa investigación, podrá hacer los cambios 
ajustes necesanos en las cuotas asignadas y disponer respecto 


de los beneficiarios que lo necesitaren que sus porciones acrezcan 
en todo o en parte las que caducaren. 


Artículo 233.- Excepto por pensión alimenticia, no son 
susceptibles de embargo, por' ningún motivo, ni de venta, 
cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y 
pensiones ni el Fondo establecido para cubrirlas. 


Artículo 234.- Al jubilado o pensionado, se le suspenderá 
del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo 
cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus institu-
ciones, de las municipalidades, de las juntas de ed ucación y de 
las empresas de economía mixta. 


También se podrá suspender, según las circunstancias, el 
goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón 
de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está 
desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última 
situación 


Artículo 235.- Corresponde al Consejo, de oficio o a solici-
tud deinteresado, concederlas jubilaciones o pensiones, vigilar 
el correcto aprovechamiento de las mismas y modificar o 
cancelar, en su caso, las otorgadas, para lo cual se le confieren 
todas las facultades necesarias, sin perjuicio de la fiscalización 
que .couesponda a la jurisdicción común 


CArtnno II 
De las rentas 


Artículo 236.- Para atender el pago de las jubilaciones y 
pensiones, créase un Fondo que será formado conlos siguien-
tes ingresos: 
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Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder 
Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento 
(82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios 
devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor 
(IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y 
cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos 
treinta y cinco años. 


(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018) 


Ficha articulo 


Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder 
Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el 
número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la 
siguiente forma: 


a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, 
pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se 
calculará en proporción a la edad del servidor: 


Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres 
al menos sesenta y dos años. 


El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido 
en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del 
servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta 
operación constituirá el monto de la jubilación anticipada. 


b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años 
de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se 
acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años 
servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la 
jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos 
y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la 
jubilación anticipada. 


(Así adicionado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018) 
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RECURSO REVOCATORIA CASO LIC. EDDIE ALVARADO VARGAS

		From

		Oscar Bejarano Coto

		To

		Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		Cc

		eddie alvarado

		Recipients

		penalistaeddie@yahoo.com; junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr



Buenas Tardes, por este medio de adjunta recurso de revocatoria con apelación subsidiaria.



Se adjunta escrito y 15 archivos en formato PDF con la prueba documental.







FAVOR CONFIRMAR EL RECIBIDO DEL CORREO.
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BPT SAN RAMON

CONSTANCIA CUENTA CLIENTE-1BAN

€1 Banco Popular y de Desarrollo Comunal,

(a): ILIANA JIMENEZ VALVERDE

numero de identidad N° 01-0595-0889 , mantiene la siguiente cuenta de ahorros en moneda

la cual se encuentra activa al dia de hoy.

Colones - ¢
[ ciunk: 16111015137981341
Cuenta IBAN
(Intermationa! Bank Account Number) CRA44016111015137981341

Se extiende Ia presente 3 solicitud del interesado (a) en la ciudad de  SAN RAMON |, el dia

jueves 30 de mayo del 2019

N RAGS ‘
S C,
S

Banco

Atentamente,

Rebeca Rojas Vega
Asesor(a) de Servicios
BPT SAN RAMON
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL 


PODER JUDICIAL. 


RECURSO E INCIDENTE DE NULIDAD CON APELACIÓN CON COMITENTE. 


INCIDENTE FALTA DE ACCIÓN Y DERECHO.   VIOLACIÓN A LA 


IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY 


Y AL DERECHO CONSOLIDADO. 


CONTRA EL ACUERDO. 07-2020 DE ESTA JUNTA  EN SESIÓN. 08-2020 DEL 16 


DE MARZO DEL 2020.-  


Quien suscribe, el Lic. Eddie Alvarado Vargas presento, lo anterior contra dicho 


acuerdo, para que de manera sintética se entienda el punto de falta de norma 


aplicable al caso concreto que pueda provocar una sanción o un impedimento 


de forma separada. 


1. La Ley Orgánica del Poder Judicial sufre una reforma hasta 24 de abril 


del 2018 por ley numero 9544 concretamente la sección referida a 


egresos de funcionarios por jubilación y en lo que interesa altera los 


artículos 224 al 233 Ley Orgánica actual incluyendo el anterior articulo 


234 de la misma ley.  


2. Antes de esta reforma la ley orgánica solo disponía un procedimiento 


para corroborar por el Consejo Superior quien se podría valer del 


Consejo Médico para determinar si una persona estaba en capacidad de 


seguir laborando para el Poder Judicial conforme al numeral 227.  


“imposibilite de modo permanente para el desempeño del cargo” era el 


asunto a corroborar.   NO ERA UN PROCEDIMIENTO PARA UBICAR SI 


UNA PERSONA OSTENTABA UNA INVALIDEZ PARCIAL, MENOR, TOTAL , 


PERMANENTE O GRAN INVALIDEZ, porque ni siquiera se media el 


porcentaje de incapacidad permanente salvo que el funcionario lo 


solicitara expresamente cuando otra Institución lo requiriera 


para el ejemplo:  pago de deudas  amparadas con pólizas del 


INS.  


3. Es por ello que hemos suministrado ejemplos claros como el 


caso de la jueza Carmen Valverde quien con un 25% de 







incapacidad permanente fue incapacitada total permanente por el 


Consejo Superior para el ejercicio del cargo y jubilada, en tanto el daño 


en la mano le impedía tabular, y escribir.   


4. O en el caso de la jueza Eugenia Alen Flores, también ya suministrado el 


dato del caso, ni siquiera medio un dictamen del Consejo Medico para 


que el Consejo Superior decretara que estaba incapacitada total y 


permanente para el ejercicio del cargo jubilándola.  Dado que en ese 


momento el Consejo Medico apenas acababa de recomendar la opción 


de traslado a otro puesto.  


5. Que todo caso ya aportado en lita del recurso ampliado podrá 


corroborar la ausencia de asignación de porcentaje alguno de invalidez, 


o de declaratoria de invalidez, lo cual es resorte en ese momento del 


procedimiento de otro régimen cual es el de la CCSS.  EL PODER 


JUDICIAL hasta abril del año 2018 se limitaba a certificar que 


la persona no estaba apta para el trabajo y procedía a la 


jubilación porque así lo especificaba la ley. 


6. Que la consecuencia de esto es que personas que tenían apenas un 


25% o 30% de incapacidad permanente real, podían realizar numerosos 


oficios porque no se trataba de una invalidez, mucho menos de 


invalidez, total o mayor.  Como también queda claro de las lecturas de 


las sentencias materia contenciosa ya aportadas, así como del fallo del 


Tribunal Contencioso Administrativo Sección cuarta 79-2012 de las 7:30 


horas del 30 de Julio del 2012, actor el ex juez GREIVIN MONCADA 


CORTEZ. Confirmado por el fallo de la Sala Primera de Casación 000162-


FS1-2015 de las nueve horas del 4 de Febrero el 2015 en el mismos 


sentido que los anteriores.  Todos los cuales hasta permiten el 


litigio liberal al no ser el puesto concreto que ocasiono el 


problema de incapacidad para laborar. 


7. Que el único punto constatable como resultado de estos dictámenes de 


no poder ejercer es que se debieron a una unión ente el estado del 


ambiente laboral o de un factor externo como accidente con relación a 


su efecto en la persona. Siendo que un daño en la salud aun con algún 


efecto de permanencia no puede equipararse necesariamente a una 







enfermedad si la misma no aparece citada y o concluida en cada 


dictamen. 


8. Que antes de abril del 2018 la L.O.P.J no regulaba un procedimiento 


especial para reintegro a la vida laboral por parte de un declarado 


INVALIDO, tal y como lo establece hoy el numeral 233 de dicha ley que 


emerge a la luz a partir de abril del 2018. 


9. Que la razón de esta inexistencia de procedimiento de reintegro, 


radicaba ante todo en que el numeral 234 de la misma ley solo prohibía 


el ingreso a puestos de empleo publico o privado.    Citando claramente 


el termino OTRO EMPLEO, sea volverse a emplear.  Y aun así le daba la 


potestad al Poder Judicial de evaluar si permitía continuar con la pensión 


en medio de ese EMPLEO.  No citaba caso alguno de ejercicio liberal de 


la profesión y en todo caso no podría entenderse prohibido mediante 


conjetura porque el derecho al trabajo ya la autonomía de la voluntad 


es de rango constitucionales. Y sin clara limitación expresa no cabe 


conjeturar o presumir.  ( ver fallos contenciosos aportados), 


10. Que no es sino hasta abril del año 2018 que aparece por primera 


vez regulado en la L.O.P.J. en el numeral 227 un nuevo procedimiento 


para establecer una incapacidad permanente para laborar en el Poder 


Judicial donde se escoge la declaración de la COMISIÓN CALIFICADORA 


DEL ESTADO DE INVALIDEZ de  la CCSS o bien se escoge la vía del Consejo 


Medico forense u otra entidad media que el PODER JUDICIAL designe.  


De escoger a primera vía, ahí si por primera vez habrá una declaratoria 


de INVALIDEZ con asignación del porcentaje de incapacidad que este 


acorde a esa invalidez, y que debe ser igual o superior al 65%  
11. Que solo por existir este procedimiento en el novedoso numeral 227 de 


la LOPJ,  es que puede existir el párrafo tercero del numeral 233 de la 


misma ley en cuanto prevé la necesidad de un permiso para un jubilado 


POR INVALIDEZ que desee reincorporarse a la vida laboral.  En tanto 


antes de abril del 2018 el Poder Judicial por ley no constataba una 


invalidez sino una incapacidad para laborar sin asignación de porcentaje 


alguno de incapacidad permanente. PARA QUE QUEDE AUN MAS 


CLARO,    CARMEN VALVERDE VALVERDE. EUGENIA ALEN, EDDIE 


ALVARADO VARGAS, pueden en lo posible hablar en la radio, dictar una 


columna periodística, arrear ganado, laborar en seguridad de una 







empresa y hasta ejercer abogacía si logran que no haya daño a su salud 


porque nunca fimos declarados INVÁLIDOS y sobre todo porque a mi 


nunca se me asigno porcentaje de invalidez porque no interesaba. 


12. Hoy de seguirse el procedimiento vía COMISIÓN CALIFICADORA DE 


INVALIDEZ, ahí si se decretara si eta INVALIDO O NO más haya de 


corroborar si es capaz o no de laborar en el poder judicial (lo que antes 


se hacía). 


13. Que el Departamento jurídico desviándose de lo preguntado PUEDE 


LITIGAR, quiso aplicar a mi caso el numeral 234 antiguo vigente al 


momento de mi jubilación relativo a suspender la jubilación si la persona 


pasa a ocupar OTRO EMPLEO, siendo que el ejercicio liberal de abogado 


NO ES OTRO EMPLEO, no soy empleado, y así lo ha interpretado la 


jurisprudencia contenciosa aportada y lo venia interpretando el Consejo 


Superior.   


14. Que esta Junta por el contrario si se avoca a resolver la pregunta 


concreta del Consejo Superior pero que viene cercenada mutilada 


ocultando que la incapacidad total permanente fue solo para laborar en 


el Poder Judicial y nada más que aquí y no les enteran al parecer que por 


ello hay un incidente de nulidad planteado a partir del 12 de Marzo del 


año presente. Y USTEDES CONTESTAN QUE DE CONFORMIDAD CON EL 


NUMERAL 233 LOPJ existente a partir de abril del año 2018 NO PUEDO 


EJERCER NINGUNA ACTIVIDAD REMUNERADA. 


15. Que en forma independiente a que hay una extralimitación a todo tipo 


de actividad remunerada si se observa bien este numeral 233 contiene 


lo siguiente: 


a) Se refiere al supuesto de UN JUBILADO DECLARADO INVALIDO, que no 


es mi caso, a mi solo se me declaro no apto para el puesto o cargo en el 


poder Judicial. 


b) No ocupo permiso para reincorporarme a la vida laboral desde que esta 


norma rige a partir del 2018 y las condiciones de mi jubilación rigieron 


en la normativa que existía en el año 2004.  


c) En el año 2004 el Consejo Superior al estado de la normativa en ese 


momento me contesto de manera expresa a mi pregunta si podía 


realizar otras actividades como litigar que el dictamen de incapacidad 


para el puesto o cargo quedaba limitado en sus efectos a lo interno del 







Poder Judicial lo cual es correcto, según el estado de la normativa en ese 


momento y conforme a los razonamientos de los tribunales 


contenciosos y Sala primera ya aportados. 


d) COMO TAL ESTA JUNTA EN SU ACUERDO AQUÍ IMPUGNADO HA 


APLICADO UNA NORMA QUE ENTRO EN VIGENCIA EN ABRIL DEL AÑO 


2018   PARA UN CASO DE JUBILACIÓN DEL AÑO 2004 REGIDO POR LA 


NORMATIVA DE ESE ENTONCES Y LO QUIERE APLICAR A ALGUIEN QUE 


NUNCA FUE DECLARADO INVALIDO EN TANTO EL REQUISITO PARA EL 


EGRESO LABORAL LO ERA SOLAMENTE RESULTAR INCOMPETENTE PARA 


EL EJERCICIO DEL CARGO.  


La consecuencia final es aplicar de forma indebida, incorrecta e inconstitucional ley nueva 


a una situación jurídica antecedente y ya consolidada. A tal grado que vengo ejerciendo 


desde que el Consejo Superior en el año 2004 con su respuesta me lo permitió.  Pasando 


incluso el año citado por el Reglamento de Invalidez de la CCSS. 


Como tal este caso, esta situación carece de derecho para suspender pensión o imponer 


limitaciones al trabajo porque fue acordada en las condiciones legales del momento porque 


las condiciones legales del momento no lo podían impedir. 


La Junta no ha revisado la antigüedad del caso y la normativa aplicable siquiera.  CARECE 


ASÍ DE DERECHO. NORMA Y COMPETENCIA FUNCIONAL, para imponer sanciones, 


limitaciones o restricciones en carencia de ley que ampare tales imposiciones sea violando 


el principio de legalidad constitucional. Lo que se llama violación al principio de 


irretroactividad de la ley atacando el derecho constitucional a un trabajo digno y la libertad 


de emprendimiento, la autonomía de la voluntad, donde lo único que estaría vedado seria 


volver al mismo puesto donde emergió la situación de incapacidad para laborar.  (VER 


SENTENCIAS APORTADAS) 


Tran grave es aplicar indebidamente la ley y el daño que hoy están provocando que SE 


VUELVE A SOLICITAR CON TODO RESPETO: SUSPENDER LOS EFECTOS DEL ACUERDO para 


evitar mayores daños.   ( para mayor claridad junto a la prueba se remite una copia de los 


artículos vigentes de la LOPJ en el año 2004) a fin de que puedan realizar un ejercicio 


comparativo.  SE SOLICITA LA REVOCATORIA NULIDAD DEL ACUERDO IMPUGNADO.  


Grecia, 26 de abril del 2020.    
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